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INTRODUCCIÓN 

A través de la historia podemos apreciar que en todos 
los países. incluyendo el nuestro, se lw trawdo de 
salvaguardar los derechos de los gobernados, 
pretendiendo establecer día con día el mayor respeto 
de las garantías individuales: desde luego que este 
empeño no ha te'1ido w1 camino fácil de seguir, mucho 
menos el de lograr e.~e propósito: el cumplir co11 las 
nonna.~ esenciales impuestas a fin de que se respeten 
lo.~ derecho.~ de los i'1dividuos. hasta el momemo 110 

se ha logrado plenamente,. pero podemos ufirmar que 
vamos por un buen camino. 

La prueba del fuego que e11 la antiguedad se utilizó para 
determinar si 1111a persona a quien se le atribuía 
un delito era culpable o no, comparadt1 con las 
exigencias establecidas en la última reforma 
Con.~titucional del 3 de septiem/Jre de 1993, que pre1·é 
entre otras cosa.1, la presencia del defe11sor o de 
perso11a de su conjhmza para que tenga l'alide;: la 



declaración que haga un indiciado ante el Ministerio 
Público; que antes de hacerlo, se le hará conocer 
que .vi es su voluntad puede abstenerse en declarar 
y que si lo hace no está obligado a manifestarse en 
su contra, nos revela el grado de humanización a que 
han llegado lo.v ordenamientos juridicos actuale.~. pero 
también no.t indica que hemo.v tenido que rec:o"er 
mucho.s siglo.t para llegar de un extremo a otro. 

las garantfas individuale.s que e11 materia penal fueron 
refonnadas, tenemos efltre otras, las siguientes: 

Para efectos de dictar una orden de aprehensión, o un auto 
de f onnal prisión, se deben precisar los elementos de 
prueba que acrediten la afectación de la libe1tad, ya 
que debe haber datos que demuestren los elementos del 
tipo y la pre.mnta responsabilidad del indicie1do. 

Se precisa el plazo de cuarenta y ocho horas que el 
Ministerio Público tiene para dictar una resoludón 
jurldica sobre la situación de una perso11a que ha sido 
detenida, dentro de las hipótesi.V de flagrancia o 
urgencia, debiendo en dicho plazo poner al indiciado 
en libertad o a disposición de la autoridad judicial, 
tutelando de esa manera el derecho a la libe1tad; ahora 
bien, el plazo podrá ser duplicado en aquellos ecuos 
de delincuencia 01ganizada c¡ue serían todas aquella.t 
organizaciones delictiva.v, con ánimo de lucro, quienes 
con la violencia y la violación a las normas penales 
afectan los biene.v jurídicos de los individuos y de la 
sociedad. alterando la seguridad jurídica. 

e 



Por primera ~·ez se e/e1•a a nivel de garantía constitucional 
la protecc:ión a la ~·íctima u ofendido, con la finalidad 
de restituir/e los derechos violados as{ como la 
reparación del daño, siendo desde mi panicular punto 
de vista un gran avance, ya que siempre se hablan 
olvidado de vigilar los derechos de quienes sufren las 
consecuencias de una conducta delictiva. 

Por lo que hace a la ley .recundaria, esta es clara y acorde 
con la norma fundamental, indudablemente siguen 
existiendo fallas, sin embargo podemos apreciar que el 
legislador ha tratado de responder a la.r actuales 
necesidades que imperan en nuestro palr, .ru tarea es 
dificil, ya que el problema de la delincuencia avanza 
a pasos agigantados, y las medidas preventivas, asi como 
las re/ armas a las leyes penale.r no han sido suficiemes 
para responder con eficacia a este grave problema social 
que por su trascendencia a unificado a la opinión 
pública para exigir al gobierno se emprendan medidas 
encaminadas a lograr la paz y .reguridad social. 
Podemos afirmar que nue.rtro país lucha cada ~·e: co11 
más vehemencia, en el logro de una mejor procuración 
e impartición de ju.rticia. 

De las garant{as que se tutelan podemos em1umerar la de 
libertad, la de audiencia, la inviolabilidad de domicilio, 
la atención debida a la ríctima, la prohibición de la 
tonura, se eswblecen los términos a que se debe ajustar 
un Mini.rterio Público en cmo de dete11ció11, m'Í como 
los tém1inos a que se debe de ajustar 1111 Jue:. para 
dictar un auto de fom1al prüión, de libenad prorisimzal 
o de libertad definitfra; el tiempo de duración de un 
proceso, procurando siempre la mayor prolltitud en la 
expedición de justicia. 

e 



De las garantfas que tUJelan los anfculos 16, 19 y 20 de 
Nue.ftra Cana Magna, se enumeran la libertad, la de 
audiencia, la inviolabilidad de domicilio, la atención 
debida a la v{ctima, la prohibición de la tanura, se 
esab/ecen los términos a que se debe ajustar un 
Ministerio Público en caso de detención, as{ como los 
ténninos a que se debe sujetar un Juez para dictar un 
auto de formal prisión, de libertad provisional o de 
libenad definitiva; el tiempo de duración de un proceso, 
procurando siempre la mayor prontitud en la expedición 
de justicia. 

Por último, el objeto del presente ensayo, es realizar un 
análisis sobre laf imponantes reformas en comento, en 
algunos caso.f hacer criticas sobre los términos 
planteados en ellas y , finalmente emitir una modesta 
opinión al respecto. 

o 



CAPfTULO 1 

ANTECEDENTES INTERNACIONALES DE LAS 
GARANTIAS CONSTITUCIONALES 

A> ING&ATERRA 

&> FRANCIA 

C> ESPAÑA 

DJ COLONIAS INGLESAS 'I ESTADOS UNIDOS 
DE AMIRICA 
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A) Inglaterra 

Este pals cuenta con importantes antecedentes de los 
derechos del hombre, debido a que la evolución jurfdica se 
fue presentando paulatinamente desde tos orlgenes mas remotos 
de Inglaterra, esto aunado a tos hechos históricos, ta libertad 
humana y tas costumbres, que fueron tas bases para la 
creación de su Constitución; por ende su normatividad fue 
espont6nea y sin sujeción a ninguna clase de doctrinas o 
estudios teóricos, formándose esta Carta Magna mediante 
ta recopilación de los principios básicos tradicionales, como 
resultado de actos legislativos aislados. 

La Constitución inglesa es de carácter costumbrista, debiendo 
entender como derecho consuetudinario aquel que tiene como 
base las costumbres de un pueblo o país que se encuentra 
en varias legislaciones y que se lleva a cabo por tos tribunales. 
Sin embargo, podemos agregar lo que dice al respecto Bazdresch 
que el "Commow Lllw, es un conjunto de reglas creadas por 
la costumbre y sancionadas por su continuada aplicación, que 
no tiene como antecedente una norma legislativa, sino que 
se produce espontáneamente por expresiones de la Idiosin­
crasia y del criteri~ nacionales, a través de las resoluciones 
de los tribunales". 

Durante la edad media el régimen que prevalecía era et 
de la "vindicta privada", es decir la venganza privada, tiempo 
después se limitó dicha práctica por el rey imponiendo prohibi· 
clones, a las que se les denominó "la pu del rey•. Desapare­
ciendo con el tiempo la venganza privada, creándose los 
primeros tribunales conocidos como "wltan" o "conaejo de 
nobles", el tribunal del Condado y el Consejo de los Cien, 
que se concretaban a vigilar el desarrollo de las ordalias o 
juicio de Dios. 

1 Bazdr11ch, Luis, Op. CH. p. 4S. 
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Poateriormente 18 creo la •curl• Regla" o Corte del Rey, 
en la que el rey delegab• ciertas funciones ante la imposibilidad 
de impartir justicia, por lo que todos los pueblos Ingleses se 
sometieron a la autoridad judicial central; siendo de esta 
m.nera como 18 extiende en Inglaterra lo que se llamó commow 
law o derecho no escrito, del cual Blackstone nos dice que: 
"se encuentra en el hecho de que su institución original v su 
autoridad primitiva no revistieron forma escrita, como las leyes 
del Parlamento, sino que su poder obligatorio y su fuerza 
legal devinie~n a través de usos inmemoriales y prolongados 
en el reino". 

Rabasa nos dice que el "commow law" se impuso en 
la conducta de la vida pública, marcando un límite a la 
autoridad re~ que no podía traspasarlo sin provocar rebeldía 
y hostilidad". Los dos principios importantes de este derecho 
son: la seguridad de las personas y el estricto respeto a :a 
propiedad. 

Con referencia a este Derecho Común el autor Henry 
Pratt nos da una idea más clara y sostiene que "era un cuerpo 
legal formado por la costumbre local inglesa en los siglos IX 
y X y perfeccionado después por la interpretación judicial", la 
característica más importante del Commow Law es su origen 
derivado de las costumbres, en lugar de la ley escrita, sin 
embargo, en la práctica existe poca diferencia entre el Commow 
Law y el Derecho estatutario, puesto que la codificación de 
aquel por Coke, Blackstone y otros famosos juristas suministra 
un punto de partida tan concreto como cualquier Ley escrita 
para la interpretación legal. Las disposiciones del Commow 
Law han sido, por lo general, definidas y modificadas por 
actos legislativos 

4
en la mayor parte de los Estados de la 

Unión Americana". 

Burgoa Orihuel•, lgn•clo, Op. cff, pp. 78 y 19. 
Burgo• Orihutl•, Op. Cit., p. 79 

4 Pratt, F•lrchild, Henry, Diccionario dt loclOlogl1, Décima primera Reimpresión, p. 49, 
Fondo de Cultura Económica, Mt•ico, 1984. 
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Las garantías constitucionales tuvieron su nacimiento en 
la M119na Chllrta, expedida en el al'\o 1215 por el Rey Juan 
Sin Tierra, la cual contaba con 49 capítulos y especificamente 
en el precepto 46 existe un antecedente directo de los articulo 
14 y 18 de nuestra COnstltucl6n. 

El artículo 39 de la Carta Magna dispone: 

"Ningún hombre libre serd detenido, ni enC111Celado, 
o desposeído de sus bienes, o exiliado, o destituido de 
alguna manera, ni procederemos contta él ni, mandaremos 
ir contta él, sino mediante Juicio legal de sus pares y 
por la Ley del País". 

Tres años después se promulga una nueva ley que dice: 

"Ningún hombre, sea cual sea su estado o condición 
será privado de tierras o vivienda, ni aprehendido, ni 
encarcelado ni despojado de sus heredades, ni senten­
ciado a muette sin haber fido llevado a responder 
por debido proceso penal". 

En el artículo 46 de la Carta Magna inglesa, se disponía 
que ningún hombre podfa ser privado de su libertad y propiedades, 
sino conforme a la ley de la tierra y mediante un juicio 
denominado de loa par• implicando con ello las garantías 
de audiencia, legalidad y legitimidad del tribunal. 

Es importante mencionar que la citada Carta Magna no 
es el prototipo de Constitución que actualmente conocemos, 
en razón de que no contemplaba una estructura polftica ni 
jurídica, además de no tener los principios dogmáticos y 
orgánicos del Estado, simplemente hacia referencia a diversas 
materias jurídicas. 

5 Dorsey Gray L. Dunalord John E .. La Llllt"8d Con111tuc10nal l' el Derecho, Primera 
Edición, p. 191. Editori1I Limuaa Wiley, S.A .. Wxico. 1967. 
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En el reinado de Enrique 111 se creo la Gran Carta, misma 
que fue confirmada por Eduardo 1, con éste documento se 
continúa la vigencia de la Carta Magna de 1215, entre otras 
de 1u1 dl1po1iclone1 importantes relativas a este estudio se 
Hl'lala la siguiente: 

"Nadie sea reducido á prisión ni desposeído de sus 
bienes, ni de sus libertades ó franquicias, ni proscrito, 
ni desterrado, ni condenado á muerte, sino en virtud 
de una sentencia legítima de f1S pares y sin haber 
sido oido su legítima defensa". 

Con el paso del tiempo el Derecho común inglés restringió 
facultades de gobierno al monarca y amplio estas al parlamento, 
lo anterior no fue suficiente para evitar los atropellos a los 
gobernados por parte del monarca, a pesar de estar infringiendo 
la ley, en la que se garantizaba a los nobles y a los hombres 
libres numerosos derechos. 

Todas las arbitrariedades cometidas en el reinado de Carlos 
1 provocaron numerosas protestas, entre ellas la de Edward 
Coke quien escribió la Petltlon of Rlghta, es decir, Petición 
d• Derecha. de 1628, en la cual se reclamaba al rey las 
violaciones cometidas, pidiéndole un juramento en el sentido 
de que dichos desmanes no volverían a ocurrir, a lo que el 
rey respondió diciendo que debería de haber un estricto apego 
a la ley y costumbres, respetando así el derecho de sus 
súbditos; finalmente lo que le dio el carácter jurídico obligatorio 
a la ºPetición de Derechoe" fue la intervención del parlamento, 
gracias a ello el citado documento se incorporó al derecho 
consuetudinario. 

La Petición de Derechoa, sostenía que nadie podía ser 
juzgado y det9nido más que por la autoridad encargada de 
aplicar la Ley. 

6 Montiel y Ouant, Isidro, Eetuelllo H 18e Q.,entlM lndivldualff. Segunda Edición 
Fac1lmiler, p. 42. Editorial Porrúa, S A .. Mtxico. 1972. 

7 Dela Madrid Hunado, Miguel, Element09deOerechoConat"uclonel, Primera Edición. 
Instituto d• Capacitación Política, p 7S, Mhico, 1982 
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En el ª"º de 1639 el parlamento Impone a los prlncipes 
Guillermo y Maria de Orange una ampliación de garantfas 
individuales, obligándose la autoridad real para hacer un jura­
mento, con el que se comprometían a acatar lu libertades y 
las lnstttuciones de carácter polftico del pueblo inglés, contenía 
adem61 libertad de tribuna, de portación de armas, etc., a tal 
documento se le dio el i¡ombre de 8111 of Rlghta, esto ea, 
C•t61ogo d• Derechoe. 

Carlos 11 expide en 1679 la famosa acta Hlbe• Corpua, 
documento que disponía de un cúmulo de garantlas para el 
detenido, se"alando que nadie podía ser sujeto a detención 
sin previa orden judicial. ademés garantizaba la excarcelación 
bajo fianza para presentarse en justicia. Tiene interés fundamental 
porque no sólo afirma el derecho frente al monarca, sino que 
organiza detalladamente el procedimiento aplicable para garan­
tizarlo. 

Posteriormente establecerían las Leyes fundamentales de 
esta nación: 

"Ninguno puede ser castigado con la privación de la 
libertad sino en virtud de una sentencia dada por el 
magistrado, sobre un veredicto de culpabilidad pronun· 
ciado por un jurado unánime en los casos y según 
las formas prescritas por la Ley. 

"Ninguno puede ser arrestado ni aprehendido sino en 
virtud de una orden de un Magistrado, autorizada y tim­
brada con su sello, señalando con precisión la persofla 
del inculpado y la naturaleza de la inculpación". 

8 Burgoa Orihutla, Ignacio, Op. Ctt., p. 112. 
9 Montitl y Ouane, Isidro, Op. ett .. pp. 347 y 348. 
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El Acta de Eehlbleclmlento, consagraba como principio 
fundamental la inamovilidad judleial; lo cual venia a constituir 
una garantfa en favor de los jueces y del súbdito inglés. ya 
que dicho principio abrla un campo más amplio al respeto de 
lu libertades y un medio m6s eficaz para reparar las violaciones 
y por ende también se apuntaba la autonomla del Poder 
Judicial. 

Finalmente la Constitución inglesa desde su origen es 
producto de las costumbres sociales que se presentaron en 
forma reiterada, además do ser complementada por diferentes 
ordenamientos escritos; por lo anterior no tuvo influencia t~órica, 
ni doctrinal, derivadas de los grandes pensadores ya que 
esta fue minimizada en la trayectoria histórica del derecho 
de Inglaterra. 

B) Francia 

Desde Carlomagno en el año 800, hasta tos Luises a 
fines del siglo XVIII, Francia vivió bajo un régimen gubernamental 
de una monarquía absoluta, misma que tenla su· origen en la 
voluntad divina; la corte real se sostenía con ta continúa 
explotación del pueblo, mediante los elevados impuestos. 

La •tapa de ta monarqula se caracterizó por sus terribles 
violaciones a tos derechos humanos, afectando primordialmente 
la libertad, ya que los hombres eran detenidos sin indicarse 
la causa y se prolongaba indefinidamente la privación de dicha 
garantla. En este sistema ta actividad del Estado se identificaba 
con ta voluntad del monarca y muestra de ello erf> cuando 
Luis XIV, el rey sol, solía decir "el Estado soy yo". 1 

Tal situación provocó que se desprendieran diversas corrientes 
durante el siglo XVIII, con las que pretendían acabar con et 
régimen absolutista, proponiendo mejores formas de gobierno. 

10 Burgaa Orihuela, Ignacio, Op. Cit., p. 85. 



8 

Sin embargo, en la ordenanza de Luis XIV del ª"° 1870, 
se permitía en limitados casos la concesión de la libertad 
provisional con garantía pecuniaria o sin ella, aún cuando 
concretamente no hablaba de dicha garantía. 

Una de las corrientes que se iniciaron fue la fisióefata, 
la cual afirmaba que las relaciones sociales y económicas no 
debían ser intervenidas por parte del Estado, obedeciendo con 
ello al ejercicio de los derechos naturales del gobernado. 

En tanto que Voltaire, "propugnando una monarquía ilustrada 
y tolerante, proclamaba la igualdad de todos los hombres 
respecto a los qfrechos naturales de libertad, propiedad y 
protección legal". 

Los enciclopedistas Oiderot y O'Alambert, luchaban por la 
consagración y aplicación definitiva de los Derechos Nllturalea 
del Hombre. 

Montesquieu elabora un sistema de gobierno, consistente 
en la división de los tres poderes gubernativos, legislativo, 
ejecutivo y judicial, pretendiendo lograr de esta forma un 
equilibrio. 

No obstante, uno de los pensadores jurídico-polilicos más 
importantes para la Revolución Francesa lo fue Rousseau, con 
su teorla del Contrllto Social, afirmando que el hombre en 
un principio vivla en un estado de naturaleza, ya que tenía 
absoluta libertad sin estar sujeto a norma alguna, con el 
progreso esta igualdad fue desapareciendo, provocando con 
ello pugnas entre los individuos y según Rousseau, para 
evitarla se creó una sociedad civil, limitando su actividad 
particular y sus derechos naturales, con lo que se estableció 
una autoridad suprema, cuyo titular fue la comunidad y es a 
lo que este pensador llamó voluntad general, considerando 
que no tiene limitación alguna; agrega aunque en forma un 

11 Bur;oa Cl<ihuela, Ignacio, Op. Cit., pp. 13 v IM. 
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tanto contradictori• que el form•r I• socleded civil, recuperan 
1u1 derechos netureles, con sus consecuentes l\rlt1ciones, 
debiendo ser respetedo1 por la autoridad pública. 

El entegoni1mo que hey entre el jus-neturalismo y la 
concepción soberana del poder, se ha evitado en las teorías 
modem• de soberanía a través del concepto de autollmltación 
en el ejercicio de las facultades de sus órganos gubernativos, 
reconociendo y respetando los derechos humanos. 

La Declar11c:lón de loa Derechoa del Hombre y del 
Ciudadano de 1789, es uno de los documentos jurídico-políticos 
m6s Importantes a nivel mundial, con una marcada influencia 
de la declaración de independencia de las trece colonias 
inglesn, asl como de los pensamientos filosóficos y políticos 
de su época; dentro de los puntos importantes que contiene: 
se instaura como sistema de gobierno a la democracia; así 
como a 11 Igualdad jurídica y política de los gobernados; 
respeto a la libertad, propiedad, seguridad y resistencia a la 
opresión, libertad de pensamiento, de escritura y de prensa. 

En el artículo octavo de esta Declaración tenemos un 
punto Interesante que es: 

"La Ley no debe establecer sino las penas estricta· 
mente necesarias y ninguno podrá ser castigado sino 
en virtud de la Ley establecida y promulgfiª con 
anterioridad al delito y legalmente aplicada". 

Al hablar de la garantía de libertad Carlos Franco Sodi 
expresa: 

"La libertad, como derecho garantizado por la Consti· 
tución, tiene su origen en la Declaración de los Derechos 
del Hombre; pero esto no significa que la libertad del 

12 lelem, pp. 84 y 115. 
13 Burgoa Orihu•I•. Ignacio, Op. CH .. p. 413. 



individuo sujeto a un pl'OCfJSo haya sido IQttOrada 
antes de la Revolución Fl8flces11, pues contrari1mente 
a las antiguas legislaciones, 11tenlense, rom11na y 
german1regf11mentaronl11llbeft11dcauclon11lentltrmino,t 
mucho IMs amplios que los actt11lmflf1te conocidos.• 

10 

En ta Constitución francesa de 1795, que correspondió a 
la segunda de su historia especlficamente en sus artlculos 
noveno y décimo primero estableclan: 

"Art. 9o. La seguridad consiste en la protección acordada 
por la sociedad a cada uno de sus miembros, para 
ta conservación de su persona, de sus derechos y 
de sus propiedades. 

Ninguno puede ser acusado, arrestado ni detenido 
sino en los casos determinados en la Ley y según 
111s formalidades que ella prescribe. 

Todo ciudadano emplazado o asegurado por la Autoridad 
de la Ley debe o~ecer inmediatamente, y se hace 
culpable si resiste". 1 

"Art. 110. Todo acto ejercido contra un hombre fuera 
de los casos y sin las formalidades que la ley 
determina, es arbitrario y tiránico, y aquel contra 
quien se quisiere ejercitar por la ~;,plencia, tiene 
derecho a rechazarlo con la fuerza". 

Amorth a nombrado a Francia el pals de las constitu­
ciones, ya que durante el transcurso de su historia jurldica 
a contado con 

1
J4 de ellas, la primera data de 1791 y la 

actual de 1958. 

l~ Franco Sodi, Carlos. El PrOM111111lento Penal Me1lceno, Editorial Porrúa, Mblco, 
D.F., 1957. p. 321. 

15 Mon1111 y Ouarte, Isidro, o,. Cit., p. 3411. 
16 ldem, p. 3411. 
17 Viaquaz del Marcado, Osear. El c-ro1 •le C-111uclOMINM de le Ley, Primara 

Edición, Editorial Porrúa, S.A. M6xico, 11171, p. 51. 
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C) Eapaftll 

Desde el siglo V tanto en la etapa de dominación romana 
como en el desmembramiento de la misma, Espal'I• fue habitada 
por diversos pueblos, cada uno con sus propias costumbres, 
por lo que no existla unidad jurldica o política. Ahora bien, 
uno de los pueblos més importantes desde el punto de vista 
jurldlco son los visigodos, que eran los godos de occidente, 
con ellos encontramos las primeras normas de derecho escrito, 
siendo el primer legislador Eurico, quien fue un compilador 
de antiguos hábitos y usos; dichas "Leyea de Eurlco" fueron 
ampliadas y perfeccionadas a los galos y españoles por el 
Breviario de Anlano. 

En el al'lo de 1188 las cortes del reino de León expidieron 
el Pacto Polftlco Clvll, el cual hacia refere~iia a las garantías 
de audiencia e inviolabilidad del domicilio. 

El ordenamiento legal de mayor trascendencia en la historia 
jurldica de Espal'la es el Fuero Juzgo, conocido también como 
Libro de loa Juec:ea o Código de loa Vlslgodoa, la época 
en que fue elaborado no se ha podido precisar, por los 
historiadores versados en la materia; en el Fuero Juzgo, fueron 
reguladas normas de diferentes ramas del derecho, lo mismo 
podlan ser de Derecho público o privado, éste ordenamiento 
comprendía 12 libros; en el primero se hace alusión a las 
limitaciones de la autoridad real en la función legislativa y de 
justicia, asl como un Indice de legitimidad del monarca; el 
libro segundo regulaba los juicio• y cauns, los demás libros 
comprenffjan las especialidades del Derecho civil, penal, rural 
y militar. 

18 Bur901 Orihu1l1, Ignacio, LM OllranlfH lncllvldu1IH, Sexta Edición, p. 70. Editorial 
Porrú1. S.A .. M6xlco, 1970. 

19 -.W,p.71. 
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En el curso de la historia normativa de España existieron 
varios ordenamientos, que a continuación ae mencionan con 
una breve reseña y loa cuales son los siguientes: 

1. Eatlltuto de Privilegio CltlMral expedido por Pedro 111 
en el año 1348, en el que se eatablecla garantlas de seguridad 
¡urldica en favor del gobernado, los derechos se hacían respetar 
á través de los proceHe foral•, algunos de estos prpsos 
constituyen antecedentes de nuestro juicio de amparo. 

2. Fuero Viejo de Cutllle es un ordenamiento juridico 
escrito en 1356, el cual consistla de cinco libros. 

3. ua Leyea de Eatllo conocidas también como Decla· 
ración de laa Levea dll Fuero, las que eran una serie de 
reglas establecidas por los tribunales, mismas que podían 
ser consideradas como jurisprudencia, ya que era la 
interpretación de normas existentes. 

4. Fuero Real de Eapafta del rey Alfonso IX, constaba 
de cuatro libros refiriéndose a cuestiones penales y civiles. 

5. Ordenamiento de Alca" expedido por Alfonso XI en 
el año de 1348 comprendiendo de 32 títulos, que se enfocan 
principalmente al derecho civil penal y procesal. 

6. lAa Siete Partldaa creadas en el gobierno de Alfonso 
X, ésta es una de las obras más importantes redactadas en 
la segunda mitad deJ

1 
siglo XIII, contemplaba los derechos 

naturales del hombre. 

7. Ordenanza• Realea de Caatllla fueron una recopilación 
de varias leyes, sin embargo, nunca formaron parte del Derecho 
Positivo Español. 

20 ldetll,p.48. 
21 Bazdreach, Luis. Oaranliea C-llluolOnlln, 3a. Edici6n, p. 4', Editorial Trillas, 

Mtxico, 1988. 
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El rey don Femando el Católico en el ano de 1505 ordena 
la publlcaci6n de las W,. cltl Taro, con ras que pretendla 
unltlcar las leyes, sin obtener éxHo en esa época. 

En 11587 se publica la A9COPllRl6n de U,. de E .. fta. 
la cual era incongruente, antag6nica y complicada, razón por 
la que el Consejo Real mediante consultas fue aclarando dudas 
e Inconvenientes que se presentaban en el ámbito legal, 
sistema consultivo que fue denominado como Autos AcordMtoa 
y que constituyó una especie de jurisprudencia. 

lAI Novfalma Recopll.c:l6n de uyea de Eapaña fue 
promulgada en el año de 1805 durante el reinado de Carlos 
IV, regulando varias materias del Derecho procesal civil y penal. 

Con anterioridad a la Constitución Polltica de la Monarquía 
E1pano1a de Cádiz de 1812, no aparecen antecedentes directos 
sobre la regulación de las garantlas individuales tales como 
la audiencia, inviolabilidad de domicilio, protección a la propiedad 

. privada, libertad de pensamiento; siendo esta Constitución la 
que por primera ocasión las incluyó en su normalividad excep­
tuando únicamente dentro de estas el aspecto religioso, ya 
que se establecía como religión oficial la católica, apostólica 
y romana; la referida Constitución se esforzó por complacer 
a nobles, clero y clase ~dla con la seguridad y protección 
que jamás hablan tenido. 

De corte eminentemente liberal esta Constitución, regulaba 
en aua artículos 258 y 296 la prisión preventiva como sigue: 

"Art. 287. Ningún español podrá ser preso sin que 
preceda información sumaria del hecho, por el que 
merezca según la ley ser castigado con pena corporal, 
y asimismo un mandamiento del juez por escrito, que 
se notificará en el acto mismo de la prisión." 

22 O. Rabaaa, Emilio, Hletorla de ... C-utuclonee Me•lc•nff. Primera Edición, p. 19 
Instituto d• Investigaciones Jurídic11, UNAM, M6•ico. t990. 
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"Art. 296. En cualquier estado de la causa que lf)Bfezca 
que no puede lmponerae f1 prno pena corporal, ae le pondr6 
en libertad dando fianza•. 

Las Conatltucionn de 1837 y 1845 conserv1n toa mismos 
lineamientos de la Conltitucl6n de C6diz. 

En ta Constitución de 1869, se pretendió afianzar la ju1ticla, 
libertad, seguridad y propiedad y especlflcamente su artículo 
aegundo contemplaba: 

"Ningún español ni extranje~¡odnl ser ni aún detenido, 
sino por causa del delito•. 

En 1876 se expide fa úHlma Constitución monirquica, la 
cual contiene una declaración de derechos fundamentales y 
en uno de sus artlculos señalaba: 

"Nadie serla molestado en territorio español por sus 
opiniones relÍfliosoS ni el ejercicio de su 19SPec~ 
culto, salvo el tespeto debido a /a moral cristiana". 

Finalmente en la Constitución de 1931 se estableció el 
régimen republicano en España, que contenla garantlas indivi­
duales, asl como medios para su protección, dindole facultades 
jurisdiccionales al Tribunal de Garantfea Conllltuclonal-. para 
resolver recursos de 111fonstitucionalidad de las Leyes y del 
Recurso de Amparo; dicha Constitución duró poco tiempo 
debido al golpe de Estado en dicho pala de 1936, en el que 
se implantó la dictadura franquista. 

23 Tena Ramírti, Felipe, UV- FUlldemelllalH de .Wllco 1-.1 .... p. 94, Dkima 
Ouinll Edicl6n, Edltollll Pofrúa. Mt•lco, 11188. 

24 MoMiel ilidro 'f Cuarte, ...,.. de ... Cleranllaa ........... p. 358. Segunde 
Edícl6n Fac1lmilar, EOHorill Pofrúa. S.A. Mi•lco, 1972. 

2S Burgoa Orlhuela, Ignacio, a.. Cit. p. 77. 
26 Budtncll, Luil, °"' Cll., p. 45. 



D) Colonia• Ingle•• y Eatadoa Unido• de 
Am6rlca 
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Durante el siglo XVII emigraron algunas familias Inglesas 
a América, las causas fueron varias, entre ellas las cuestiones 
económlcu, polltlcas y hasta religiosas; llevando consigo la 
tradlct6n jurfdica del commow lllW, asl como el espfritu de 
libertad; para la fundaelón de una colonia inglesa era necesario 
contar con la autorización del soberano, lo cual se hacia a 
trms de un documento que recibla el nombre de cartu. La 
primer colonia fue Virginia, después encontramos la de 
Mnuchussets, Rhode lsland y Connectlcut, que formaron 
pme de las trece colonias. 

Las cartu, estableclan las reglas del gobierno, asimismo 
concedlan autoridad y autonomfa a cada colonia, por ende 
eran ·parte Integrante del constitucionalismo inglés. La Carta 
Magna lnglna sirve de antecedente en la elaboración de 
constituciones locales y de la federal. 

Ahora bien, la normatividad jurídica de las colonias Inglesas 
sufrió importantes transformaciones, de las que Haurlou comenta 
lo siguiente: "La misma organización de las colonias les inclina 
a habituarse al Derecho escrito, en oposición a la tradición 
Inglesa de las reglas no escritas y consuetudinarias. Los 
colonos, dotados de cartas escritas que precisan su estatuto 
personal (son ciudadanos ingleses en su mayor parte) y el 
estatuto del territorio considerado como colonia, conservaran 
la costumbre de redactar por escrito las leyes de su vida 
polltlca. Esto les llevará a soluciones más categóricas, menos 
Inclinadas al compromiso 

2
t:Jué aquellas que les habla podido 

legar la tradición inglesa". 

27 Caatro, Juv1ntino V., O.rantlH r A111t11ro, Cuarta Edición, Editorial Porrúa, S.A .. 
M6xico, 1983, p. 7. 
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La primera Constltuci6n colonial fue la de New Hampshire 
en 1775, posteriormente la de Carolina del Norte y Sur, Virginia 
y Pensilvania de 1776, Vermont de 1777, la de Massachusetts 
de 1780 y la de New Hampshire de 1783. 

Es importante ser'lalar que la constituci6n particular de la 
colonia de Virginia es una de las más completas que se hayan 
escrito, ya que consagra derechos fundamentales del hombre, 
por lo que se convirtió en fuente de inspiración de la Constitución 
Federal Norteamericana, asl como de la Declaración de Derechos 
Humanos de Francia. 

Inglaterra tenía la facultad de establecer las leyes fiscales 
en lo referente al sello, vidrio, papel y té, inconformes los 
colonos realizaron el Primer Congreso de Fll1delfl1 el 5 de 
septiembre de 1774, en el que mencionan los derechos inherentes 
a los ingleses residentes en las colonias, siendo una i~Daci6n 
de la Oeclaraci6n de Derechos de Inglaterra de 1689. 

No obstante, Inglaterra no accedió a las peticiones formuladas, 
provocando un conflicto armado que llevó al pueblo norteamericano 
a la victoria el 4 de julio de 1776, fecha en que se hizo la 
Declaración de Independencia de las colonias, siendo redactada 
ésta por Tomas Jefferson. 

Las trece colonias acaudilladas por George Washington 
logran su independencia y se unen en una sola nación 
llamándola Estados Unidos de América, constituyendo una 
República Federal, y fue hasta el 13 de septiembre de 1783 
cuando se firmó en Versalles un Tratado de Paz, donde 
Inglaterra reconocía la independ~cia de este joven país, 
consiguiéndola antes del nuestro. 

2H De La Madrid Hu"ado, Miguel. Op. Cit., pp. 81 y 112. 
~9 Colegio da Ciencias y Humanidades, Plantel Oriente Academia da Historia, De ElllM· 

taco al Cllé v da Melón a NlllOll, Cua"a Edición, Editorial del Putblo Nuevo, M6xlco, 
1976. p. 184 
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AJ surgir Estados Unidos de América como nación 
Independiente, desde la Declaración de Independencia de 
las colonias, el 4 de julio de 1776, adquiere vida jurídica 
propia y se organizan en una federación, con la promulgación 
de un documento denominado ArtJculoe de Confederacl6n 
y Unl6n Perpetua, al tratar de reformar los mismos se 
celebró una convención en Filadelfia, teniendo como resultado 
el proyecto de la Constltucl6n Federal que fue aprobada 
el 17 de septiembre de 1 787 y entró en vigor hasta el 21 
de junio de 1788. 

Cabe resaltar que la Constitución de 1787, no incluyó un 
Cat61ogo de Derechos Humano•, ya tenía como propósito 
crear un régimen federativo, con entidad jurídica, política y 
con personalidad distinta de los estados miembros, quienes 
tenían en sus constituciones locales los derechos humanos 
incluidos; con el tiempo surgió la necesidad de elevar a 
garantía los citados derechos, es así como se introducen las 
doce enmiendas que el Congreso sometió al pueblo en 1 789 
y finalmente adoptadas en 1791, todas ellas relativas a las 
Garantías del lndividuo:30 durante la vigencia de esta Constitu­
ción sólo ha tenido veintidós enmiendas aproximadamente. 

De los antecedentes importantes para nuestro estudio es 
el de la Enmienda Cuarta y Quinta que a la letra dice: 

"No se violará el derecho del pueblo que lo pone a 
cubierto de aprehensiones y cateas arbitrarios en sus 
personas, habitaciones, papeles y efectos, y no se 
expedirá ninguna orden sobre esto, sin causa probable 
que la motive apoyado en un juramento o afirmación, 
que designe claramente el lugar que ha de registrarse 
y las personas o cosas que hayan de ser aprehendidas 
o embargadas." 

JO Montiel lsiclro y Ouarte, Op. Cit .. p. 5. 



"No se obllgarl a nadie en ninguna causa pena/ a 
ser testigo contra sf mismo. ni se /e privará de la 
vida, libertad o propiedad, sin el debido curso legal; 
ni podrl. haber incautación de propied!~ privada para 
uso público, sin fusta indemnización". 

111 

Nuestra Constitución, asf como la de varios países 
latinoamericanos se encuentran inspiradas en la Constitución 
Federal Americana, sin embargo las constituciones mexicanas 
han superado a la estadounidense. 

31 Dorsey Gray L. y Ounsford, Jhon E., Op. Cit., p. 190. 
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A) Breve r•••ft• 
Las causas que ayudaron a la Nueva Espatla para lograr 

la emancipación politica son: la Invasión napoleónica a Esp•"•· 
que provoca la abdicación de Carlos IV; la influencia de los 
principios jurídicos·filosóficos de la Revoluei6n Francesa; lo 
que conduce a la Nueva Espatla a establecer una situación 
política igualitaria con Espatla. Es así como en el gobierno 
del Virrey lturrigaray, en 1803, se propone reunir las Cortes 
espaflolas con la idea de que tuvieran representación política 
las colonias americanas, dicho plan lo propuso el licenciado 
Primo Verdad y la finalidad de éste era establecer un gobierno 
provisional en la Nueva Espal'la, en tanto las Cortes espal'lolas 
determinaban el régimen polltico conforme al cual se estruc· 
turase Espal'la y sus dominios. Gabriel J. Yermo traiciona 
tanto al Virrey lturrigaray, como al licenciado Verdad, por 
10 que son aprehendidos, siendo ejecutado el último de los 
mencionados, quien además es considerado un precursor 
de la independencia de México. 

El movimiento de independencia de 181 O en nuestro 
pals, se inspiró en conseguir para los mexicanos la condición 
política soberana que permitiera disfrutar los Derechos del 
Hombre. Uno de los principios constitucionales que proponía 
Don Miguel Hidalgo era "La libertad para los particulares 
frente a la esfera del poder del Estado garantizada mediante 
el establecimijltO de los derechos individuales de la propia 
Constitución". 

31 Vazpik Krongold, Ayala. M61lco en I• Hlltorla Conternpor611H, Primer• Edición, 
Consejo Editorial Polit•cnico. Mtxieo. !972, p. 78. 
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Hidalgo delegó en au retirad• h•ci• el norte, el m•ndo 
del movimiento insurgente • lgn•clo López RllYón, quien en 
agosto de 1811 instaló en Zit6cuaro la 8uprem11 JUIU N9Cic1MI 
Arneric:9M, pretendiendo obtener un gobierno nacion•I 
independiente, el p•pel principal de la Junt• er• el de 
gobernar a la Nueva Eapar'la en nombre y en ausencia 
de Fernando VII. 

Rayón esbozó un documento llamado "EletMntoa Con•· 
tituclOMln", mismo que con posterioridad le pareció deficiente, 
según carta dirigida a Morelos, en la que se negaba a su 
publicael6n. No obstante, el proyecto de Rayón tuvo Influencia 
en las ideas de Morelolf ya que lo estimuló para que expidiera 
una Ley Fundamental. 

No podemos pasar por alto la primer Constitución que 
rigió en la Nueva España, que fue la Constitución Política de 
la Monarqula Española de C6diz promulgada en España el 19 
de marzo de 1812, misma que entró en vigor en la Nueva 
España el 30 de septiembre del mismo año, volviendo a estar 
vigente en 1820. Este documento es un claro antecedente en 
la elaboración de nuestras primeras constituciones que mucho 
tomaron de ella, en virtud de que mediante esta Constitución 
España dejó de ser un Estado absolutista para convertirse en 
una monarquía constitucional. 

Los artículos de la Constitución Política de la Monarquía 
Española de Cádiz que a continuación se citan, tienen una 
íntima relación con los artículos 16, 19 y 20 de nuestra actual 
Constitución. 

"Art. 172. Las restricciones de la autoridad del Rey 
son tas siguientes: 

33 Ten1Aamirez. Ftlipe, Leyn F~tleM611co 1IOl·1117, Segunda Edición, 
Editorial Porrúa, Wxico 1964, p. 23. 



UncMcima: No puede el Rey privar a ningún individuo 
de su libertad, ni Imponerle por sf pena alguna. El 
secretario del Despacho que firme la orden, y el juez 
que /a ejecute, sentn responsables a la Nación, y 
castiglldos como f80S de atentado contra la llbeftlld 
individuar. 

'*· 242. La potestad de aplicar /as leyes en /as 
causas civiles y criminales pertenece exclusivamente 
• los tribunales•. 

'*· 286. Las leyes arreglarán la administración de 
justicia en lo criminal, de manera que el proceso sea 
formado con brevedad y sin vicios, a fin de que los 
delitos sean prontamente castigados". 

·~. 287. Ningún español podrá ser preso sin que 
preceda información sumarla del hecho, por el que 
menuca s99ún la ley ser castigado con pena corporal, 
y asimismo un mandamiento del juez por escrito, que 
se le notificará en el seto mismo de Is prisión". 

"Atf. 289. Cuando hubiere resistencia o se temiere Is 
fuga, se podrá usar de la fuerza para as99urar la 
persona". 

'M. 290. El arrestado, antes de ser puesto en prisión, 
sent presentado al juez, siempre que no haya cosa 
que lo estorbe, para que le reciba declaración; más 
si esto no pudiere verificarse, se le conducinl s te 
cároel en calidad de detenido, y el juez le recibirá 
la declaración dentro de lss veinticuatro horas". 

''An. 291. La declaración del ª"estado será sin juramento, 
que a nadie ha de tomarse en materies criminales 
sobl8 hecho propio." 

22 



"Alt. 292. En frepntl todo delincuente puede ser 
arrutado, y todos pueden arrestar/e y conducir/e a 
la presencia del juez: presentando o puesto en custodia, 
se procedenf en todo como se previene en los dos 
811/cu/os precedentes". 

''.Atf. 293. Si se resolviere que al arrestado se le 
ponga en la c4rcel, o que permanezca en ella en 
calidad de preso, se proveerá todo auto motivado, y 
de 61 se entteg11nf copia al alcalde, para que la 
/nselfe en libro de presos, sin cuyo requisito no 
admitiré el alcaide a ningún preso en calidad de tal, 
blljo la m4s estrecha responsabilidad". 

''.Atf. 294. S6/o se hanf embargo de bienes cuando 
se proceda por delitos que/leven consigo responsabilidad 
pecuniaria, y en proporción a la calidad a que ésta 
pueda elCtenderse". 

"Alt. 295. No será llevado a la cárcel el que dé fiador 
en los casos en que la ley no prohiba expresamente 
que se admita la fianza". 

"Alt. 296. En cualquier estado de la causa que 
aparezca que no puede imponerse al preso pena 
corporal, se le pondrá en libenad, dando fianza". 

"Alt. 300. Dentro de las veinticuatro horas se manifestará 
al frlltado como reo de la causa de su prisión y el 
nombre de su acusador, si lo hubiere". 

"Alt. 301. Al tomar la confesión al tratado como reo, 
se leerén íntegramente todos los documentos y las 
declaraciones de los testigos, con los nombres de 
éstos, y si por ellos no los conociere, se le darán 
cuantas noticias pida para venir en conocimiento de 
qullnes son". 

''.Atf. 302. El proceso de allí en adelante será público, 
en el modo y forma que determinen las leyes". 

23 



"Att. 303. No se usará nunca del tormento ni de los 
apremios". 

"Att. 306. No podrá ser allanada la casa de ningún 
español, sino en los casos que determi'!ll la ley para 
et buen orden y seguridad del Estado". 

B) Decreto Conatltuclonal pera la Libertad 
de la Am,rlca Mexicana de 1814 

24 

Don José Maria Moralos y Pavón convocó a una asamblea 
denominada Congreeo de ANihuac. qua se instaló en Chilpan­
cingo el 14 de septiembre de 1813, en la sesión de inauguración 
dio lectura a un documento conocido con el nombre de 
Sentlmlentoe de la N11elón; el 6 de noviembre de 1813 expidió 
el Acta Solemne de Declaraclón de I• lndependencle de 
Am6rtca Septentrtonel, declarando disuelto el vínculo de 
dependencia con el trono espat'lol. 

El 22 Cte octubre de 1814, el Congreso expide el Decreto 
ConstHuclonal pare la Ubeftlld de ta A""rtce Mextcana, este 
documento cristaliza los ideales de don José María Morelos 
y Pavón, mismo que se conoce con el nombre de ConstHuclón 
de Apatzlngjn, con una tendencia de dotar a México de un 
gobierno propio. 

Esta Constitución careció de vigencia pr6ctica, hace una 
critica al respecto el licenciado Miguel Lanz Ouret, afirmando 
que los derechos que esta contemplaba no se aplicaron, ya 
que tales. según él, solo fueron simples promesas fs fin de 
lograr la independencia que ya estaba en gestación. 

3.1 Tena Ramlrez, Felipe, IAVff P111 ........... ewWlllco tlOl-tlM, Segunda Edición, 
Editorial Porrúa, Mt•ICO. 1184, pp.111, 19, 03, 94 y95. 

35 Lanz Ouret. Miguel, DerlCl'IO Conttituclollll Muic-, S6ptim1 lmprelli6n, Editorial 
CECSA. W•ico. 1990. p. 64. 
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Los redactores de este documento comprendieron su 
aspecto provisional, ya que su articulo 237 así lo preceptuaba, 
además de prever la convocatoria de una asamblea repre­
sentativa que redactara el documento definitivo; podemos 
apreciar que contaba con una parte dogmática y una orgánica; 
es decir, una parte que establece los principios y la finalidad 
del Estado, con la situación del hombre con sus deberes~ 
derechos; y otro relativo a la estructura y forma gubernativa. 

Otra de sus particularidades, era que declaraba que todo 
el territorio conquistado por la causa Insurgente pasaría a 
formar una República Centrallst9

7
gobernada por tres poderes: 

Ejecutivo, Legislativo y Judicial. 

Algunos de los antecedentes relacionados con nuestros 
artículos 16, 19 y 20 constitucionales son: 

'M. 21. Sólo las leyes pueden determinar los casos 
en que debe ser acusado, preso o detenido algún 
ciudadano". 

"Att. 28. Son tirlinicos y arbitrarios los actos ejercidos 
contra un ciudadano sin las formalidades de la ley". 

''Art. 30. Todo ciudadano se reputa inocente, mientras 
no se declare culpado''. 

"Att. 31. Ninguno debe ser juzgado ni sentenciado, 
sino después de haber sido oído legalmente". 

l6 Moreno, Daniel. Der11llo CoMtltuclon .. Me1lc-. Decimoprimera Edición, Editorial 
Pomia, S.A .. Mtxlco, 1990, p. 77. 

37 Gon16111 Blackalltr C .. v Gutvara Ramirtl ~ .. llnlltll tle Hl1torla tle Mé1tco, Cuarta 
Edlci6n, Editorial Herrero, S.A. Mtxico, 19511. p. 2tMI. 



''Att. 32. La casa de cualquier ciudadano es un asilo 
inviolable: sólo se podrá entrar en ella cuando un 
incendio, una inundación o la reclamación de /a 
misma casa haga necesario este acto. Para los objetos 
deprocedimientocrlminaldebetdnprocederlos requisitos 
prevenidos por la ley". 

"No podrá el Supremo Gobierno: 

An. 1BB. Arrestar a ningún ciudadano en ningún caso 
más de cuarenta y ocho horas, dentro de cuyo término 
deberá remitir al detenido alJribunal competente con 
lo que se hubiere actuado". 

C) Constitución Federal de los Estados 
Unidos Mexicanos de 1824 
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Como antecedente de esta Constitución encontramos el 
Plan de Iguala del 24 de febrero de 1821 , que sostiene los 
principios de unión, religión e independencia; asimismo los 
Tratados de Córdoba del 24 de agosto de 1821. 

Con ta entrada del ejército trigarante a México se instaló 
la Junta Provlelon1I de Gobierno, encargada de nombrar a 
los integrantes de la regencia, siendo et caso que el 28 de 
septiembre de 1821, Agustín de lturblde fue electo como 
presidente de la Junta, quién levanto el Acta de Independencia, 
slen~o designado después como presidente de la Regencia y 
el 19 de mayo de 1822 fue reconocido como Emperador, 
cargo que desempeño por poco tiempo. 

38 Ten• Almirez, Felipe, o,. cll., pp. 34, 35 v ~11. 
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Antes de la calda de lturbide, se instal6 el Primer Congreso, 
que declaró las Bases Constitucionales el 24 de febrero de 
1823, posteriormente el 5 de noviembre del mismo año se 
reunió el Segundo Congrno Conatltuyente, que expidió el 
Acta Conatltuthl•, esta fue la primer ley fundamental del pueblo 
mexicano, creand<!JJos Estados, implantando el sistema federal 
y el bicamarismo. Adem6s esta Acta Conatltutlv• contiene 

, ya capítulos especiales sobre divisi6n de poderes: Poder 
Ejecutivo, Legislativo y Judicial y enumera lauases fundamentales 
para el gobierno interior de los estados. 

El 4 de octubre de 1824, este Segundo Congreso expidió 
la Conatltuclón Federal de los Eatadoa Unidos Mexlc•noa, 
este documento contempla como única religión a la católica; 
el gobierno seré una República representativa popular federal; 
el poder de la federación se divide en Legislativo, Ejecutivo 
y Judicial. 

Le referida Constitución de 1824 tuvo, como en todo el 
constitucionalismo mexicano, una fuerte inftuencia de parte de 
los Estados Unidos de América; siendo ésta de corte liberal 
y pugnando por la independencia de los estados miembros, 
consideró que la materia de garantías individuales perteneciera 
a las entidades federativas; es por esto que el legislador 
constituyente no previó un capítulo especialmente dedicado a 
las garantlas individuales. 

Al respecto Ignacio Burgoa, acepta que estos derechos 
del hombre comúnmente llamados garantías individuales sí 
exiatleron pero fueron colocados en un plano secundario y 
agrega que la Constitución de 1824 no prescribe, como la de 
1814 una consagración definitiva de las garantías individuales, 
por lo que se puede sostener que es superior a ésta.41 

39 Or1ir Rlmlrer, Serafín, Detecllo C-tltuclonal MeliClno, Primera Edición, Editorial 
Cultura, T.G .. S.A., M61ico, 19111, p. 78. 

40 Ot la Madrid Hu"ado, Miguel, Op. olt., p. 142. 
41 Bur¡o1 Orihuel1, Ignacio, CJtt, cit., p. 73. 
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Esta Constitución fue el ordenamiento fundamental pri­
mario u originario de México, o sea que en ella se creo el 
Eattldo Mexicano, aunque se h•XI sustituido posteriormente 
el régimen federal por el central. El ser estatal de México 
.arranca pues, de la referida ConstHución, aunque su modo de 
ser haya experimentado muchas variaciones en el transcurso 
de nuestra vida histórica. 

A continuación pasaremos a localizar algunos antecedentn 
relativos con nuestros preceptos constitucionales 16, 19 y 20. 

12. Las restricciones de las facultades del presidente, 
son las siguientes: 

11. No podrá el presidente privar a ninguno de su 
libertad, ni Imponerle pena alguna; pero cuando lo 
eJtiga el bien y seguridad de Is federación, podrá 
arrestar, debiendo poner las personas arrestadas, en 
el término de cuamnta y ocho horas, a disposición 
del tribunal o Juez competente". 

"149. Ninguna autoridad aplicará clase alguna de 
tormentos, sea cual fuere la naturaleza y estado del 
proceso". 

"150. Nadie podrá ser detenido sin que haya semi-plena 
prueba, o indicio de que es delincuente". 

"151. Ninguno será detenido solamente por indicios 
més de sesenta horas". 

"152. Ninguna autoridad podrá librar orden para el 
registro de las casas, papeles y otros efectos de los 
habitantes de /a República, sino es en loa casos 
exp18samente dlspueN°s por 111 ley, y en /a forma 
que ésta determine". 

42 Burgoa Orillull•. tanMlO, DelwNCDnetltllcleliel ... ..._, Editori•I Parrúa, Oet•v• 
Edlci611, Mhlco, 11111, pp. • 11 a .. 

43 Ten• Aunl111, F•lipe, Op. cit., pp. 184 V llO. 
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Con I• Constitución de 1824 el liber•llsmo había promovido 
lnntabllidMt por doquier, no era un fenómeno solamente 
mexlc•no, ni siquiera hispanoamericano, lo que llevó a la 
celebr•clón de un nuevo congreso, pero ahora la discusión 
no ttndrí• el optimismo de 1824; m6a bien serla cauta, temerosa, 
tr.tlndo de evitar los errores del pasado, cre6ndose en 1836 
lu ..... L..- Conlltiluclanll•. 

D) Lll• Siete Ley•• Conetltuclon•I•• de 1838 

Como ha sido señalado con antelación la Constitución 
de 1824 creó un sistema federal, régimen que se modificó 
con I• creación de dos documentos que son: .... Siete Ley" 
Conltltuclonllee de 1131 y las 11 .... Orpnlc•• de 1143, 
de étt• última hlbl•remos mis adelante, con los que preten­
dieron d•rle form• constitucional al centralismo. 

El 14 de septiembre de 1835, se declara formado el 
Congreao Conetltuyente, del cual podemos decir que carecía 
de un fund1mento jurldico-polítíco, ya que no representaba ta 
voluntld del pueblo. 

L• nuev1 ley fund1ment11 se dividió en siete estatutos, 
ruón por 11 cu1I 11 constitución centralista de que se trata 
ae le conoce como 111 Siete Leyee Conatltuclon81... La 
primera de e111 leyes ae promulgó el 15 de diciembre de 
1835 y recibió el nombre de .... para la nueva Conetltucl6,n. 
111 aela leyes reat1nte1 se terminaron de integrar en 1836. ,. 

En est1 Constitución encontramos algunas garantías 
individuales, que se conocen como derechos del mexicano. 
concretamente se e1t1blecen en la primera ley, asimismo señala 
IM obllgaciOnea de los mexicanos y habit1ntes de la República, 
adernM hace referenci1 1 11 nacionalidad y a la condición de 
los extranjeros. 

4ol DI I• Mldriel Hurtado, Miguel, Op. cit., pp. 156 y 157. 
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La segunda ley de 1836, establece el Supremo Poder 
ConHrvador, que en concepto de la mayoría de la asamblea 
vino a ser "el arbitrio suficiente para que ninguno de los tr~s 
poderes pudiera traspasar los límites de sus atribuciones".4 

La tercera ley se ocupa del Poder Legislativo; la cuarta 
ley del Poder Ejecutivo; la quinta ley del Poder Judicial; la 
sexta ley trata del territorio de la República y del gobierno 
interior de los pueblos; la séptima ley se ocupa de las reformas 
constitucionales. 

A continuación se transcriben algunos de los artículos de 
estas leyes constitucionales que específicamente estén relacio­
nados con los artículos 16, 19 y 20 de nuestra actual Constitución. 

PRIMERA LEY 

Derechos y Obligaciones de los mexicanos y habitantes 
de la República. 

"Art. 2. Son derechos del mexicano: 

l. No poder ser preso por mandamiento de juez 
competente dado por escrito y firmado, ni aprehendido 
sino por disposición de las autoridades a quienes 
corresponda según la ley. Exceptuase el caso de 
delito in fraganti, en el que cualquiera puede ser 
aprehendido, y cualquiera puede aprehenderle, 
presentándole desde luego a su juez o a otra autoridad 
pública. 

45 Tene Ramirez. Felipe, o,. cM., p. 202. 



11. No poder ser detenido más de tres días por autoridad 
ninguna polltica, sin ser entregado al fin de ellos, con 
los datos para su detención, a la autoridad judicial, ni 
por ésta IMs de diez días. sin proveer el auto motivado 
de ptisl6n. Ambas autoridades serdn responsables del 
abuso que hagan de los referidos términos. 

N. No poderse catear sus casas y sus papeles, si 
no es en los casos y con los requisitos literalmente 
pl'flV8nldos en las leyes". 

QUINTA LEY 

Del Poder Judicial de la República Mexicana. 

"M. 41. El mandamiento escrito y firmado del juez, 
que debe preceder a ta prisión, según el párrafo I, 
articulo 2o de la primera ley constitucional, se hará 
saber en el acto al interesado; éste y todos deberán 
obedecer, cumplir y auxiliar estos mandamientos, y 
cualquiera resistencia o arbitrio, para embarazar/os o 
eludirlos, son delitos graves, que deberlin castigarse 
según las circunstancias." 

'M. 42. En caso de resistencia o de temor fundado 
de fuga podrá usarse de ta fuerza." 

'M. 43. Para proceder a la prisión se requiere: 

l. Que proceda información sumaria, de que resulte 
haber sucedido un hecho que merezca, según las 
leyes, ser castigado con pena corporal. 

11. Que resulte también algún motivo o indicio suficiente 
para creer que tal persona ha cometido el hecho 
criminar•. 
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''An. .u. Para proceder a la simple detención basta 
alguna presunción legal o sospecha fundada, que 
incline al juez contra persona y por delito determinado. 
Una ley fl}arl1 las penas necesarias para reprimir la 
afblftlrledad de los /ll#ICU en uta materia.". 

·~n. 47. Dentro de los tres días en que se verifique 
la prisión o detención, se tomanf al presunto reo su 
daclaraclón preparatoria; en este caso se le manlfes· 
tant la causa de este procedimiento y el nombre del 
acusedOr, si lo hubiere; y tanto esta primera decla· 
ración, como las fifllMa que se olntzcan en la causa, 
sentn recibidas sin juramento del procesado, por lo 
que respecta a sus hechos propios". 

''Alt. tfl. En la confesión, y al tiempo de hlcerse al 
reo los cargos correspondientes, debent lnsttulraele 
de los documentoa, testigos y demú datos que obren 
en su contra, y desde este acto et proceso contlnuanf 
sin ntHMI del mismo reo•. 

''Alt. 49. Jamls podnt usarse del rormen¡¡ para la 
averiguación de nlng(Jn (linero de delito". 

L• primera República central duró 8 lfto1 v tuvo un sólo 
período con1tltuclon11, ti del general Ana1t1clo Bu1tamantt, 
quien por segunda vez tomaba ti gobierno y que con múltiples 
inttrrupclonta duró de 1837 a 1841. 

ol6 Tena Almlrer. Felipe,._. ... , pp. 21111, aoe, 211 V aao. 



33 

Al lmplllntarse el régimen central se origina el pretexto 
para que Texas exigiera su Independencia y por otra parte, 
Yucat6n, molesto porque el centralismo lo degradó al convertirlo 
tn un almple departamento, opta por separarse de la República 
Mexicana; hechos 61to1 que demuestran el paulatino 
delmembramlento de nueatro pals, provocan la reacción de 
loa partidos del fedef311smo para restaurar el imperio de la 
Constitución de 1824. . 

Cabe mencionar que Yuca!'" al convertirse en un "Estado 
libre soberano", su asamblea constituyente expidió la Constitución 
de 1840, documento que plllama el juicio de amparo, estableció 
lugal'Mtlu Individuales; adema consagra garantlasde seguridad 
jurldica en favor de la libertad personal y en lo que respecta 
a los juicloa penaltl, estipulado enJo• artlculoa 16, 19 y 20 
de nueatra ley fundamental vigente. 

El general Bustamanle elaboró y recomendó al Congreso 
en varia oculOMI el proyecto de reformas a las Leyes 
Conatltuclonales de 1831, mismo que no ae llevó a cabo 
debido al Plan de Tacubaya del 28 de septiembre de 1841 
auacrlto por Santa Anna, con el tiempo de este movimiento, 
Buat1mante sale del tenltorio nacional y Santa Anna es desig· 
nado presidente provisional, con lo que concluye la vigencia 
de In llete U,. Conetltuclonaltl de 1131. 

Ahora bien, el 30 de junio de 1840 se presentó al Congreso 
un Proyecto de RefOrmu a la Constitución de 1838, es 
rellv8nte mtnclonlr que et diputado Femando Ramlrez, autor 
de un voto particular fue quien propuso por primera vez. el 
control de la constitucion~d de laa leyes a cargo de la 
Suprema Corte de Jullicla. 

-17 lluraoa Orillllllll. FrancilCO, Garanllle Nvl•ullll, Seata Edici6n. EClilorial Po11úa, 
SA. WlllOo. 1910. p. 121. 

41 llurtoa Orilluela. Ignacio.~ cM., pp. 120 v 121. · 
49 T- ...,,,lrcl, Felipe, Cl¡I. Cit .. p 21. 



·~. 9. Son derechos del mexicano: 

l. Que nadie lo pueda aprehender ni detenerlo sino 
por disposición de las autoridades facultadas fJJtpre­
samente por la ley, y en virtud de Indicios 11 /o menos, 
por los cuales se presuma, que ha cometido, ó 
Intentaba cometer algún delito. Solo en el caso de 
que las circunstancias no den tiempo para ocurrir á 
las autoridades, cualquiera individuo podrá aprehender 
al delincuente, con tal que acto continuo lo presente 
á cualquiera de ellas, expresando los motivos, que 
lo hayan obligado al procedimiento. 

11. Que no pueda ser llevado á la cárcel ó á otro 
lugar de prisión, ni mantenerse en ella fuera de los 
términos, que se expresarán adelante, sin que se 
expida al efecto mandamiento por escrito, firmado de 
la autoridad respectiva, ó se provea auto formal moti­
vado, y se dé copla de uno y otro tanto al interesado, 
como al alcalde ó custodio de la prisión. Estos no 
recibirán en ella ningún reo sin ese requisito. 

11/. Que no pueda ser detenido mds de tres días por 
ninguna autoridad polftica, sin ser entregado al fin de 
ellos con los datos que hayan dado márgen al proce­
dimiento, á la autoridad judicial, ni por esta mis de 
ocho días, sin proveer auto motivado de prisión. 

IV. Que no pueda ser declarado formalmente preso, 
sin que preceda lntormacl6n sumarla, de la cual 
resulte á lo menos semiplena prueba, de haber cometido 
algún del/to. 

V. Que no pueda ser detenido, ni permanecer en 
prisión, dando fianza, siempre que por la calidad del 
delito, ó por las constancias del proceso aparezca, 
que no se le puede Imponer según la ley penal 
corporal. 
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VI. Que no se puede usar del tormento para la 
averiguación de los delitos, ni de apremio contra la 
persona del reo, ni exigir á este juramento sobre 
hechos propios en causa criminal. 

VII. Que en esta se le reciba declaración, á lo menos 
dentro de tres días, contados desde que tome cono­
cimiento la autoridad judicial: que en aquel acto se 
le haga saber la causa de su prisión, y el nombre 
de su acusador, si lo hubiere: y que no se le oculte 
ninguna de las constancias del proceso, fuera de los 
casos que señalen las leyes, respecto del sumario y 
del término probatorio. 

XIII. Que no se pueda catear su casa ni sus papeles, 
sino en los casos y coio los requisitos prevenidos 
literalmente en las leyes". 

E) BaHa Org•nlcaa de la República 
Mexicana de 1843 
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Es en diciembre de 1842 cuando el presidente de 
la República, don Nicolás Bravo designó a una Junta 
Nacional Legislativa para la elaboración de un documento 
constitucional. 

El general Santa Anna, siendo presidente nuevamente, 
sanciona el 12 de junio de 1843 las llamadas Baaee de 
Organlzacl6n Polltlca da la Rapúbllca Mexicana, este 
ordenamiento reiteró el régimen central; adopto el principio 
de división de poderes; el legislativo se depositaba en la 
dmara de diputados y de senadores; el ejecutivo en un 
magistrado, quien duraria cinco al'ios en funciones; el judicial 
an la Suprema Corte de Justicia; la vigencia de estas 
bases fue de poco más de tres años. Las garantías del 

so Ten• Rlmlrer. Felipe, Op. cit., pp. 254 v 255. 
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gobernado que establece esta ley fundamental de 1843, 
supera a las constituciones de 1824 y las Siete Leyes 
Constitucionales de 1836. 

Es procedente mencionar algunos artículos que se 
encuentran relacionados con el estudio de las reformas a 
los artículos 16, 19 y 20 de nuestra actual Constitución. 

"Art. 9. Derechos de los habitantes de la República: 

v. A ninguno se aprehenderá sino por mandato de 
algún funcionario á quien la ley dé autoridad para 
ello; excepto el caso de delito in fraganti, en que 
puede hacerlo cualquiera del pueblo, poniendo al 
aprehendido Inmediatamente en custodia á disposición 
de su juez. 

VI. Ninguno será detenido sino por mandato de autoridad 
competente, dado por escrito y firmado, y solo cuando 
obren contra él indicios suficientes para presumirlo 
autor del delito que se persigue. Si los indicios se 
corroboraren legalmente, de modo que presten mérito 
para creer que el detenido cometió el hecho criminal, 
podrá decretarse la prisión. 

VII. Ninguno será detenido más de tres días por la 
autoridad política sin ser entregado con los datos 
correspondientes al juez de su fuero, ni éste lo tendrá 
en su poder más de cinco sin declararlo bien preso. 
Si el mismo juez hubiere verificado la aprehensión, ó 
hubiere recibido el reo antes de cumplirse tres dfas 
de su detención, dentro de aquel tfJrmino se dará et 
auto de bien preso, de modo que no resulte detenido 
más de ocho. El simple lapso de estos tfJrminos hace 
arbitraria la detención, y responsable a /a autoridad 
que la cometa, y á la superior que deje sin castigo 
este delito. 

X. Ninguno podré ser estrechado por clase alguna 
de apremio 6 coacción IA la confesión del hecho por 
que se /e juzga. 



X/. No será cateada la casa, ni registrados los papeles 
de ningún Individuo, sino en los casos y con los 
requisitos literalmente prevenidos en las leyes. 

Art. 177. Los jueces, dentro de los tres primeros dlas 
que esté el reo detenido á su disposición, le tomarán 
su declaración preparatoria, manifestándole antes el 
nombre de su acusado, si lo hubiere, la causa de 
su prisión, y los datos que haya contra él. 

Art. 178. Al tomar la confesión al reo, se le leerá 
Integro el proceso, y sí no conociere á los testigos, 
se le darán tg~as las noticias conducentes para que 
los conozca.' 
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El 4 de agosto de 1846 estalló un movimiento en Ja 
Ciudadela encabezado por don Mariano Salas y Valentín 
Gómez Farfas, por Jo que el dfa 22 del mismo mes y año 
se dio fin a la Constitución de 'ª'&2 Bases Orgánicas y es 
restaurada la Constitución de 1824. 

El fin del centralismo y la nueva era federalista surgió 
con la aprobación del Acta Conatltutlva y de Reforma• del 
18 de mayo de 1847, inspirada en las ideas de don Mariano 
Otero, donde se establecía "que la Acta y la Constitución 
Federal, sancionadas el 31 de enero y 24 de octubre de 1824, 
forman la única Constitución Política de la República ... ".53 

51 Ten• Alml1t1, Felipe. Gii. •"· pp. 408, 407 V 433. 
52 DI 18 Mldrld Hultaclo, Miguel, Gii· •"·· p. 1118. 
53 AINU, EmlllO, 11 .......... llnlo l'olltlco del C-1~ • 1111-1117, Eelitorl1I 

PorÑll, Primer• Edlci6n, Mt1lco, 1911. p. 11. 



CAPITULO 111 

ESTUDIO DE LOS ARTfCULOS 18, 19 Y 20 DE 
LA CONSTITUCIÓN DE 1157. 

A) ANTECEDENTES 

8) DISCUSIÓN EN EL CONGRESO 
CONSTITUYENTE DE 1858 DEL ARTICULO 16. 

C) DISCUSIÓN EN EL CONGRESO 
CONSTITUYENTE DE 1858 DEL ARTICULO 19. 

D) DISCUSIÓN EN EL CONGRESO 
CONSTITUYENTE DE 18H DEL ARTICULO 20. 

E) ANTECEDENTES DE LOS ARTICULOS 11, 
ti Y 20 CONSTnuCIONALES EN EL ESTATUTO 
PROVISIONAL DEL IMPERIO MEXICANO DE 1117 
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A) Antecedentes 

De lo mencionado en el capitulo que antecede podemos 
decir brevemente que: "En loa veinticinco al'los que corren 
de 1822 en adelante, la nación mexicana tuvo siete Congresos 
Constituyentes, que produjeron, como obra, un Acta Constitutiva, 
tres Constituciones y un Acta de Reformas, y como consecuencias, 
dos golpes de Estado, varios cuartelazos en nombre de la 
soberanla popular, muchos planes revolucionarios, multitud de 
asonadas, e infinidad de protestas, peticiones, manifiestos, 
declaraciones v de cuanto el ingenio descontentadizo ha podido 
inventar para mover el desorden y encender los ánimol• escribió 
Emilio Rabasa en L8 Conatltucl6n y la dct1dura." 

Es así como el 1 o. de marzo de 1854, el coronel Florencia 
Villareal y otros soldados firmaron el Pian de Ayutla, mismo 
que fue reformado en Acapulco dlas después, en el se 
establecía que se cesaba de sus funciones a Antonio López 
de Santa Anna, además de hacer una convocatoria, elección 
e instalación del Constituyente de 1856-1857; asimismo se 
llamaba a elegir un presidente interino de la República. 

El movimiento revolucionario siguió su lucha hasta la total 
caída y destierro de Santa Anna, situación que ocurrió el 9 
de agosto de 1855. 

El 1 o. de octubre de 1855, el general Alvarez nombró la 
Junta de Representantes que habría de elegir al presidente 
Interino de la República, quedando electo el propio general 
Alvarez, quién por cuestiones de salud, dejó en su lugar a 
Comonfort como presidente sustituto. 

S4 Rabasa, Emilio,~. 111 .• pp. 7 v 9. 
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El 14 de febrero de 1856, celebraron la Primera Junta 
Representativa, empezando asl a formarse el Congreso Cons­
tituyente de 1856; la comisión de Constitución se Integró por 
los siguientes diputados: Ponciano Arrlaga (presidente), Mariano 
Ya"ez, Isidoro Olvera, José M. Romero Dlaz, Joaquln Cerdoso, 
León Guzmán y Pedro Escobedo y como suplentes José Maria 
Mata y José M. Cortés Esparza, posteriormente se agregaron 
Melchor Ocampo y José M. del Castillo. 

Continuaron las juntas preparatorias hasta el 17 de febrero, 
fecha en que se declaró instalado el Congreso Constituyente, 
llevándose a cabo al dla siguiente la sesión de apertura. 

Hasta el 16 de junio de 1856, se presentó el Provecto 
de la Conltltucl6n, el Congreso se dedicó a revisar los actos 
de Santa Anna, los del general Alvarez, los del general 
Comonfort y su gobierno~además de revisar cuestiones 
hacendarias y económicas. 

Durante el periodo de sesiones del Congreso Consti­
tuyente de 1856-1857, expide Ignacio Comonfort, en mayo 
de 1856, el Eatatuto Org6nlco Provi.lonll, el cual como su 
propio nombre lo Indica era de car6cter provisional, ya quo 
sólo regirla hasta la aprobación de la Constitución, compren­
dla la organización provisional del Gobierno federal y de 
los locales, asl como de los derechos y obligaciones de los 
habitantes de la República, quedando incluidas desde luego 
algunas garantlas individuales; el referido Estatuto sólo es­
tuvo en teorla vigente, siendo formalmente derogado con la 
promulgación de la Constitución de 1857. 

SS Rabaaa, Emilio O., O,. cit .. pp. 25 y 26. 
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El E•tatuto Orgínlco Provl•lonal, establece algunas 
garantlas consagradas en los artículos 16, 19 y 20 de 
nuestra Constitución vigente tales como: ninguna persona 
podrí ser detenida sino mediante orden escrita de juez 
y ser6 cumplimentada por agentes que la ley establezca; 
cuando alguien se encuentra en flagrante delito podrá ser 
detenido por cualquier persona y ponerlo a disposición 
de autoridad política, quien a su vez deberá presentarlo 
ante el juez dentro de las sesenta horas siguientes; de 
no cumplir lo anterior el juez podrá reclamar la entrega 
del detenido, orden que de no ser cumplida durante las 
siguientes veinticuatro horas, el juez dictará orden de 
libertad, siendo ésta cumplida por el encargado de la 
custodia; ningún acusado seré detenido por más de cinco 
dlu, sin que se dicte auto motivado de prisión por la 
autoridad judicial del cual se dará copia al reo y a su 
custodio; tendrán derecho a libertad bajo fianza los delitos 
que no merezcan pena corporal; se prohiben las torturas; 
loa cateos solo pueden hacerse por la auto~ad política o 
el juez competente o mediante orden escrita." 

El 16 de junio de 1856, el Congreso Constituyente presenta 
un Proyecto de Constltucl6n, suscrito por Arriaga, Yañez, 
Guzm6n, Escudero y Echanove, Castillo Velasco, Cortes y 
Esparza y Mata. 

En este Proyecto encontramos los artículos 5, 24, 27. 29 
31 y 32 que tienen una estrecha relación con los artlculos 
conatituclOn.Sn motivo del presente trabajo, en tos que se 
eatabtece: que todos los habitantes de la República. tanto en 
su persona, familia, domicilio, papeles y posesiones no podrán 
ser cateados, salvo en los casos previstos por la ley, además 
de ser necesario un mandato escrito por autoridad competente: 
en caso de flagrante delito, cualquier persona puede detener 
al delincuente y ponerlo inmediatamente a disposición de la 
autoridad; para todo procedimiento del orden criminal debe 
preceder querella o acusación de parte ofendida; quedan 

56 Ten• Rmm!rez, Felipe. O!ll· en. pp. 504 al 506. 
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prohibidas las torturas de cualquier especie; solo habrá lugar 
a prisión por delito que merezca pena corporal, cuando no 
se pueda imponer tal pena, se deberá poner en libertad bajo 
fianza al detenido; toda detención se justifica con aut~7 de 
formal prisión que se dictaré a más tardar en tres dlas. 

Gran parte de los artículos del Proyecto de la Comisión 
del Constituyente fueron incorporados al texto final de la 
Constituc!in de 1857, que tuvo cierta Influencia de la Constitución 
de 1824. 

La Constitución finalmente aprobada de 1857, constaba 
de 128 artículos albergados en ocho títulos; de los cuales el 
titulo 1 corresponde a los primeros 29 artícwos que establecen 
la mayor parte de las garantías de libertad, lo que se aprecia 
con la declaración de los Derechos del Hombre, en la que 
se reconoce las garantías de libertad, igualdad, propiedad y 
seguridad; exeluyendo la religión y los derechos sociales 
importantes sobre la mujer y la familia, dándole con ello un 
carácter Individualista, al considerar los derechos del hombre 
como la base y objeto de las instituciones sociales, cosa que 
no sucede con la actual Carta Polltlca d• 1117, que loa 
reputa como un cuerpo de Garantía• lndlvlduale• que &SI 
Estado otorga o concede a los habitantes de su territorio. 

El Constituyente de 1857 se pronunció por el federalismo, 
ya que en la sesión del 8 de septiembre de 1856 se aprobó 
el artlculo 40 de la Constitución, en el que se aprecia la 
expresión "federal". 

Dos asuntos importantes se ventilaron durante las sesiones 
del Constituyente y fueron seriamente discutidas que son: la 
restauración de la Constitución de 1824 de la que ya hemos 
comentado y la cuestión religiosa. 

51 Tena Ramí111, Felipe, Op. 111., 111'· 555, 557 y 551. 
58 Rabasa, Emilio O., Op. cH .. p. 3117. 
59 ....... p.137. 
60 Lllnz Ouret, Miguel. O!t· cH., p. 78. 
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El aspecto religioso es claramente explicado por Rabasa 
de la siguiente manera: 

"a) Ya no se imponfa la religión católica como la 
única y obligatoria; 

b) No fue omitido, como pretendfan algunos moderados, 
sino incluido y tratado el tema religioso, y 

e) Ante todo y no obstante el débil artículo 123, a 
partir de entonces y por primera vez, ya quedaban 
separados, identificados, sin decirlo, la Iglesia y el 
Estado, como entidades diferentes. Nunca más se 
confundirlan, ni mucho menos se permitirla la hegemonía 
auténticamente política, so eretexto de la religión, de 
la Iglesia sobre el Estado." 

Sin embargo, podemos decir que es hasta la Ley Juárez 
del 22 de noviembre de 1855 y la Ley Lerdo de 25 de junio 
de 1856, las que se anticiparon a plantear la separación 
Iglesia-Estado. 

En cuanto al aspecto legislativo, se crearon tres leyes 
expedidas por el presidente en uso de las facultades que le 
concedía el Plan de Ayutla, dando inicio a la obra de reforma 
con la Ley Juárez, que se refería a la administración de justicia 
del 23 de noviembre de 1955, suprimió el fuero eclesiástico 
y el militar en materia civil y declaró renunciable el primero 
para loa delitos comunes. La Ley Lerdo de 25 de junio de 
1956, sobre desamortización de fincas rústicas y urbanas 
pertenecientes a las corporaciones civiles o eclesiásticas, dispuso 
que se adjudicaran tales fincas a sus arrendatarios o al mejor 
postor, excepto los edificios destinados inmediata y directamente 
al objeto del instituto. La Ley Iglesias del 11 de abril de 1957 
que seftaló los aranceles parroquiales para el cobro de derechos 
y obvenciones. 

61 Rlb•H. Emilio o .. Op. cit., p. 387. 
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Antes de dar inicio al presente tema, es necesario seftalar 
que todas las citas referentes a la presentación y discusión 
de los artículos 16, 19 y 20 Constitucionales que fueron 
aprobados tanto en la Constitución de 1857, como en la de 
1917 y los artículos relacionados del Estatuto Provisional del 
Imperio Mexicano Jueron tomadas del libro Derechos del 
Pueblo Mexlcmo. 

Los antecedentes del actual artículo 16 en el Proyecto 
de Constitución de 1857, fueron los artículos So y 27. 

"Articulo So. Todos los habitantes de la República, 
asf en sus personas y familias, como en su domicilio, 
papeles y posesiones, estdn a cubletto de todo 
atropellamiento, examen o cateo, embaf90 o secuestro 
de cualquier persona o cosa, excepto en /os casos 
prefijados por las leyes y con la indispensable condición 
de que se proceda racionalmente y de que la autoridad 
competente exprese en su mandato escrito la causa 
probable del procedimiento, sostenida por la afirmación, 
al menos de un testigo, y seña/e y describa el lugar 
que debe ser registrado 6 la cosa 6 persona que 
debe ser secuestrada. En el caso de delito In frl!pntl 
toda persona puede aprehender al delincuente y 11 
sus cómplices, pon/Indo/os sin demora 11 disposición 
de la autoridad inmediata." 

''Alt. 27. A todo procedimiento del orden criminal debe 
preceder querella 6 acusación de la parte ofendida, 
6 instancia del ministerio público que sostenga los 
derechos de la sociedad." 

62 DllwlMle ... ,_... MnllMo,Múlloetr..,..•-HlllllluclllnM. Tomo IV, 
AnlNedlntel y IVOIUCi6n ele 101 •rtlculo1 18 • 27 Conllituclon•IH, XLVI l9gillllur• de 
I• C6m11• de Oiputedo1, 11181. 



45 

El 15 de julio de 1856 se inició la sesión de debates 
quedando integrada la comisión de Constitución por los siguientes 
diputados: Zarco, Olvera, Villalobos, Arriaga, Cerqueda, Ortega, 
Cendejaa, Escudero, Mata, Guerrero, Guzmán, Oiaz Gonzáiez, 
Moreno, Caataneda y Anaya y Hermosillo. 

A continuación haré referencia de los debates más importantes 
que se suscitaron con la presentación de los articutos 5o y 
27 del Proyecto de Constitución de 1857, desglosando de 
acuerdo al orden que siguen dichos articulos y no conforme 
se expusieron las discusiones, to anterior para su mejor estudio 
y comprensión. 

Et cateo se puede llevar a cabo con la afirmación sostenida 
de al menos un testigo, según se indica en el propio articulo 
So, hubo quienes consideraron que con este seflatamiento se 
esta consintiendo el allanamiento del hogar doméstico al sólo 
emplear el dieho de un testigo. 

Secuestro se Indica que el significado es el embargo de 
una cosa, no obstante que en el articulo hace referencia al 
"secuestro de cualquier persona o cosa ... ", de lo que se deduce 
que las personas tendrlan el carácter de simples cosas de 
acuerdo al sentido de la palabra. 

Ahora bien, el articulo en cuestión hace referencia a la 
frase "proceda reclonalmente• en los casos de detención de 
un individuo, cue1tton6ndose en tas discusiones quién ha de 
calificar cuando ae obra racionalmente, si lo hace la autoridad 
que lo manda aprehender, no hay garantla y queda en pie 
la arbitrariedad. 

El problema estaba en la redacción del articulo ya que 
se entendla que se trataba de loa jueces o de las autoridades 
que extienden el auto de formal prisión y no al agente de la 
policla o al ministro ejecutor que verifica ta aprehensión. Hay 
quitn explica que proceder racionalmente es evitar que se 
cometan atropellamientos cuando se hacen aprehensiones. 
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El diputado Zarco propone que el artículo señale: "que 
al aprehender a un ciudadano nadie puede golpearlo ni 
maltratarlo y después, en una ley secundaria o en el código 
de procedimientos, establézcase la pena para esta clase de 
abusos" argumenta que en una Constitución los artlculos no 
deben ser confusos, ni poco inteligibles ya que las constituciones 
se escriben para el pueblo. 

Uno de los requisitos que se exige para la prisión es 
la afirmación al menoa de un tntlgo, haciéndose notar 
que hay delitos que se cometen sin la presencia de testigos, 
sin embargo, pretender que siempre haya uno o varios es 
oponerse a que la justicia busque al delincuente y a que 
proceda por indicios. Asimismo mencionan que deben dictarse 
algunas precauciones para evitar loa testimonios falsos; se 
considera que el testigo no tiene que dar una declaración, 
sino un simple aviso. Agregan que la ciencia puede en algunos 
casos descubrir al criminal sin necesidad de testigos. 

Al hablar de delitos In fragantl, el artlculo autoriza la 
aprehensión del delincuente y de sus cómplices, olvidando lo 
difícil que es averiguar la complicidad, sin considerar las 
dificultades de averiguar la diferencia que hay entre complicidad, 
antecedentes concomitantes y subsecuentes. 

Se propuso la conveniencia de dividir en dos partes el 
artlculo 16, la primera afianzando las garantlas Individuales, la 
segunda que establece los casos de excepción, que serla mú 
bien reglamentarla, quedando en estas prevenciones generales 
los delitos In fragMU. 

Posteriormente, el señor Guerrero presentó una nueva 
redacción al artlculo 5o del proyecto de Constitución; sin ser 
esta admitida, quiz6 porque al tratar de los delitos In fragantl 
autorizaba la aprehensión de los cómplices. 

En la sesión del 18 de noviembre de 1856, la comisión 
presentó reformado el artículo que ha sido declarado sin lugar 
a votar: 



·~. So. Nadie puede ser molestado en su persona, 
familia o domicilio, papeles y posesiones sino en 
virtud de mandamiento escrito de la autoridad compe­
tente que funde y motive la causa legal del procedí· 
miento. En el caso de delito In frllgMtl toda persona 
puede aprehender al delincuente y a sus cómplices, 
poniéndolos sin demora a disposición de la autoridad 
Inmediata." 
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En la Sesión del 20 de noviembre de 1856 fue aprobado 
el articulo so, sin discusión y por 78 votos contra 1 . 

En las discusiones del articulo 27 del Proyecto de Constitución 
de 1858, se estudia entre otros, los términos de •querella y 
ICUUICl6n", Indicando el diputado Moreno que dichos términos 
1t e116n tomando como sinónimos, lo cual no es exacto y 
pide adem61 que el derecho de acusar se conceda a todos 
IOI ciudadanos. 

De la figura del Mlnlaterlo Públlco, se dice que éste o 
priva a los ciudadanos del derecho de acusar o bien establece 
que un derecho sea a la vez delegado y ejercido. Otros 
consideran que al 81'\adir otro procedimiento mis a los ya 
establecidos, sólo puede producir grandes problemas y hasta 
la Impunidad de los delincuentes; el seflor Mata cree que en 
adelante las delaciones y denuncias se har6n al fiscal y no 
al juez. Afirman que existiendo el Ministerio Público 
Independientemente de los jueces, habr6 la imparcialidad que 
1t buaca en la buena administración de justicia. Se piensa 
que no es conveniente que un hombre sea juez y parte, lo 
que ae presenta con los juicios de oficio. 

El señor Ruiz califica de pernicioso el articulo, porque 
con tal de conceder garantías al criminal, posterga los intereses 
de la sociedad, considera como principal defecto del artículo 
el que no presenta el modo de suplir el procedimiento de 
oficio, ni siquiera presenta una ley orgánica que allane las 
dificultades, en caso de ser aprobado ningún procedimiento 
podri seguirse de oficio, ya que el juez no podrá ni tomar 
una declaración sino procede formal acusación. 
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El artículo es declarado sin lugar a votar y vuelve a la 
comisión; finalmente es sancionado el 5 de febrero de 1857, 
por el Congreso General Constituyente, para quedar como 
sigue: 

"Anfculo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, 
familia, domicilio, papeles y posesiones, sino en virtud 
de mandato escrito de la autoridad competente, 
que funde y motive la causa legal del procedimiento. 
En el caso de delito In fr11g11ntl, toda persona puede 
aprehender al delincuente y á sus cómplices poniéndolos 
sin demora á disposición de la autoridad Inmediata." 

C) Dlacualón en el Congreso Constituyente 
de 1858 del articulo 19 

El artículo 32 del Proyecto de Constitución de 1856 es 
el antecedente directo del actual artículo 19 constitucional, el 
cual establecía: 

"Attículo 32. Ninguna detención podrá exceder del 
término de tres días sin que se justifique con un auto 
motivado de prisión y los demás requisitos que establezca 
la ley. La infracción de cualquiera de ellos constituye 
responsables á la autoridad que la ordena ó consiente, 
y a los agentes, rn/nistros, alcaides ó carceleros que 
la ejecuten. Todo maltratamiento en la aprehensión ó 
en las prisiones, toda gabela ó contribución en las 
cárceles, toda molestia que se infiera sin motivo legal 
es un abuso que deben corregir las leyes y castigar 
severamente las autoridades." 

Lo que se puede decir de este artículo es muy breve ya 
que sólo hicieron algunas observaciones los seMres diputados 
Ruiz, Díaz González y Fuente, encaminadas todas a evitar 
abusos, finalmente quedó aprobado por unanimidad, reformándose 
dicho artículo en los siguientes términos: 



"Ninguna detención podrá exceder del término de tres 
días, sin que se justifique con un auto motivado de 
prisión y los demás requisitos que establezca la ley. 
El solo lapso de este término, constituye responsables 
a la autoridad que lo ordena ó consienta y á los 
agentes, ministros, alcaides ó carceleros que la ejecu­
ten. Todo maltratamiento en la aprehensión ó en las 
prisiones, toda molestia que se infiera sin motivo legal, 
toda gabela o contribución en las cárceles. es un 
abuso que deben corregir las leyes y castigar severa­
mente las autoridades." 
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Cabe mencionar que el artículo en comento, no ha sufrido 
modificaciones substanciales en el Proyecto de Constitución 
de Venustiano Carranza. así como en la Constitución de 1917. 

D) Dlacualón en el Congreso Constituyente 
de 1858 del artfculo 20 

El articulo 24 del Proyecto de Constitución de 1856, es 
un antecedente del actual artículo 20 constitucional, cuyo texto. 
transcribo: 

"Artículo 24. En todo procedimiento crimina/, el acusado 
tendrá las siguientes garantías: 1a; que se le oiga en 
defensa por si o por personero, ó por ambos: 2a .. 
que se le haga conocer la naturaleza del delito, la 
causa de la acusación y el nombre del acusador: 
3a., que se le caree con los testigos que depongan 
en su contra, pudiendo obtener copia del proceso 
para preparar su defensa. 4a. Los testigos citados 
por el acusado pueden, a petición suya, ser compelidos 
conforme á las layes para declarar: 5a., que se le 
Juzgue breve y públicamente por un jurado imparcial, 
compuesto de vecinos honrados del Estado y Distrito 
en donde el crimen ha sido cometido. Este distrito 
deberli estar previamente determinado por la ley." 
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En el debate del Proyecto Constitucional de 1857 intervinieron 
los siguientes legisladores: Fuente, Mata, Arriaga, Barrera, 
Ignacio Ramfrez, Moreno, Ruiz, G6mez, Villalobos, Castafleda, 
Buenrostro, Aranda, Cerquera, Mariscal, Langlois, Vallarta, 
Arlzcorreta, Mora, Garza Melo, Ampudia, Garza Granados, 
Gamboa, Guzmán y Garcfa Anaya. 

El 14 de agosto de 1856 se llevó a cabo la primera 
sesión, integrada por Fuente, Mata, Arriaga, Barrera e Ignacio 
Ramírez, quedando dividido el articulo en cinco partes, la 
primera de ellas es: "que se le oiga en defensa por sí o por 
personero, 6 por ambos: -al acusado-." 

El seflor Fuente propone que en la redacción debe quedar 
claro que el acusado puede ser su propio defensor y que 
ademis se le nombrar6 uno y pide se suprima la palabra 
peraonero, ya que no tiene el mismo significado que defensor. 

Don Ignacio Ramfrez seflala la diferencia entre personero 
y defensor expresando que "el defensor es un representante 
de la sociedad en beneficio del reo, mientras que el personero 
sólo representa al acusado." 

En la sesión del 18 de agosto de 1856, la comisión 
presentó reformada la primera parte del articulo 24 que fue 
aprobada por unanimidad de los 86 diputados presentes en 
los siguientes términos: 

"En todo juicio del orden criminal, el acusado tendrá 
las siguientes garantlas: 

1a. Que se le oiga por sí o por persona de su 
confianza, o por ambos, según su voluntad. En caso 
de no tener quien lo defienda, se le presentará lista 
de /os defensores de oficio para que elija el que o 
los que te convengan." 

La segunda parte dice así: 

"Que se le haga conocer la naturaleza del delito, ta 
causa de la acusación y el nombre del acusador." 
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Uno de los puntos a discusión fue sobre la "n .. uraleH 
del delito" y "cauu de I• acuucl6n", al considerar que el 
usar estas dos expresiones era repetitivo, solicitando se suprimiera 
"auu de la acuuc:lón", la que se explica diciendo que es 
la personalidad legltlma del acusador; asimismo hay quienes 
proponen que después de la palabra "acuudor" se añada "al 
lo hubiere"; asl como en lugar de utilizar la expresión "cauua 
de ecuaacl6n", se diga fundamentoa de la acuucl6n. 

Al comentar el significado de "naturaleza del delito", se 
dice que es "la exposición de las circunstancias del delito o 
como cuerpo mismo del delito", hay quienes comprenden "que 
se trata de su calidad, esto es, de si es leve. grave, atroz, 
etc.". 

Proponen que solamente se le haga saber al acusado el 
delito por el que se le va juzgar y el nombre del acusador, 
ahora bien, lo que la comisión discute es que "se digan al 
acusado cu61es son las pruebas, los indicios, los fundamentos 
del delito, para que no haya vaguedad y para que el crimen 
salga de la esfera común y se le de un carácter concreto", 
lo qua ocasiona ciertos problemas, porque el acusado puede 
preparar su defensa desvirtuando los hechos. 

Sel'\alan que el artículo no es suficiente para corregir los 
abusos de los jueces, quienes pueden, sin salirse de las 
cuestiones legales, hacer prisiones indebidas, se introduce 
como novedad que no habrá juicios de oficio. 

El se"or Villalobos propone la siguiente redacción, misma 
que es aceptada por la comisión: 

"Se le manifestará el delito de que se acusa, con 
aquellas circunstancias que sean de revelarse. y el 
nombre y personalidad del acusador." 

A pesar de la enmienda hay quienes consideraron que 
el juez no puede esperar a que alguien promueva, ya que 
sólo provocaría la impunidad del delincuente; además, de no 
explicar cuales son las circunstancias que deben revelarse, 
quedará esta decisión al arbitrio del juez. 



52 

El se"º' Manuel Buenrostro cuestiona a la comisión 
respecto a que si lo que pretende es extinguir el juicio sumario 
en el procedimiento criminal, "explica los dos objetos de ta 
sumaria, que son averiguar si se ha cometido un delito y 
quién to ha cometido. sin que para esto sea necesario molestar 
ni vejar al acusado". 

A to que et ª'"º' Casta"eda propone una nueva redacción, 
misma que es admitida y queda en los siguientes términos: 

"Que a las veinticuatro horas de la detención se tome 
al detenido declaración preparatoria, diciéndole antes 
el delito y el nombre del acusador, si lo hubiere." 

La tercera y cuarta parte del articulo dice: 

"3a Que se le caree con los testigos que depongan 
en su contra, pudiendo obtener copla del proceso 
para prepa1t1r su defensa." 

"48 Los testigos citados por el acusado pueden, a 
petición suya, ser compelidos conforme a las leyes 
para declarar." 

En cuanto al careo, hay quien se encuentra a favor, pero 
el se"º' Mariscal "dice que, cuando et careo no es inútil, es 
perjudicial, pues un testigo audaz y sereno sostiene una 
falsedad al acusado y un reo atrevido niega con descaro las 
deposiciones de los testigos", otro de tos inconvenientes que 
se hacen notar de los careos, es que han de ser mayores 
en secreto que cuando se practiquen en público y ante tos 
jurados. 

La comisión desde previo permiso del Congreso, retira ta 
parte que se estaba discutiendo, asi como ta cuarta; quedando 
a discusión ta quinta parte del articulo que dice: 



"5a Que se /e juzgue breve y públicamente por un 
jurado Imparcial compuesto de vecinos honrados del 
estado y distrito en donde el crimen ha sido cometido. 
Este distrito deberá estar precisamente determinado 
por la ley." 
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El se"or Llnglols hace uso de la palabra, con el objeto 
de fundar el articulo en cita y considera que sólo existen dos 
modos de administrar la justicia: "el uno puesto en práctica 
en los paises despóticamente gobernados, en donde juzga el 
monarca o sus delegados; el otro nacido espontáneamente 
de las instituciones en los países libres, en donde protege la 
inocencia y reprime el vicio el pueblo por si o por sus 
representantes o, lo que es lo mismo, por medio del jurado", 
manifestando su preferencia hacia el último. 

Indica que en los países como México que aceptan la 
administración de justicia sin jurados, dejan a cargo del juez 
• los acuHdos, siendo los jueces, delegados nombrados 
por el poder ejecutivo, cuentan además con facultades excesivas, 
son hombres que dependen totalmente del que los ha electo. 
Hace referencia a la historia de la administración de justicia 
de Inglaterra, en donde la institución de los jurados es la 
historia de la libertad civil de los ingleses; agrega, "siempre 
he visto que los pueblos son los únicos que han tenido la 
preciosa prerrogativa de juzgarse a si mismo, y que los 
monarcas absolutos jamás se la concedieron a sus súbditos 
por su incompatibilidad con el régimen despótico"; menciona 
que en base a los sucesos históricos, la institución de los 
jurados es el baluarte más eficaz de las libertades públicas, 
siendo por ese medio el pueblo su propio guardián contra 
la tiranla y la opresión; además la institución de los jurados 
es un verdadero derecho. Solicitando la aprobación de la 
parte quinta del artículo 24 del Proyecto de Constitución. 
haciendo extensiva su aplicación a los asuntos civiles. 

En la sesión del 19 de agosto de 1856, el señor Vallarta 
leyó un discurso del que sólo haremos una breve referencia. 
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Habla contra el jurado, cree en éste como esencia de la 
democracia, ya que el sistema democrático, el gobierno del 
pueblo, hoy sólo es posible establecerlo por medio de la 
representación de ese mismo pueblo, luego entonces, el poder 
legislativo no se puede, pues, ejercer por el pueblo en si, 
sino por sus representantes, además no es posible que el 
pueblo sea juez y legislador. Considera que al ser nombrado 
el juez por el pueblo, éste no está en pugna con los elementos 
de la democracia. 

No ve en el jurado una garantla, sin una buena ley 
orgánica inseparable de esa institución, y si dicha ley es 
general, se acabarla con la independencia de los estados en 
su administración de justicia. Para que la institución de los 
jurados se pueda establecer es necesario que el nivel cuttural, 
político y de educación sea elevado. 

Los tribunales se formaron de acuerdo a las costumbres 
de la legislación espai'lola, a través del secreto de los procesos, 
del tormento de los reos, de las vejaciones de los presos, de 
la inhumanidad de las penas, por lo que esta lejos de simpatizar 
con el jurado. Se declara en contra de los jurados, ya que 
desea la responsabilidad de los jueces. 

El sei'lor Ampudia se declaró a favor del artículo, porque 
con los jurados se promete buena administración de justicia; 
compara los consejos de guerra con los jurados, indica que 
los soldados tienen más garantías que el resto de los ciudadanos. 
Le parece extraño que no se pusiera en manos de los hombres 
honrados la administración de la justicia. 

El senor Mata dice que el jurado es siempre la expresión 
de la conciencia pública; el jurado siempre expresa la opinión 
del distrito respectivo, que al estar identificado y en contacto 
con el pueblo puede expresar mejor su opinión. El sel'\or 
Vallarta opina que el jurado falla en nombre de la justicia y 
de la consciencia; mientras que el juez no puede salirse del 
texto de la ley, sólo procede según lo alegado y bien probado, 
en ocasiones tiene que fallar contrariamente a su consciencia. 
El hecho de establecer el jurado en la Constitución no representa 
un ataque al principio federativo. 
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No se tiene idea de la institución del jurado, mientras se 
crea que para el jurado no basta con et sentido común y el 
sentimiento de ta justicia, ya que se necesitan conocimientos 
cientfficos y saber filosofia del derecho. 

El señor Arizcorreta menciona que el pueblo mexicano en 
su mayor parte carece de la ilustración necesaria para ciertas 
reformas, entre ella la creación de el jurado el cual tiene que 
hacer tres calificaciones: "primera, la de culpabilidad, que 
equivale a la declaración de haber lugar a formación de causa; 
segunda, la del hecho; tercera, la de la ley. Para ta primera 
basta el sentido común; para la segunda se necesita más 
ciencia y més práctica que para aplicar el derecho, pues hay 
causas que aparecen muy graves y son sumamente leves, y 
viceversa; y para la tercera saber leer, sobre todo si hay 
códigos bastante sencillos." 

Al formarse et jurado, éste con su conciencia pública 
estarla en aptitud de corregir los defectos de la ley, lo que 
va en contra del sentido común, ya que así quedaria como 
subalterno el Congreso, que es finalmente la representación 
pública. Apunta una garantia importante, respecto a los jueces 
quienes sólo proceden conforme a lo alegado y probado, no 
actúan conforme a la pasión, mientras nadie puede asegurar 
que haya completa imparcialidad en los jurados. 

El senor Garza Melo atacó la esencia de la institución 
del jurado, al decir que no seria compatible sus resoluciones 
con las de la jurisprudencia en las que no basta la confesión 
para castigar el delito y para el jurado es suficiente; otra es 
que tos ignorantes que han de formar los jurados no saben 
usar palabras técnicas legales. Se declara finalmente en contra 
de los jurados porque desea la responsabilidad de los jueces. 

El señor Garza Granados propone que el jurado se 
establezca en las capitales. 
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Finalmente el 27 de noviembre de 1856 es aprob1d1 
une tracción més de lo que vendrre a formar parte del 
artrculo 20 de la Constitución Política de la República Mexicana, 
sancionada por el Congreso General Constituyente el 5 de 
febrero de 1857, mismo que queda en los siguientes términos: 

"En todo juicio criminal, el acusado tendrlJ las si­
guientes garantlas: 

l. Que se le haga saber el motivo del procedimiento 
y el nombre del acusador, si lo hubiere. 

11. Que se le tome su declaración preparatoria dentro 
de cuarenta y ocho horas, contadas desde que esté 
a disposición de su juez. 

1/1. Que se le caree con los testigos que depongan 
en su contra. 

IV. A que se le faciliten los datos que necesite y 
consten en el proceso, para preperar sus des­
cargos. 

V. Que se le oiga en defensa por sí ó por persona 
de su confianza, ó por ambos, según su voluntad. 
En caso de no tener quien lo defienda, se le presentará 
lista de los defensores de oficio, para que elija el 
que, ó los que le convengan." 

E) Antecedentes de loa articuloa 18, 19 y 
20 conatltuclonal•• en el Eatatuto 
Provlalonal del Imperio Mexicano de 1887 

Otro antecedente posterior a la Constitución de 1857 lo 
encontramos durante la etapa de la intervención francesa, en 
la época de régimen monérquico del emperador Fernando 
Maximiliano de Hapsburgo en el que se formó el Eatatuto 
Provlslonlll del Imperio Mexicano, dado en el Palacio de 



57 

Chapultepec el 10 de abril de 1865. Ahora bien, serla hasta 
1887, con el derrumbamiento del imperio v la retirada del 
ejército francés, cuando el gobierno republicano restaurado 
de Benito Ju6rez, darla pleno cumplimiento a las Leves de 
Reforma de Veracruz, alcanzando México un régimen de 
liberalismo. Es en t873, bajo el gobierno del presidente don 
Sebastian Lerdo de Tejada, cuando se inceirporan a la 
Constitución de 1857 las Leves de Reforma. 

De los articulo& que hacen referencia a nuestro actual 
artlculo 16 tenemos a los artlculos 60, 61 v 63 del Estatuto 
Prcwt1lo11.i del Imperio Mnlc:eno mismos que a tetra dicen: 

"Articulo 60. Ninguno será detenido sino por 
mandato de autoridad competente, dado por escrito 
y firmado, y sólo cuando obren contra él indicios 
suficientes para presumirle autor de un delito. Se 
exceptúa el caso de delito In fragantl, en que 
cualquiera puede aprehender al reo para conducirlo 
á la presencia judicial ó de la autoridad competente." 

"Articulo 61. Si la autoridad administrativa hiciese la 
aprehensión, deberá poner dentro de tercero dfa al 
presunto reo á disposición de la que debe juzgarlo, 
acompañando los datos co"espondientes; y si el 
juez encontraré mérito para declararlo bien preso, 
lo hará á más tardar dentro de cinco días; siendo 
caso de responsabilidad, la detención que pase de 
estos términos. 

Pero si la aprehensión se hiciere por delitos contra 
el Estado, ó que perturben el orden público, Ja 
autoridad administrativa podrá prolongar la detención 
hasta dar cuenta al Comisario Imperial ó al Ministro 
de Gobernación, para que determine lo que convenga." 

6J Mtchorro N1rvaez. Paulina, la Conatltuclóft de 1857, Imprenta Universitaria, M6•ico, 
1859, p. n. 



"Articulo 63. No será cateada la casa ni registrados 
los papeles de ningún individuo, sino en virtud de 
mandato por escrito y en los casos y con los 
requisitos literalmente prevenidos por las leyes." 
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De los artículos relacionados con el actual 19 Constitu-
cional tenemos al 61 y 66, que señalan: 

"Artículo 61. Si la autoridad administrativa hiciese la 
aprehensión, deberá poner dentro de tercero día al 
presunto reo á disposición de la que deba juzgarle, 
acompañando los datos correspondientes; y si el juez 
encontraré mérito para declararlo bien preso, fo hará 
a más tardar dentro de cinco días; siendo caso de 
responsabilidad, la detención que pase de estos términos. 

Pero si fa aprehensión se hiciere por delitos contra 
el Estado, 6 que perturben el orden público, la 
autoridad administrativa podr4 prolongar la detención 
hasta dar cuenta af Comisario Imperial 6 al Ministro 
de Gobernación, para que determine lo que convenga." 

''Articulo 66. Las cárceles se organizarán de modo 
que sólo sirvan para asegurar á los reos, sin exacerbar 
innecesariamente los padecimientos de la prisión." 

De nuestro actual articulo 20 Constitucional podemos citar 
como antecedente el artículo 65 del Estatuto Provisional del 
Imperio Mexicano. 

"En todo juicio criminal, el acusado tendrá derecho 
á que se le haga saber el motivo del procedimiento 
y el nombre del acusador si lo hubiere. También lo 
tendrá para exigir que se fe faciliten, concluido el 
sumario, los datos del proceso que necesite para 
preparar sus descargos." 
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LA CONSTITUCIÓN DE 1917 V LOS ARTfCULOS 
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•) Presentación y debate del artículo 16 Cons­
titucional en el Congreso Constituyente de 1916. 
b) Presentación del articulo 19 Constitucional en 
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titucional en el Congreso Constituyente de 1916. 

C) COMENTARIO Y JUlllSPRUDENCIA DEL ARTÍ· 
CULO 11 ANTES DE LAS REFORMAS DE 1193. 
OJ COMENTARIO Y JURISPRUDENCIA DEL ARTI· 
CULO 11 ANTES DE LAS REFORMAS DE 1193. 
EJ COMENTARIO Y JURISPRUDENCIA DEL. ARTI· 
CULO 20 ANTES DE LAS REFORMAS DE 1993. 
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A) La Constitución de 1917 

Es reconocido que la primera revolución politico-soclal 
del presente siglo, es la nuestra, quedando plasmadas las 
necesidades y aspiraciones de nuestro pueblo en la Constitución 
de 1917, en la que vemos por primera vez un régimen de 
garantías lndlvlfiuales y garantías sociales, con autonomía 
unas de otras. 

Jorge Carpizo McGregor en su libro Estudios Constituciona­
les escribe que: "Revolución es el cambio fundamental de las 
estructuras económicas. Revolución es la transformación total 
de un sistema de vida por otro completamente distinto. Movimiento 
es el cambio parcial en las estructuras sociales, pollticas o 
jurldicas." Más adelante agrega: "La revolución mexicana de 
1910, o de 1913, es mal llamada revolución, pues no implicó 
un cambio fundamental, de esencia, en las estructuras económicas. 
Fue un movimiento que en 191 O tuvo una finalidad polltlca 
doble: derrocar al dictador y llevar a la Constitución el principio 
de la no reelección. Este movimiento se convirtió en social 
en 1913. El movimiento polltico de 191 O es el antecedente 
inmediato del movimiento social, y fue un movimiento efectuado 
por el pueblo. La Idea de las reformas sociales ntf ió del 
pueblo y no de quienes conduelan el movimiento." 

6-1 Trueb1 Urbina, Alberto, u Con1tltucl6n Refon!Nld1, Cu1rta Edición, Editorial Librería 
Herrero, México.1963, p. 113 y 114. 

65 C1rplzo. Jorge, E1tucll01 Con1tHuclon1ln. Segunda edición, Universidad Nacional 
Aulónom1 di Mbico. Mtxico, 1983, pp.57·58. 
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La Constitución de 1857 estuvo en vigor hasta que fue 
promulgada la de 1917. Los graves problemas que se presentaron 
al principio de la Revolución de Madero y su trágico fin con 
el encumbramiento del general Huerta, motivaron un sobresalto 
extrelegal, provocando con ello que don Venustlano Carranza, 
lanzara un !i&'anifiesto en contra de Huerta, llamado Plan de 
Guadalupe. 

El Plan de Guadalupe de 1913 presenta similitud social 
y polltlca con el Plan de Ayutla que es el antecedente de la 
Constitución de 1857; el de Guadalupe con los decretos dados 
por Carranza en Vera¡~uz son el antecedente que anuncia la 
Constitución de 1917. 

El 14 de septiembre de 1916, Carranza expide el Decreto 
reformatorio de algunos artículos del Plan de Guadalupe, en 
el además convoca a elecciones para diputados al Congreso 
Constituyente, Integrado por representantes de las entidades 
federativas, aclarando que con las reformas a la Constitución, 
no se trataba de establecer un gobierno absoluto, sino que 
se respetarla la forma de gobierno existente, ahora bien, los 
constituyentes que Intervinieran sólo tendrían como objetivo el 
de encargarse del proyecto de la Constitución del Primer Jefe, 
debiendo hacerlo en un término no mayor de dos mesessaY 
una vez cumplido el trabajo dicho Congreso se disolvería. 

66 Andrade, AdaJberto G .. Eatudlo del DeHrrollo Hl•tórlco de NuHtro Derecho 
CoMlltuclonalen Matarla da Garantru lndlvlduelH, Impresiones Modernas. S.A .. 
Mblco, 111511, p. 229. 

67 ldlln, p. 231. 
68 Tena Rllmlrez, Felipe, Op. clt, pp. 808·811. 
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El proyecto fue aceptado, modificado y adicionado, siendo 
firmada la Constitución el 31 de enero de 1917, rindiendo la 
protesta de guardarla, primero los diputados y después el 
primer jefe, finalmente es promulgada la Constitución el 5 de 
febrfi de 1917 y entró en vigor el 1 de mayo del mismo 

ª"º· 
Es así como en esta Constitución quedan plasmadas en 

el artículo 16, la garantía de legalidad, en el 19 la de formal 
prisión y en el artículo 20 las garantías del acusado. 

Respecto a los debates y discusiones que sostuvo el 
Constituyente de 1857 y de 1916, de los cuales se hará 
mención en el presente capítulo, es de hacerse notar que l~fi 
mismos fueron tomados del libro Derecho• del Pueblo Mexicano. 

B) Dlacualón en el Constituyente de 
1916·1917 de loa articulo• 18, 19 y 20 

a} Presentación y debate del artículo 16 Constitucional 
en el Congreso Constituyente de 1916 

El citado precepto se presentó como artículo 16 en el 
Mensaje y Proyecto de la Constitución de Venustiano Carranza, 
fechado en la Ciudad de Querétaro el 1 o de diciembre de 
1916, mismo que a continuación se transcribe: 

''Artículo 16 del Proyecto.- No podrán librarse órdenes 
de arresto contra una persona, sino por la autoridad 
judicial y siempre que se haya presentado acusación 
en su contra por un hecho determinado que la ley 

6'1 Tena Ramírez, Felipe, Op. cit. p. 816. 

70 ~11Co • lravée de au• ConatHuclonH, Tomo IV, Antecedentes v evolución de los 
ar1ículos 16 a 27 Cons1itucional•s. XLVI Legislatura de la e.mara de Diputados, Mhico, 
1967. 



castigue con pena corporal o alternativa de pecuniaria 
y corporal, y que esté, además, apoyada por declaración 
bajo protesta de persona digna, o por otros datos 
que hagan probable su responsabilidad, hecha excepción 
de los casos de flagrante delito, en que cualquiera 
pe18ona puede aprehender al delincuente y a sus 
cómplices, poniéndolos sin demora a disposición de 
la autoridad inmediata. 

Solamenteencasosurgentespodrálaautoridadadministra­
tiva decretar, bajo su más estrecha responsabilidad, 
la detención de un acusado, poniéndolo inmediatamente 
a disposición de la autoridad judicial. 

En toda orden de cateo se expresará el lugar que 
ha de inspeccionarse. la persona o personas que 
hayan de aprehenderse, y los objetos que se buscan 
a lo que únicamente debe limitarse la diligencia, 
levantándose en el acto de concluir ésta, una acta 
circunstancial, en presencia de los testigos que inter­
vinieren en ella y que serán cuando menos, dos 
personas honorables. La autoridad administrativa podrá 
practicar visitas domiciliarias, únicamente para cer­
ciorarse de que se han cumplido los reglamentos 
sanitarios y de la policía. También podrá la misma 
autoridad exigir la exhibición de libros y papeles, para 
comprobar que se han cumplido las disposiciones 
fiscales." 
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En sesión ordinaria del 23 de diciembre de 1916, se leyó 
un dictamen en el que se proponían algunas variaciones tales 
como: 

Que las ordenes de arresto se libren por escrito, expresando 
el motivo y fundamento legal, con el objeto de que el aprehendido 
se entere desde el primer momento de la acusación. 

No se autorice orden de aprehensión cuando el hecho 
que se Imputa tenga como pena alternativa la pecuniaria o 
corporal, sustituyendo la aprehensión con la citación. 
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Determinar a que autoridades administrativas se concede 
la facultad para decretar ordenes de aprehensión; además el 
hecho de dejar la calificación de urgencia a dicha autoridad 
se presta a abusos frecuentes; ahora bien, si la autoridad 
administrativa no cuenta con el tiempo suficiente para recabar 
de la autoridad judicial ta orden de aprehensión, si podrá, en 
su caso, impedir la fuga del inculpado. 

Consideran que no se declara terminantemente la inviolabilidad 
del domicilio, ni se prohíbe con toda claridad la práctica de 
cateos por autoridades administrativas, por lo que proponen 
un cambio de redacción en este sentido; además quién debe 
nombrar los testigos es el propietario de la casa cateada. 

Las visitas domiciliarias que podrá efectuar la autoridad 
administrativa serán exclusivamente para vigilar el cumplimiento 
de los reglamentos sanitarios y de policía, asimismo se autoriza 
para exigir la exhibición de libros y papeles para comprobar 
que se han cumplido tas disposiciones fiscales. 

Las observaciones señaladas dan pauta para que se 
consulte a la Asamblea la aprobación de un nuevo texto, 
mismo que suscito un nuevo debate y en el mencionan lo 
siguiente: 

Piden se aclare la diferencia que hay entre aprehensión 
y arresto, ya que la autoridad administrativa al utilizar la palabra 
aprehensión puede escudarse tras de ella para seguir dando 
esas órdenes, siendo justamente to que trata de impedir el 
proyecto del Primer Jefe, dado que sólo ta autoridad judicial 
es la competente para ordenarla. 

El C. De la Barrera comenta: "El dictamen presentado por 
la Comisión me parece muy razonable, porque explica de una 
manera clara cuando las autoridades judiciales pueden ejercer 
sus funciones y cuando también las autoridades administrativas 
lo pueden hacer, es decir, que hay que exigir por escrito la 
orden de aprehensión y esto está muy justificado. Aprehensión, 
si, porque no puede haber arresto sin haber previamente 
aprehensión de un individuo que hubiera cometido una falta 
o delito flagrante, cualquiera persona lo puede hacer sin 
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necesidad de orden de aprehensión por escrito. En cuanto a 
la supresión de que solamente en los casos urgentes se 
permita esa aprehensión, me parece muy justa esa supresión 
que hace el artículo, ... " 

Se"alan que no siempre va a estar el Juez a disposición 
de la autoridad administrativa para que dicte la orden de 
aprehensión, ya que hay poblados en los que sólo se encuentra 
un funcionario judicial, quien no podrá estar permanentemente 
en servicio, no obstante tiene la obligación de poner inmediatamente 
al acusado a disposición de la autoridad judicial. 

El C. Fajardo solicita que la Comisión exprese "si de aquí 
en adelante será necesario, será forzoso que sólo la orden 
de aprehensión pueda darse cuando medie acusación, ... " y 
por lo que hace a nombrar testigos durante el cateo, pide se 
explique "cuando el due"o de la casa no esté presente o no 
lo quiera nombrar, ¿1a autoridad cateadora podría hacer la 
designación y qué validez tendría el acto en ese caso?" 

El C. Recio contesta al primer cuestionamiento manifes­
tando "que ol hecho mismo de presentarse ante la autoridad 
denunciando que se hubiere verificado un acto delictuoso, 
viene constituyendo la demanda, la acusación, sea o no ese 
su objeto; ya con eso tiene el juez obligación de abrir una 
investigación. Respecto al segundo punto, sino está el dueño 
de la casa, alguno de sus familiares ha de estar, y éstos 
podrán hacer la designación.", ya que sería arbitrario dejar la 
calificación al juez que practica la visita. 

El C. Silva Herrera comenta que al expresar el artículo: 
"El domicilio de las personas no podrá ser allanado sino por 
orden de cateo,. .. ", se debe analizar el uso de la palabra 
allanamiento, "toda vez que el allanamiento constituye un delito: 
así le llama el Código Penal.", solicita se modifique la redacción 
del artículo. 
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El C. Recio considera "que no deja de ser allanamiento 
aunque sea cometido por una autoridad... Pero cuando éste 
se practica por la autoridad, no tiene castigo de ninguna clase, 
porque se comprende que es por una necesidad del servicio 
por lo que se dicta la orden.• 

El C. Silva expresa que " .. .la Comisión no debe hacer 
uso de la palabra "allanamierito'', tratándose de una visita 
domiciliaria que se practique por una autoridad competente." 

El C. Múgica hace alusión a la definición de allanamiento 
que establece el diccionario y dice: "Allanar una morada es 
penetrar con o sin permiso de la autoridad judicial; es el 
hecho mismo de penetrar a un hogar, aunque sea legal, 
aunque sea absolutamente sin ningún fin malo, sin ningún 
acto deliberado de causar mal a un hogar." 

El C. lbarra pide especificar que los cateas sólo se 
practiquen por orden escrita de autoridad competente, que 
funde y motive la causa legal del procedimiento, de lo contrario 
da margen a que la autoridad judicial dicte arbitrariamente una 
orden de cateo, sin que esté fundamentada. Queda la duda 
de que si los cateas pueden incluir una orden de aprehensión. 

El C. Silva Herrera hace una observación relacionada con 
la práctica de visitas domiciliarias, en las que el dueño debe 
nombrar testigos, indica que "Muchas veces el dueflo de la 
casa se oculta y sabiendo que él deberla nombrar los testigos, 
no los nombrará. Desearla que se suprimiera esa parte del 
artlculo, dejando a la autoridad judicial la facultad de nombrar 
los testigos cuando no lo haga el dueño de la casa." 

Finalmente deciden retirar el dictamen, leyéndose uno 
nuevo el día 27 de diciembre de 1916, en el que marcan los 
siguientes cambios: 
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Se cambia la palabra aprehendido por arrestado; se 
propone que la autoridad administrativa esté facultada para 
realizar aprehensiones en casos urgentes, precisando que tal 
facult.ci le corresponde a la autoridad municipal del lugar, 
finalmente reconocen la Inviolabilidad del domicilio, conservando 
el derecho de la autoridad judicial para practicar catees, por 
lo que se propone el siguiente texto: 

"Nadie podrá ser arrestado sino por orden escrita, 
motivada y fundada, de la autoridad judicial. No podrá 
expedirse ninguna orden de aprehensión, sin que 
proceda acusación por un hecho determinado que la 
ley castigue con pena corporal y sin que esté apoyada 
aquélla en otros datos que hagan probable la 
responsabilidad. En el caso de flagrante delito, cualquiera 
persona puede aprehender al delincuente y a sus 
cómplices, poniéndolos sin demora a disposición de 
la autoridad Inmediata. Solamente en casos urgentes, 
la primera autoridad municipal del lugar podrá decretar, 
bajo su más estrecha responsabilidad, la detención 
de un acusado, poniéndolo inmediatamente a disposición 
de la autoridad judicial." 

"El domicilio es inviolable; no podrá ser registrado 
sino por orden de la autoridad judicial, expedida por 
escrito, en la cual se expresarán el lugar que ha de 
inspeccionarse, la persona o personas que hayan de 
aprehenderse y los objetos que se buscan, a lo que 
únicamente debe limitarse la diligencia, que se practicará 
ante dos testigos propuestos por el dueño del lugar 
cateado, o en su ausencia o renuencia, por la autoridad 
que practique la diligencia, de la cual se levantará 
acta circunstanciada." 

"La autoridad administrativa podrá practicar visitas 
domiciliarias únicamente para cerciorarse de que se 
han cumplido los reglamentos sanitarios y de policía. 
También podrá la misma autoridad exigir la exhibición 
de libros y papeles para comprobar que se han 
cumplido las disposiciones fiscales." 
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La redacción anterior provocó el siguiente debate: 

"El C. López Lira: Yo deseo que la Comisión se sirva 
expresar el alcance de estos términos: por lo que se refiere 
a la autoridad judicial "arresto•, y por lo que se refiere a la 
autoridad administrativa "detención". Para la autoridad judicial 
la Comisión, en la redacción del artículo, pone varias taxativas 
a las órdenes de aprehensión; las órdenes de aprehensión 
de la autoridad judicial deben reunir tales y cuales requisnos, 
y las de la autoridad administrativa no tienen que reunir 
ningunos requisitos, sino que, en casos urgentes, podré proceder 
a la inmediata detención del acusado, y yo quiero que se 
lijen bien estos conceptos ... " 

El C. Colunga indica "Se entiende por arresto, el hecho 
de proceder a la captura de una persona y ponerla a disposición 
de la autoridad que deba juzgarla. La autoridad judicial no 
podrá aprehender a ninguna persona, sino que librará órdenes 
a la policía ; por esta razón se creyó mt\s propio usar la 
palabra "arresto", en lugar de "aprehensión" , que era la que 
antes usaba la Comisión. Respecto a las facultades de la 
autoridad municipal, la palabra "detención" tiene el mismo 
significado que "arresto" en este caso." 

El C. Espinosa dice que "En cuestiones penales esté bien 
definido lo que debe entenderse por detención v arresto. La 
detención comprende las 72 horas prescritas por la ley, siempre 
que no haya motivo para dictar auto de formal prisión. El 
arresto, si es menor, os de tres a quince dlas; y si es mayor, 
llega a ser hasta de 11 meses." 

El C. Terrones al referirse al Primer párrafo del articulo 
16 del Proyecto del Primer Jefe señala: "... que se refiere 
únicamente a todos aquellos delitos que nada más se persiguen 
por acusación de parte; tratándose de delitos de oficio, por 
ejemplo, no podrá procederse al arresto de ninguna persona 
porque en esos delitos nadie presenta acusación y en ese 
sentido está vago, yo creo que no es esa la idea del artículo 
16, pero comoquiera que la redacción está incomprensible en 
ese sentido." 
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El C. Mercado hace alusión al primer párrafo del proyecto 
de la Comisión del cual comenta: "Jurldicamente hablando, 
la palabra "arresto" significa cosa muy distinta de "detención", 
"aprehensión". En consecuencia creo yo que debe substituirse 
esta palabra poniendo este inciso y la palabra "aprehensión", 
en esta forma més o menos: "ninguna persona acusada o 
denunciada como responsable de un delito que merezca 
pena corporal, podré ser detenida o aprehendida sin orden 
escrita de autoridad competente". Si he dicho "acusada" o 
"denunciada", me he referido a dos casos concretos en 
jurisprudencia; porque ustedes saben perfectamente que no 
todos los delitos son acusados, sino que algunos son 
simplemente denunciados, y entre acusado y denunciado hay 
muchlsima diferencia.". Agrega que le parece conveniente que 
se ponga "autoridad judicial competente", ya que "no todas 
las autoridades judiciales son tas competentes para investigar 
delitos y, por consiguiente, para detener a un acusado." 

Asimismo se propone una nueva redacción al artículo 
en et que no sólo se garantice la inviolabilidad del domicilio 
sino también las posesiones, familia y papeles; respecto a 
las visitas domiciliarias, serla conveniente restringir y limitar 
las facultades de la autoridad administrativa, tales como 
especificar cada cuando puede hacer las visitas, debiendo 
levantar un acta, en la que se haga constar lo necesario: 
por lo que hace a la inspección o presentación de libros. 
papeles y otros, que son efectuadas por los empleados del 
Timbre, es necesario poner ciertas limitaciones, tales como 
levantar un acta, efectuar la visitas cuando la ley lo ordene y 
se prohíba exigir cualquier otra clase de papeles que no estén 
relacionados con la visita. 

Pretendían algunos desechar el Dictamen de la Comisión 
y dejar aprobado el artículo del Proyecto del Primer Jefe, sin 
embargo se somete a votación y queda rechazado por 68 
votos en contra y 56 a favor. 

En Sesión Ordinaria, celebrada el 11 de enero de 1917, 
se presentó un tercer dictamen sobre el Artículo 16 del Proyecto 
de Constitución. 



"De la deliberación que se verificó entte los abogados 
concurrentes a la sesión privada que conWJC6 la 
Comisión, resultó: "que la mayor/a insista en que debe 
adoptarse como encabezado del altlcufo 16 la fórmula 
que figura en ta Constitución de 1857; que la facultad 
de decretar aprehensiones que se concede en casos 
urgentes a la autoridad administrativa, tanga lugar 
solamente a falta de autoridad Judicial y tratándose 
de delitos que se persiguen de oficio; que los testigos 
que presencien los cataos sean propuestos por el 
dueño del lugar cateado; y que las autoridades 
administrativas, al practicar visitas domiciliarias, deben 
sujetarse a las disposiciones de las leyes reglamentarias." 
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El articulo fue aprobado el 13 de enero de 1917, sin 
dilcuSl6n y par 147 VObl a favor y 12 en conlra La Comisión de 
Correcci6n de Estilo, presentó una minuta quedando finalmente 
asl: 

"Anfculo 18. · Nadie puede ser molestado en su persona, 
familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud 
de mandamiento escrito de la autoridad competenta, 
que funde y motive la causa legal del procedimiento. 
No podrá librarse ninguna orden de aprehensión o 
detención sino por la autoridad judicial, sin que preceda 
denuncia, acusación o querella de un hecho detarminado 
que ta ley castigue con pena corporal, y sin que 
estén apoyadas aquéllas por declaración bajo protesta, 
de persona digna de fe o por otros datos que hagan 
probable la responsabilidad del inculpado, hecha 
excepción de los casos de flagrante delito en que 
cualquiera persona puede aprehender al delincuente 
y a sus cómplices, poniéndolos sin demora a disposición 
de la autoridad inmediata. Solamente en casos urgentes, 
cuando no haya en el lugar ninguna autoridad judicial 
y tratándose de delitos que se persiguen de oficio, 
podrá la autoridad administrativa, bajo su más estrecha 
responsabilidad, decretar la detención de un acusado, 
poniéndolo Inmediatamente a disposición de la autoridad 
judicial. En toda orden de cateo, que sólo la autoridad 
judicial podrá expedir y que será escrita, se expresará 



el IUfllll que ha de inspeccionarse, la persona o 
person1J11 que hayan de aprehenderse y los objetos 
que se buscan, a lo que únicamente debe limitarse 
la dlllgencla, levantdndose, en el acto de concluirla, 
un acta circunstanciada en presencia de dos testigos 
propuestos por el ocupente del lugar cateado o en 
su ausencia o negativa, por la autoridad que practique 
la dll/gencla." 

"La autoridad administrativa podrá practicar visitas 
domiciliarias únicamente para cerciorarse de que se 
han cumplido los teglamentos sanitarios y de policía; 
y exigirla exhibición de los libros y papeles indispensables 
para comprobar que se han acatado las disposiciones 
fiscales, sujetándose en estos casos a las leyes 
respectivas y a las formalidades prescritas para los 
cateo.t." 

b) Presentación del artículo 19 Constitucional en el 
Conareso Constiauyente de 1916 
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Artfculo 19 del Proyecto de Constitución de Venustlano 
Carranza: 

"Articulo 19. Ninguna detención podrá exceder del 
tdrmino de tres dlas, sin que se justillque con un 
auto de formal prisión, en el que se expresarán el 
delito que se impute al acusado, los elementos que 
constituyen aquél, lugar tiempo y circunstancias de 
ejecución y los datos que arroje la averiguación previa, 
los que deben ser bastantes para comprobar el cuerpo 
del delito y hacer probable la responsabilidad del 
acusado. La infracción de esta disposición, hace 
responsable a la autoridad que ordena la detención 
o la consiente, y a /os agentes, ministros, alcaides 
o carceleros que la ejecuten." 



"Los hechos señalados en el auto de formal prisión 
serán forzosamente la materia del proceso, y no 
podn1n cambiarse para alterar Is naturaleza del delito. 
SI en Is secuela de un proceso apareciere que se 
ha cometido un del/to dlstlnro del que se persigue, 
deberá ser objeto de acusacldn separada, sin perjuicio 
de que después pueda decretarse la acumulación, si 
fuere conducente." 

"Todo el maltratamiento en la aptehensión o en las 
prisiones, toda molestia que se infiera sin motivo legal, 
toda gabela o contribución en las cdrce/es, es un 
abuso que será corregido por las leyes y reprimido 
por las autoridades." 
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En sesión ordinaria celebrada et 29 de diciembre de 1918, 
se leyó el siguiente dictamen sobre el articulo 19 del Proyecto 
de Constttuci6n. 

"El artfculo 19 del Proyecto de Constitución es ldlntico, 
substancialmente, al de la Constitucidn de 1857; pero 
en el proyecto se precisan los requisitos mediante 
los cuales debe dictar un auto de formal prisión; así 
es que la garantía queda mejor definida y asegurada. 
Además en el nuevo artículo se prohíbe terminantemente 
cambiar arbitrariamente la naturaleza de un proceso; 
si en el curso de la averiguación se descubre que 
el delito cometido realmente es distinto del que motivó 
la incoacción de la causa o que, sdemis de ese 
delito se ha cometido otro, debe abrirse averiguación 
por separado. Esta reforma es muy conveniente, 
porque evita que el procesado pudiera quedar sin 
los elementos necesarios de defensa, si en el curso 
de la causa se cambiara intempestivamente la acusación 
que la originó." 



•u Comisión sugiere solamente una enmienda de 
ealilo en la primera pane del párrafo segundo del 
anlculo, para hacer m/Js claro el concepto. Los hechos 
seitalados en el auto de formal prisión no podrán, 
Indudablemente cambiarse, supuesto que han sido 
consumados; la calfflcación de ellos es lo que podrla 
alterarse; creemos que esta idea queda mejor 
expresada prescribiendo que todo proceso seguirá 
en averiguación so/amente del delito o delitos imputados 
en el auto de fotmal prisión." 
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Consultan a la Asamblea, la aprobación del citado articulo, 
el cual sin discusión y por unanimidad de 165 votos fue 
-i>robado, para quedar como sigue: 

"Attfculo 19. Ninguna detención podrá exceder del 
término de tres dlas, sin que se justifique con un 
auto de formal prisión, en el que se expresarán: el 
delito que se impute al acusado; los elementos que 
constituyen aquél; lugar, tiempo y circunstancias de 
ejecución y los datos que arroje la averiguación previa, 
los que deben ser bastantes para comprobar el cuerpo 
del delito y hacer probable la responsabilidad del 
acusado. La Infracción de esta disposición hace 
responsable a la autoridad que ordene la detención 
o la consienta, y a los agentes, ministros, alcaides o 
carceleros que la ejecuten." 

"Todo proceso se seguirá forzosamente por el delito 
o delitos señalados en el auto de formal prisión. Si 
en la secuela de un proceso apareciere que se ha 
cometido un delito distinto del que se persigue, deberá 
aquél ser objeto de acusación separada, sin perjuicio 
de que después pueda decretarse la acumulación, si 
fuere conducente." 

"Todo maHratamiento en la aprehensión o en las 
prisiones; toda molestia que se infiera sin motivo 
legal; toda gabela o contribución en las cárceles, son 
abusos que serán corregido por las leyes y reprimidos 
por las autoridades." 
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e) PresentacitSn y debate del artículo 20 Constitucional en 
el ConRJ'ISO Constituyente de 1916. 

En el mensaje que dio don Venustlano Carranza, respecto 
del Proyecto de Constitución, hace alusión al artículo 20 del 
cual expresa: "El artículo 20 de la Constitución de 1857 sel'lala 
las garantías que todo acusado debe tener en un juicio criminal; 
pero en la pr6ctica esas garantías han sido enteramente 
ineficaces, toda vez que, sin violarlas literalmente, al lado de 
ellas, se han seguido prácticas verdaderamente Inquisitoriales, 
que dejan por regla general a los acusados sujetos a la acción 
arbitrarla y despótica de los jueces y aun de los mismos 
agentes o escribientes suyos." 

"Conocidas son de ustedes señores diputados, y de 
todo el pueblo mexicano las incomunicaciones riguro­
sas, prolongadas en muchas ocasiones por meses 
enteros, unas wces para castigar a presuntos reos 
políticos, otras para amedrentar a los Infelices su/etas 
a la acción de los tribunales del crimen y obligarlos 
a hacer confesiones forzadas, casi siempre falsas, 
que sólo obedecían al deseo de librarse de la estancia 
en calabozos Inmundos, en que estaban seriamente 
amenazadas su salud y su vida." 

"El procedimiento criminal en México ha sido hasta 
hoy, con ligerísimas variantes, exactamente el mismo 
que dejo implantado la dominación española, sin que 
se haya llegado a templar en lo mds mínimo su 
dureza, pues esa parte de la legislación mexicana ha 
quedado enteramente atrasada, sin que nadie se haya 
preocupado en · mejorarla. Diligencias secretas y 
procedimientos ocultos de que el reo no debla tener 
conocimiento, como si no se tratase en ellos de su 
libertad o de su vida; restricciones del derecho de 
defensa impidiendo al mismo reo y a su defensor 
asistir a la recepción de pruebas en su contra, como 
si se tratase de actos indiferentes que de ninguna 
manera podrían afectarlo y, por último, dejar la suerte 
de los reos casi siempre entregada a las maquinaciones 



fraudulentas y dolosas de tos escribientes, que por 
pasión o vil interés altefflban sus propias cleclaraclones, 
las de los testigos que deponlan en su contra, y aun 
de los que presentaban a declarar en su favor." 

•LJJ lflY concede at acusado la facultad de obtener 
su libertaá bajo de fianza dufflnte el curso de su 
proceso; paro tal facultad quedo siempre sujeta al 
atbltrlo caprichoso de tos Jueces, quienes podlan 
negar ta gracia con sólo decir que tenían temor de 
que el acusado se fugase y se sustrajera a la acción 
de la justicia.• 

"Finalmente, hasta hoy no se ha expedido ninguna 
ley que fije, de una manera e/ara y precisa, la duración 
mbima de los juicios penates, lo que ha autorizado 
a los jueces para detener a los acusados por tiempo 
mayor del que fija la ley al delito de que se trata, 
181JUltando asf prisiones injustificadas y enteramente 
atbltrarlas. • 
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El artículo 20 del Proyecto de Constitución de Venustiano 
Carranza sel'lala: 

''En todo juicio del orden criminal tendrá el acusado 
las siguientes garantlas: 

"l. Será puesto en libenad, inmediatamente que lo 
solicite, bajo de fianza hasta de diez mil pesos, según 
sua circunstancias personales y la gravedad del delito 
que se le impute, siempre que dicho delito no merezca 
ser castigado con una pena mayor de cinco años de 
prisión, y sin más requisitos que poner la suma de 
dinero respectiva a disposición de la autoridad, u 
otorgar caución hipotecaria o personal, bastante para 
asegurarla:" 

"/l. No podrá ser compelido a declarar en su contra, 
por lo cuar queda rigurosamente prohibida toda 
Incomunicación o cualquier otro medio que tienda a 
aquel objeto;" 



"11/. Se le han! saber en audiencia pública y dentto 
de las 48 horas siguientes a su consignación a la 
/USlicla, el nombre de su acusador y la naturaleza y 
causa de la acusación, a fin de que conozca bien 
el hecho punible que se le atribuye y pueda contestar 
el cargo, rindiendo en este acto su declaración prepa­
ratoria;" 

"IV. Será careado con los testigos que depongan en 
su contra, los que declarardn en su presencia si estu­
vieren en el lugar del juicio, para que pueda hacerles 
todas las preguntas conducentes a su defensa;" 

"V. Se le recibirdn los testigos y de~s prueba.s que 
ofteClere, concediéndole el tiempo que la ley estime 
necesario al efecto, y se le awcillard para obtener la 
comparecencia de las personas cuyo testimonio solicite, 
siempre que se encontraren en el lugar del proceso;" 

"VI. Sen! juzgado en audiencia pública por un juez o 
jurado de ciudadanos que sepan leer y escribir, 
vecinos del lugar y partido en que se cometiera el 
delito, siempre que éste pueda ser castigado con una 
pena mayor de un año de prisión;" 

"VII. Le serán facilitados todos los datos que solicite 
para su defensa y que consten en el proceso;" 

"VIII. Será juzgado antes de cuatro meses si se trataré 
de delitos cuya pena máxima no exceda de dos años 
de prisión, y antes de un año si la pena máxima 
excediere de ese tiempo." 

"IX. Se le oirá en defensa por si o por persona de 
su confianza, o por ambas, según su voluntad. En 
caso de no tener quien lo defienda, se le presentan! 
lista de los defensores de oficio, para que elija el o 
los que le convengan. Si el acusado no quisiere 
nombrar defensores, después que se le requiere, para 
ello, al rendir su declaración preparatoria, el juez 
nombran! uno de oficio. El acusado podrá nombrar 
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defenl018s desde el momento en que sea aprehendido, 
y tendrá derecho a que éste se halle presente en 
todos los setos del juicio; pero tendrá obligación de 
hacerlo comparecer cuantas veces se necesite; y," 

"X. En ningún caso podré prolongarse la prisión o 
detención, por falta de pago de hono1Brios de defensores 
o por cualquier otra prestación de dinero por causa 
de responsabilidad civil o algún otro motivo." 

"Tampoco podr6. prolongarse Is prisión preventiva por 
más tiempo del que como m/Jximo fije la ley al delito 
que motivaré el proceso." · 

"En toda pena de prisión que Imponga una sentencia 
se computará el tiempo de la detención." 
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En sesión ordinaria, celebrada el 2 de enero de 1917, 
M ley6 un dictamen sobre el artículo 20, en el que se 
ser'lalaban todas aquellas ventajas surgidas a propósito de las 
transformaciones en el enjuiciamiento penal; senalan que se 
establece la publicidad para todas las diligencias de un proceso; 
se autoriza al acusado para presenciarlas, con asistencia de 
su defensor, si asl le conviene; obliga a los jueces a recibir 
todas las pruebas y a facilitar todos los datos que necesite 
el acusado. El proyecto contiene tres grandes innovaciones: 
1) prohíbe que se obligue a declarar al acusado en su contra 
por medio de la incomunicación o por cualquier otro medio; 
2) fija el m6ximo del término dentro del cual debe pronunciarse 
la sentencia en juicios del orden criminal, y 3) pone la libertad 
bajo de fianza a1 alcance de todo acusado, cuando el delito 
que se le Imputa no tiene ser'lalada una pena mayor de cinco 
anos. 

Destacando primordialmente la adición a la fracción VI 
del articulo 20, que propone la Comisión por las siguientes 
razones: el hecho de que los periodistas al hacer comentarios 
poco convenientes de ciertos funcionarios públicos, queden 
expuestos a que sean acusados de difamación, injurias, calumnias, 
sedición o rebelión, y sean procesados por un juez que forma 
parte del poder público y de la corrupción, son razones por 
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las que se piensa. que un jurado estarla en mejor aptitud 
para calificar o no el hecho delictuoso; lo que evitarla otorgar 
un fuero especial a la prensa. al proponer claramente los 
delitos que se llevarán a cabo por el Jurado. 

"Será juzgado en audiencia pública por un Juez o 
Jurado de ciudadanos que sepan leer y escribir, 
vecinos del lugar y panido en que se cometiese el 
delito, siempre que éste pueda ser castigado con una 
pena mayor de un año de prisión: En todo cuo 
urtn Juzgacloe por un Jurado loa delttoa cometldoe 
par rMdlo de la prenaa contr• el orden público o 
la ugurldad ext9'1or o Interior de la nacl6n;" 

Con motivo de dicho dictamen el 4 de enero de 1917, 
se llevó a cabo un debate, en el que participaron los C. 
Diputados: Machorro Narváez, Von Versen, Calder6n, Manjarrez, 
Gonz61ez Galindo, Espinosa y Jara, citándose a contlnuaci6n 
los puntos mu relevantes: 

El juicio por jurados a demostrado ser a través de la 
historia una garantfa de libertad humana y de pensamiento; 
no obstante lo anterior tiene ciertas desventajas, ya que el 
jurado se deja llevar por el orador, lo que ocasiona que 
algunos delincuentes sean absueltos. 

Se concede justicia popular a todos los hombres. incluyendo 
a los criminales, quienes tienen derecho a un jurado, olvidando 
que los periodistas deben cumplir con la misi6n de exhibir 
todo lo malo que hay en el gobierno y el permitir que sean 
juzgados por un s61o hombre, es decir, un juez, equivale a 
que el gobierno sea juez y parte, independientemente de estar 
expuestos a maquinaciones pollticas y a frecuentes amenazas 
por parte de los jueces, frenando de ese modo la libertad de 
pensamiento, una forma importante de evitarlo es permitiendo 
la creaci6n del jurado, al que sería m6s difícil de corromper. 
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En el caso de loa trabajadores de las imprentas, no deben 
ser contemplados como coautores del delito de imprenta. 

Oplnionea contrarias a la creación del jurado, argumentan 
que ae dejan sugestionar por los grandes oradores, constituyendo 
un prMlegio que nadie debe gozar, ya que se estarla en la 
necesidad de otorgarlos a otros grupos, como ejemplo citan 
al clero y a tos militares, agregan que las personas honradas 
no se encuentran temerosas de si las penas son severas o 
no. Adem6s lu garantfas de libertad a que daré lugar la 
revolucl6n ser6n reflejadas en la adecuada administración de 
justicia y en la propia Constitución. 

Se somete a votación la citada parte de la fracción VI, 
quedando finalmente aprobado el artfculo en los términos que 
18 transcriben: 

"En todo juicio del orden criminal tendrá el acusado 
/as siguientes garantías: 

"l. Inmediatamente que lo solicite será puesto en 
libertad, bajo /a fianza hasta de diez mil pesos, según 
sus circunstancias personales y la gravedad del delito 
que se /e impute, siempre que dicho delito no merezca 
ser castigado con una pena mayor de cinco años de 
prisión, y sin más requisitos que poner /a suma de 
dinero respectiva a disposición de /a autoridad, u 
ototgar caución hipotecarla o persona/, bastante para 
asegurarla:" 

"//. No podrá ser compelido a declarar en su contra, 
por lo cual queda rigurosamente prohibida toda 
incomunicación o cualquier otro medio que tienda a 
aquel objeto;" 



"///. Se le hará saber en audiencia pública y dentro 
de las cuarenta y ocho horas siguientes a su consig­
nación s la justicia, el nombre de su acusador y la 
naturaleza y causa de la acusación, a fin de que 
conozca bien el hecho punible que se /e atrl/JuyB y 
pueda contestar el cargo, rindiendo en este seto su 
declaración preparatoria;" 

"N. Será careado con los testigos que depongan en 
su contra, los que declararán en su presencia si 
estuviesen en el lugar del juicio, para que pueda 
hacerles todas las preguntas conducentes a su defensa;• 

"V. Se le recibirán los testigos y demás pruebas que 
ofrezca, concediéndose/e el tiempo que Is ley estime 
necesario al efecto y suxiliándosete para obtener la 
comparecencia de las personas cuyo testimonio solicite, 
siempre que se encuentren en el lugar del proceso;" 

"VI. Será juzgado en audiencia pública por un juez o 
jurado de ciudadanos que sepan leer y escribir, 
vecinos del lugar y partido en que se cometiera el 
delito, siempre que éste pueda ser castigado con una 
pena mayor de un año de prisión. En todo caso 
serán juzgados por un jurado los delitos cometidos 
por medio de ta prensa contra el orden público o la 
seguridad exterior o interior de ta nación;" 

"VII. Le serán facilitados todos los datos que solicite 
para su defensa y que consten en e/ proceso;• 

"VIII. Será juzgado antes de custro meses, si se trataré 
de delitos cuya pena máxima no exceda de dos años 
de prisión; y antes de un año si la pena máxima 
excediere de ese tiempo." 

ao 



"IX Se le o/ni en defensa por si o por persona de 
su confianza, o por ambas, según su voluntad. En 
caso de no tener quien lo defienda, se le presentará 
lista de los defensores de oficio para que elija el o 
los que le convengan. SI et acusado no quisiere 
nombrar defensores, después de ser requerido para 
hllcerlo, al rendir su declaración preparatoria el juez 
nombrará uno de oficio. El acusado podrá nombrar 
defensores desde et momento en que sea aprehendido, 
y tendrá derecho a que éste se halle presente en 
todos los actos del juicio; pero tendrá obligación de 
hacerlo comparecer cuantas veces se necesite;" 

•x. En ningún caso podrá prolongarse la prisión o 
detención, por falta de pago de honorarios de defensores 
o por cualquier otra prestación de dinero, por causa 
de responsabilidad civil o algún otro motivo análogo." 

"Tampoco podrá prolongarse la prisión preventiva por 
trNts tiempo del que como máximo fije la ley al delito 
que motivaré el proceso." 

"En toda pena de prisión que imponga una sentencia 
se computará el tiempo de la detención." 

C) Comentarlo y Jurl1prudencla del artículo 
11 ante1 de lea reforma• de 1993 
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Para la elaboración del artículo 16, los constituyentes 
de 1917 tomaron en cuenta la Constitución de 1857 y el 
Proyecto de Constitución de Venustiano Carranza; del primero 
tomaron las disposiciones relativas a la garantía de com­
petencia, el derecho a la legalidad y las detenciones por 
delitos flagrantes: v del segundo extrajeron las disposiciones 
qua protegen a los acusados contra las detenciones arbitrarías, 
asl como 111 reglas para la orden y prácticas de cateos v 
v111t .. domiciliarias. 
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El citado artículo es de los preceptos que otorgan mayor 
protección a los gobernados, las garantfas Individuales 
que establece son: la de legalidad, la de competencia 
constitucional; la de mandamiento escrito de la autoridad 
competente, que equivale a la forma del acto de molestia; 
la que prohibe que se detenga a alguien sino en virtud 
de un mandamiento escrito de la autoridad judicial; tas 
circunstancias en que puede realizarse un cateo en perjuicio 
de un gobernado; la que limita las visitas domiciliarias; 
la libertad de correspondencia; y la que avala la lnvlolabllld~ 
del domicilio en función de las fuerzas armadas nacionales. 

La primera parte del articulo en comento establece: 

"Nadie puede .., rnolntado en au per90na, famllla, 
domicilio, pepe!• o poenlones, alno en virtud ele 
INlndemlento ncrlto ele la autoridad competente, 
que tunde y motive la cauu legal del procedimiento.• 

A continuación daremos una breve explicación de la 
Interpretación dogm6tica, asl como de las tesis jurisprudenciales 
y en su caso de la jurisprudencia del precepto en estudio. 

Al utilizar la palabra Mdle, se ha querido proteger a todos 
101 individuos sin excepción alguna, comprendiendo desde 
luego tanto a ta personas flslcas como morales, garantizando 
asl lo preceptuado en et articulo 1° de nuestra Carta Magna. 

"Nadie puede ser molestado", al decir molaetaclo se esta 
ampliando la garantla de legalidad, ya que alude a cualquier 
merma o menoscabo, daflo o lesión, asl como a cualquier 
otro acto que realice un órgano del Estado, alguna autoridad 
en contra o en detrimento de los gobernados. 

71 Burgo• Orihutl•, Ignacio, Ollrlllllfea llMlll~. Vig111muegund• ec11c16n, Ellitorl•I 
Porrll•. S.A., 1919, pp 513.e21. 
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P..one, es et ser Individual, es esa personalidad pslcoflsica 
del sujeto, pero el uso de esta palabra se hace extensivo a 
la personalidad jurldlca, que es el conjunto o el cúmulo de 
derechos que asisten o que le son propios y naturales a la 
persona hum.na, agregando que todas las autoridades del 
Estado deben respetar ta garantla de legalidad en cuanto al 
bien jurldlco persona, entendiendo todos y cada uno de los 
derechos subjetivos de los que el gobernado " titular, adem6s 
d• garantizar la libertad personal del sujeto. 

El domlclllo, se entiende por este, desde el punto de 
viaúl legal "el lugar donde una persona radica o reside en 
una forma permanente o aquel lugar en donde la persona 
tiene el principal asiento de sus negocios", sin embargo, el 
artículo 16 no solamente se refiere a esta definición sino 
también a la cas93habitaci6n del sujeto y no sólo al domicilio 
legal o procesal. 

El hablar de papel•, es porque "protege y tutela los 
documentos, aquellas constancias escritas que contienen una 
serie de aseveraciones o afirmaciones y que consignan además 
derechos en favor del titular de esos documentos, pues es 
6sta la protección que ejerce la garantla de legalidad respecto 
al bien jurldlco denominado pa~¡'. tutelando asf los derechos 
que consignan los documentos. 

72 BurQOt, u- Ignacio, Dln6mica del 01uecho Mexicano, GllrMlla ele Upltcled. 
Editado por la Procuraduría General de la República, M6xlco. 11176, pp. 123 v 124. 

73 ldem, pp. 1211. 
74 ldem, pp. 1211-129. 
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No es permitido que la autoridad del Estado pueda 
molestar los vfnculos jurfdicos que unen a una persona con 
sus parientes, sin importar como surge ese parentesco ya sea 
natural, por fillaclón o adopción, tutelando asl los vínculos o 
relaclonea de parentesco entre los Individuos; en lo que hace 
a las posesiones, se refiere tanto a la originarla o a titulo de 
duel\o y a la Aosesi6n derivada, que se ejerce como una 
simple defensa. 

Como única excepción que se hace en esta parte del 
artículo, es la existencia de un mandato escrito hecho por la 
autoridad competente; entendiendo por competencia •ta facuttad 
atribuida a un órgano de autoridad para llevar a cebo determ191das 
funciones o para realizar determinados actos Judiciales." 

El ecto de molntla, siempre debe realizarse por medio 
de un mandato escrito, por lo. que todo servidor subalterno 
o todo agente de autoridad debe actuar siempre con base 
en una orden escrita, que es expedida por su superior jer6rqulco, 
de lo contrario serla una vlolacl6n a la garantfa de legalidad; 
dicha orden escrita debe darse a conocer al particular afectado, 
con la finalidad de que entere cual es la fundamentación y 
motivación le9'1 que la origina, asl como cual es la autoridad 
que la envfa. 

Sólo se puede llevar a cabo un acto de molfttla, cuando 
le sea permitido a la autoridad por una disposición legal, de 
lo contrario la autoridad aerfa arbitrarla, por eso es necesario 
el requisito de fundamentación y motivación, ya que ello implica 
que la autoridad actúe siempre con el m6s estricto apego a 
la leyes y a la Constitución, criterio que

78
es aplicado por la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

15 Burgoa, U1no lgnlCio, o,. llt., pp. 128-127. 
76 Baraj11, Montea de Oca Slnllego, c-tlluc!H llalltlca w ... h1Moe Ullllloe 

....._, COIMnleM, M .. iCD, 1992, p.73. 
11 Burp, Orihuel• Ignacio, o,. d., p. 518. 
78 ldem, p.73. 
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De la funümenlKl6n y motlvmc:l6n la Segunda Sala de 
la Suprema Corte de Justicia ha dictado la jurisprudencia 257: 

"De acuel'do con el anlculo 16 de la Constitución 
Fedetll acto de autoridad debe estar adecuado y 
suficientemente fundado y motivado, entendiéndose 
por lo primero que ha de expresarse con precisión 
el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, 
que también deben señalarse, con precisión, las 
circunstancias especiales, razones paniculares o causas 
Inmediatas que se hayan tenido en consideración para 
la emisión del acto; siendo necesario, además, que 
exista adecuación entre los motivos aducidos y /as 
normas aplicables, es decir, que en el caso concreto 
se configuren las hipótesis normativas." 

A.R. 8280/1987 - Augusto Vallejo Olivo, Junio 24 de 
1H8. 5 votos. Ponente: Mtro. José Rivera Pérez 
Campos. A.R. 3113/1989 - Ellas Chahln. Febrero 20 
de 1910. 5 votos. Ponente: Mtro. Pedro Guerrero 
Maftlnez. A.R. 4115/1988 - Emeterlo Rodrlguez Romero 
y Coegs. Abril 26 de 1911. 5 votos. Ponente Mtro. 
JofQfl Sarecho Alvarez. A.R. 2418/1915 - Maria del 
SoCorro Castrej6n C. y otros acumulado. Marzo 31 
de 1917. Unanimidad de 4 votos. Ponente: Mtro. 
Carlos del Ria Rodríguez. A.R. 512411916 - Ramiro 
Tarango R. 11' otros. Abril 28 de 1917. 5 votos. Ponente 
Miro. Jorge IMrritu. JURISPRUDENCIA 2a SALA Séptima 
~poca. Volumen Semestral 91-102, Tercera Pane, Pág. 
143. JURISPRUDENCIA 2,¡ALA Informe 1918, SEGUNDA 
PARTE, tesis 3, Pág. 1. 

79 .IU........UDINCIA YTHll 1081tEIALIENTEI 117 .. 1171, Ac1ualizacl6n VI Penal, 
Sulltnhldat por la la. Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Ediciones 
Mayo,Waieo, 11181, Pig. 148. 
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El maestro Burgoa, nos dice cuales son las condiciones 
para fundar un acto de molestia: 

"1. En que el órgano del Estado del que tal acto 
proven(JB, esté Investido con facultades expres11mente 
consignadas en la norma jurldica (ley o reglamento 
para emitirlo; 

2. En que el propio acto se prevea en dicha norma; 

3. En que su sentido y a/canees ajusten a /as dispo­
siciones normativas que lo rijan; 

4. En que el citado acto se contenga o derive de 
un mandamiento escrito, en cuyo texto slo expresen 
los preceptos especificas que lo apoyen." 

La motivación es la que "indica que las circunstancias y 
modalidades del caso particular encuadren de~~o del marco 
general correspondiente establecido por la ley.' 

"No podrá librarM nlngune orden de aprehenetón 
o detención elno por la eutorldad judicial, •In que 
preceda denuncia, ecuuclón o queralla de un 
hecho determinado que la ley CMtlgue con pena 
corporal, y aln que Ht6n apoyada aqu611u por 
declaración bajo protnta, de peraona digna de fe 
o por otroa d8toe que hagan probable ta reaponaabi· 
lldld del Inculpado, hecha excepción de toe cuoa 
de flagrante delito en que c&111tquler• per90na puede 
aprehender •I dallncuente v a aue cómpllc•, 
ponltndoloa aln demora a dlspoalcl6n de ta autorlded 
lnmedleta." 

80 Burgoa, Orihutla, Ignacio, Op. Cit., pp. 517-581. 
81 Jcltm, p. 5811. 
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Del pitrafo transcrito se desprende que sólo la autoridad 
judicial ea la única facultada para poder girar una orden de 
aprehensión o detención, que no sea derivada de una sentencia 
judlelal, sino que se gire simplemente como un hecho preventivo, 
debiendo cubrir ciertos requisitos, tales como la presentación 
de una denuncia, acusación o querella, misma que es solicitada 
por el Ministerio Público al Juez, ya que la autoridad judicial 
no puede actuar de oficio. Cabe agregar que al expresar 
autoridad judicial, se refiere al órgano estatal que forme parte 
del poder judicial, ya sea local o federal. 

Se desprende de este articulo que sólo basta que los 
elementos procesales hagan probable la responsabilidad ~ 
un Inculpado, para que la orden de aprehensión resulte legal. 

Es importante determinar las diferencias entre denuncia, 
acusación o querella; entendiendo por denuncia, la comunicación 
que cualquier persona puede hacer ante el Ministerio Público, 
sobre la posible comisión de un delito que sea perseguible 
de oftcto; 8CUll8Ci6n, es la Imputación directa que se hace a 
persona determinada de la posible comisión de un delito, ya 
sea de oficio o a petición de ta víctima, y; querella es la 
manifestación de voluntad, de ejercicio potestativo , formulada 
por el sujeto pasivo o el ofendido con el fin de que el 
Ministerio Público tome conocimiento de un delito no perseguible 
de oficio, con la finalidad de integrar la averiguación previa 
correspondiente y en su caso ejercitar acción penal. 

Los hechos de una denuncia, acusación o querella deben 
tener como sanción una pena corporal, cabe hacer notar que 
el articulo 16 no contempla los casos en que la sanción sea 
pecuniaria o alternativa, siendo esta última la que queda al 
arbitrio del juzgador. 

82 Clatro, Juventino V .• 0.tMlnyAlllpMo, Editorial Porrú•. Mblco, 1983. p. 46. 



La denuncia, acusación o querella deben estar apoyadas 
por declaración de persona digna de fe y bajo protesta o por 
otros datos que hagan probable su responsabilidad, al respecto 
fa Suprema Corte de Justicia de fa Nación a sustentado: 

"1491 ORDEN DE APREHENSIÓN.· Sólo podrá librarse 
por ta autoridad judicial, y mediante los requisitos 
exigidos por el articulo 16 de la Constitución, sin que 
entte dichos raquisitos esté la previa comprobación 
del cuerpo del delito, bastando por to que toca a la 
declaración testimonial, ta de un sólo testlf1C?L que 
apoye suficientemente la acusación." Quinta tpoca. 
Tomo XIX. Pág. 1102. Concha Femando. 1a. SALA 
Apéndice de JurísptUdencia 1975 SEGUNDA PARTE, 
Pág. 430, 2a Relacionada de la JURISPRUDEN~ 
"ORDEN DE APREHENSIÓN', tesis 205, Pág. 430. 

"1492 ORDEN DE APREHENSIÓN.· Para librarla, no 
es Indispensable que la denuncia de un hecho delic­
tuoso esté apoyada precisamente en declaraciones 
de personas dignas de fe, sino que basta que la 
denuncia esté apoyada en datos que haQSn probable 
la responsabilidad del inculpado." Quinta Epoca: Tomo 
XX Pág. 1072. Garlzuerleta Mitciades. 1a. SALA Apén· 
dice de Jurisprudencia 1975 SEGUNDA PARTE, Pág. 
436, 108 Relacionada de la JURISPRUDEN'if'. "ORDEN 
DE APREHENSIÓN', tesis 201, Pág. 433. 

"ORDEN DE APREHENSIÓN, PRUEBAS PARA 
FUNDARLA. Conforme al attlcu/o 16 constitucional, 
se raquiere que la denuncia, acusación o querella de 
un hecho determinado, que la ley castiga con pena 
corporal, estén apoyadas por declaración bajo protesta, 
de persona digna de fe, que haga probable la responsa-

83 JUlllll'llUOENCIA Y TISll 10911HAUENTEI 1174-1171, Actu•lliaclOn IV "9n91, 
Su1!9nhld11 por I• 1•. s.la de I• Supr•m• Corte de Ju1ticl• de la NaclOn, Segund• 
Ediel6n, EdicionH M•Vo. M6KiCO, 19111. P6g. 807. 

11-1 ldtm, p. ll07. 



bllldad del Indiciado; de modo que si los testigos 
varían sus primeras declaraciones, esa circunstancia 
los despoja del carácter de personas dignas de fe, 
que exige el articulo 16 constitucional, para tomar en 
cuenta e/ dicho del que deriva la presunta responsa­
bilidad del Indiciado, y la orden de aprehensión dictada 
en tales condiciones es violatoria de garantlas." 
T. LVII, p. 1366, Amparo penal en revisión 3021/38, 
Femdndez Guerra Sa1vag¡r, 10 de agosto de 1938, 
unanimidad de 4 votos. 
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En el Derecho Procesal Penal, "una persona es digna de 
fe cuando al declarar se apega estrictamente a la verdad, se 
conduce rectamente con arreglo a la naturaleza, caracteres, 
clrcunatancias y consecuencias de la conducta o hecho delictivo 
y de 61 o los,e1ujetos que, en su caso, señala como autores 
de la misma.' 

"Protesta es un acto formal y solemne en el que se 
hace saber a quien va a emitir un atestado, las penas 
en que se incurren si se declara falsamente, tal y 
como lo prevé n~9tra legislación en el caso de los 
tsstlgos y peritos.' 

Se prevé como excepción los casos de flagrante delito, 
entendiendo por "flagrancia cuando el autor del delito es 
sorprendido en el acto de cometerlo. No es pues, una condición 
intrínseca del delito, si no una característica resultante de una 
relaclón circunstancial del delincuente con su hecho. Su presencia 
en el lugar del hecho Len el instante de su comisión es lo 
que hace la flagrancia.' 

85 Gutrl9ro Llr•, Ezequiel y Enrique Gu1d1rrama L6pez, LI lnterpr-lón Con­
etltuelon•I 11• le luprem1 Corte ele Jutllcll (1117-1H2), Universidad Nacional 
Aut6noma de Mtxlco, 1984. 

fl6 Colln SAncllez, Guillermo, Derecho Mu"- ele Proctdlmltnloa Penlltt, Editorial 
Porrú1, Mtxlco, 11192, p. 2911. 

87 ldtm, p. 2911. 
88 ln1t1tuto d1 lnv11tig•ciont1 Jurídicas, Dlcclon•rlo Jurldlco Mtrlcano, Editorial Porrúa 

y 11 Universidad Nlcion11 Autónoma dt Mtxico, M6xlco, 1991, p. 1455. 
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También se da la flagrancia cuando el autor del delito 
es perseguido materialmente después de haberlo perpetrado, 
siendo el caso que cualquiera puede detener al delincuente 
e inclusive a sus cómplices, debiendo ponerlo sin demora, 
ante la autoridad inmediata, que en este caso serla el Ministerio 
Público. 

Ahora bien, por to que hace a poner al delincuente sin 
demora alguna a disposición de la autoridad, resuHa adecuado 
ya que de fijarse un término para remitir al aprehendido se 
estaría en la posibilidad de privarlo de a1u libertad durante et 
plazo fijado, to que resultarle arbitrario. 

"Solamente en c .. o• urgentea, cuando no hava 
en el lugar nlngug autoridad judicial y trattndoM 
de delitoa que H peralguen de oficio, podr• la 
autoridad admlnlatratlva, bajo au mta "trecha re• 
ponAbllldld, c:tecnts la dltenclón de un acuHdO, 
ponl6ndolo Inmediatamente a dlapoalcl6n de la 
autorldlld Judlc .. I. • 

El licenciado Rafael Pérez Palma nos explica que al 
determinar el artículo 21 constitucional, que la persecución de 
los delitos incumbe al Ministerio Público y que a la autoridad 
judicial corresponde exclusivamente la imposición de las penas, 
es una razón por la cual no debla mencionarse en este párrafo 
a ta autoridad judicial, ya que el Ministerio Público es la 
autoridad encargada de iniciar la averiguación ~via y llevar 
a cabo todos los trámites que ésta comprende. 

Por lo que hace a la práctica de este ordenamiento, 
podemos apreciar que sólo se aplica en aquellos lugares en 
tos que únicamente cuentan con una autoridad administrativa, 
tales como los Presidentes Municipales, Recaudadores de 
rentas y otros semejantes, sin embargo su función es estricta-

89 Castro. Juventino V., o,. cit., p. 47. 
90 P6rei Palma, Rafael, fUllUlnallloe Colletlluelollllea del ProcMlmletlto "-1. 

Editorial, M6•1CO, 1974. p. 111. 
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mente detener al delincuente y ponerlo inmediatamente a 
disposición del Ministerio Público, ya que ta autoridad judicial 
no se encuentra facultada para recibirlo conforme lo estipulado 
en el artículo 21 , no siendo aplicable e¡¡ aquellos lugares en 
que ha~· oficinas del Ministerio Público. 

"En toda orden de cateo, que 1610 la autoridad 
judicial podr• expedir v que Hré escrita, se expresaré 
el lugmr que ha de lnapacclonarn, la persona o 
personas que hayan de aprehenderse v loa objetoe 
que •• buscan, a lo que únicamente debe llmltaree 
la diligencia, levantándose, al concluirla, un acta 
clrcun1tanclada en presencia de do• teatigoa 
propuesto• por el ocupante del lugar cateado o, 
en su ausencia o negativa, por le autoridad que 
practique la diligencia." 

Se entiende por cateo, el registro y allanamiento de 
un domicilio particular por la autoridad con el propósito de 
buscar personas u objet~ que están relacionadas con la 
investigación de un delito. 

Por lo que hace a ta parte citada del artículo 16, encontramos 
como garantía de seguridad jurídica, la necesidad de que et 
cateo sea por escrito y ordenado por una autoridad judicial, 
que es aquel órgano constitutivo del Poder Judicial, esto es, 
se requiere de ciertas formalidades. Al señalarse que debe ser 
por escrito, se esta prohibiendo que dicha orden sea verbal. 
ya que de hacerlo se consideraría violatoria de ta garantía 
constitucional. 

91 P6rez Palma. Rafael. Op. cit .. p. 182. 
n Diccionario Jurldlco Me1lc1no. Op. Cit., p. 432. 



Es necesario que toda orden de cateo sel'lale concreta­
mente el lugar que ha de inspeccionarse, mismo que puede 
ser la casa habitación del inculpado o cualquier otro lugar 
cerrado, de personas o cosas relacionadas en ta comisión de 
un delito y en ceso de llevar aparejado un mandamiento de 
detención o aprehensión, debe expresar claramente la constancia, 
la persona o personas que han de estar sujetas a dicha orden. 

Una vez concluido el cateo, la autoridad tiene como 
obligación la de levantar un acta circunstanciada en presencia 
de dos testigos se"alados por el ocupante del lugar cateado 
y de no darse tal evento los nombrará la autoridad que lleve 
a cabo el cateo. 

Cabe mencionar, que el cateo se puede efectuar durante 
la averiguación previa, sin necesidad de ejercitar acción penal, 
por lo que el Ministerio Público puede solicitarlo ante el Juez, 
pudiendo realizarse por el personal judicial, por el Ministerio 
Público o por ambos, lo anterior lo establece el artículo 61 
del Código Federal de Procedimientos Penales; sin olvidar que 
dicha fJáctica también se lleva a cabo durante el procedimiento 
penal. 

•u autoridad admlnlttratlva podr6 practicar vlanaa 
domk:lllarlae únicamente para cerciorare• de que 
se han cumplido loe reglamento• untterloa y de 
pollcla; y exigir la exhibición de los llbroe y papelu 
lndl1penublH par• comprob8r que H h8n llC8tlldo I•• dlepoelclon.. n.c.tu, sujmt6ndoM en estoe 
caeoa • la• leyu r~lvu y a 1 .. formalldadea 
pre1crnae para loe cateo•.• 

En este apartado se faculta a la autoridad administrativa 
para realizar visitas domiciliarias sin necesidad de una orden 
judicial, misma que podrá hacer siempre y cuando tenga por 
objeto constatar si se cumple o no con los reglamentos de 
policla y buen gobierno, así como con las disposiciones fiscales. 

93 Dlcclofl•rlo Jurídico **-· Op. cit .. p. 433. 
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La autoridad administrativa queda facultada para poder 
entrar a establecimientos industriales o mercantiles y a domicilios 
particulares; en cuanto a las autoridades fiscales, ya sean 
federales o locales quedan facultadas para e1Cigir la exhibición 
di libros y papeles con el Objeto de comprobar si se ha 
cumplido con las obligaciones tributarias; en caso de no 
cumplirse con los reglamentos, así como con las obligaciones 
fiscales. pueden multar, clausurar o imponer tas sanciones 
administrativas correspondientes. 

Ahora bien, las visitas domiciliarias no requieren de un 
mandato escrito, pero si tienen la obligación de levantar una 
acta circunstanciada y en caso de no hacerlo tal acto queda 
sin validez, debiendo además de contar con la presencia de 
dos teatigos que deberán firmar y serán nombrados por las 
personas que se encuentren en el establecimiento y de no 
hacerlo lo hará la autoridad en su lugar. Al levantar el acta, 
ésta deberá contener todos los requisitos que se establecen 
en el articulo 16 constitucional en su parte tercera. 

Tesis Jurisprudencia! que sostiene la Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia: 

"Para que las actas relativas a las visitas domiciliarias 
ptacticadas por la autoridad administrativa tengan va­
lidez y eficacia probatoria en juicio, es necesario que 
satisfagan la exigencia establecida por el articulo 16 
constitucional, consistente en haber sido levantadas 
en presencia de dos testigos propuestos por el ocupante 
del lugar visitado o, en su ausencia o ~r.iativa, por 
la autoridad que practique fa diligencia." 

Los siguientes dos párrafos fueron creados o adicionados 
por el articulo primero, del Decreto de 2 oe febrero de 1963, 
publicado en el Diario Oficial de 3 del mismo mes y año. en 
vigor al día siguiente, para quedar como sigue: 

9.1 Burgoa Orih11efa. Ignacio. Op. cit .. p. 613. 



•t.a c:orreepondencl8 que bajo cubierta circule por 
lnntaf9tunt•rillbredetodoreglatro, yauvlol•clón 
••ri penlld• por I• ley •• 
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Con esta garantla se prohibe a las autoridades y a todas 
1 las personas en general que registren o Intercepten toda 

correspondencia depositada en las oficinas o buzones de 
correos; ademés protege el reconocimiento a la persona y a 
su intimidad ya que nadie tiene derecho a penetrar en la 
misma. sin el expreso consentimiento de aquella, protegiendo 
así al remitente y al receptor de la correspondencia que debe 
estar protegida por un sobre o cualquier otro método. 

"En tiempo de pu ningún miembro del Ej6rclto 
podr6 •lof•ru en c ... particular contr• I• volunted 
del duel\o, ni Imponer pratmc16n •lgum. En tiempo 
de auerr• loe mlllterea podr6n exigir •loJ•mlento, 
begeJN, •1mentoe y otr• prnttlelonee, en loe 
t6rmlnoa que eatablezc• I• ley marcl•I 
correapondlente.• 

Este pérrafo, sin variación alguna ocupó hasta la reforma 
constitucional de 1983, el espacio del articulo 26 de nuestra 
Carta Magn•. mismo que pasó a formar parte del articulo 16 
en las reformas de 1983. 

En este texto se habla sobre la requisición, que etimológica­
mente deriva del latín requlalto-onla, acción de requiro: requerir 
o sea exigir con potestad. Se define como la "demanda 
imperiosa hecha por el gobierno, para poner a su disposición 
las personas o las cosas que se necesiten con urgencia para 
un servicio público." En nuestro país se refiere a la materia 
laboral y a la militar, siendo esta última la ~e nos ocupa y 
que sólo es aplicable en tiempos de guerra. 

9S DlcclOnerlo Juffdlco MllllMo. ~.cit., p. 2IOI. 



"Jurldlcamente, requisición es la expropiación de bienes 
o e/ uso forzoso de muebles o inmuebles, e incluso 
la incorporación transitoria de personas en determi­
nados seNicios, dictada por la autoridad competente, 
para poder satisfacer o realizar algo que exige de 
Inmediato la tranquilidad o el orden PljJ'lico y con 
fundamento en la legislación aplicable." , 
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Disposición ésta, que tiene íntima relación con el artículo 
129 de la Constitución y que dice. "En tiempo de paz ninguna 
autoridad puede ejercer más funciones que las que tengan 
exacta conexión con la disciplina militar." 

De lo anterior se desprende que sólo en casos de guerra 
podr6 ser aplicable este precepto, teniendo como única finalidad 
la seguridad nacional de nuestro país. 

D) Comentarlo y Jurisprudencia del artículo 
19 antes de IH reformas de 1993 

Las garantías Individuales que consagra el artículo 19, 
son ras relativas al procedimiento penal, que comprende desde 
el auto de Inicio hasta dictar sentencia definitiva, contemplando 
asr las garantías del inculpado y del sentenciado, impone 
adem61 a la autoridad judicial diversas obligaciones y prohi· 
blciones. 

"Artfculo 11. Ninguna detención podr6 exceder del 
t6rmlno de tru dfaa, aln que se juatlflque con un 
auto de formal prlalón, en el que ae expreaar6n: el 
delito que .. Impute al acusado; loe elementos que 
constituyen equtl; lugar, tiempo y clrcunatanclas de 
ejecución y los datos que arrOje la averiguación 
previa, los que deben Hr bastantea para comprobar 
el cuerpo del delito y hacer probable la 

96 DlleiOMrlO .lllllclleo Mulc1no Op. e"., p. 2808. 



rnponaabllld8d del .:uudo. La 1nrr.ccl6n de eata 
dlepoalel6n hace re1pon1eble a le autoridad que 
orden• la ctetencl6n o I• con11ente, 'I a loa agente•, 
mlnl1troa, elceldel o carcelero. que le etecuten.• 
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El presente articulo indica que ninguna persona puede 
ser detenida por m6s de tres días. sin que previamente exista 
una justlllcact6n como ea el auto de formal prlll6n, entendiendo 
por este la "resolución dictada por el órgano jurisdiccional, 
durante el curso del proceso penal, en cuya virtud se tija la 
calificación legal de un hecho consignado por la acusación y 
se atribuye a un sujeto, previamente seftalado por ésta, la 
responsabilidad penal corres!fl'diente, con car6cter provisional 
y en grado de probabilidad. 

El Ministerio Publico es el encargado de ejercitar acción 
penal cuando en su caso corresponda, siempre y cuando 
estén satisfechos los requisitos que establece el articulo 16 
constitucional, una vez efectuado lo anterior solicita al Juez 
se gire la orden de aprehensión, con la obligación de decretar 
el auto de formal prisión, si es que procede, en un término 
de setenta y dos horas, tiempo en el que har6 un estudio 
de los hechos consignados en autos y si de ellos se desprende 
la presunta responsabilidad penal, la comprobación de los 
elementos integrantes del cuerpo del delito que merezca pena 
corporal, ordenará lo conducente. 

Una vez concluido el término de setenta y dos horas el 
Juez puede decretar tanto el auto de formal prisión, asr como 
en su caso auto de soltura, de libertad por falta de méritos 
o de libertad por falta de elementos para procesar y también 
puede ser auto de formal prisión con sujeción a proceso, 
cuando la consignación se hizo sin detenido. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación a considerado 
en diversas ejecutorias los requisitos formales que debe contener 
el auto de formal prisión y que son: 

97 DlcclOlllrlo .lurldlco, ott. otl .• p. 269. 



"Que este comprobado el cuerpo del delito, asl como 
loa datos sobre la probable responsabilidad del pro­
cesado; esto último puede no estar suficientemente 
11t:f8dlt1do, se requiere solamente la presunción; en 
cambio, el cuerpo ,¡et delito siempre debe compro­
barse plenamente." 
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De las consecuencias que puede tener el auto de formal 
prisión, P6rez de Palma nos dice: 

"1. Señalar el delito o delitos por los que se ha de 
seguir el proceso. 

2. Señalar la fecha en que comienza a correr el 
Mnnino para conclusión del proceso; 

3. En algunos casos, de este auto dependerá la 
procedencia o Improcedencia de la libertad bajo de 
fianza, o de la revocación de la que se hubiere 
concedido; 

4. Si hubiere temor de que el inculpado oculte o 
enajene sus bienes para evitar el pago de la repara­
ción del daño, el juez podrá decretar el embargo de 
bienes de su propiedad; 

5. Podrá igualmente procederse a la restitución al 
ofendido en el goce de los derechos que estén 
plenamente justificados y que hubieren sido ~ertur­
bados con motivo de la comisión del delito." 

El articulo 297 del Código de Procedimientos Penales, 
establece los requisitos que debe contener el auto de formal 
prisión, mismos que se transcriben: 

"l.· La fecha y hora exacta en que se dicte; 

98 Colín Slnchtz, Guillermo, Op. Cit., p. 325. 
99 lcltm., p. 228. 



11. - La expresión del delito imputado al reo por el 
Ministerio Público; 

111. - El delito o los delitos por los que deberá seguirse 
el proceso y la comprobación de sus elementos. 

N.- La expresión del lugar, tiempo y circunstancias 
de ejecución y detmls datos que arroje la averiguación 
previa, que serán bastantes para tener por comprobado 
el cuerpo del delito; 

V.- Todos los datos que arroje /a averiguación, que 
hagan probable la responsabilidad del acusado, y 

VI. - Los nombres del juez que dicte la determinación 
y del secretario que la autorice." 

91 

El artículo en cita se relacionaba con el articulo 107 
fracción XVIII de nuestra carta magna y señalaba: 

"Los alcaides carceleros que no reciban copia auto­
rizada del auto de formal prisión de un detenido, 
dentro de las setenta y dos horas que señala el 
articulo 19, contadas desde que aquél esté a dispo­
sición de su juez, deberán llamar la atención de éste 
sobre dicho particular, en el acto mismo de concluir 
et término, si no reciben la constancia mencionada, 
dentro de las tres horas siguientes, lo pondrán en 
libertad ... " 

El Reglamento de Reclusorios del Distrito Federal en su 
artículo 4 repite el contenido del articulo antes citado, agregando 
que se levantará el acta administrativa correspondiente, docu­
mento del que se debe remitir una copia al Ministerio P61Plico 
para que proceda, en contra del órgano jurisdiccional. 1 

100 Colln Sinclltr. Guillermo, o,t. cH., pp. 326-321. 
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Allml1mo, el artículo 18 de la Ley de Responsabilidades 
de funcionarios dice: son delitos oficiales: 

"XXII. No hacer cesar la privación indebida de la 
llbefflJd de algunas personas, en los casos en que 
estuviere en sus atribuciones: 

XXIII. No denunciar ante sus superiores jerárquico, o 
ante la autoridad que en su caso corresponda, la 
privacldn Ilegal de la libertad de alguna persona que 
twiere conocimiento; 

N. Para los delitos ·delinictos en las tracciones IX a 
XXIII, prisión de seis meses a seis años, multa ~? 
veinticinco a mil pesos y destitución de empleo." 1 

"Todo proceeo N HgUlri forzournente por el delito 
o delnoa ""8lllcloe en al auto da form11 prl116n. SI 
en I• ucuel• de un proceeo •P1rec:lere que H h• 
cometldoundelftodlltlntodet queH plf9lgue, deber6 
..., Hr obfeto de KUUC:lón 91P1rllCI•, aln perjuicio 
de que deepu6e puad8 decret1rae I• acumulación, 
•I fuere conducente." 

El auto de formal prisión, además de iniciar el proceso, 
sellala el delito por el cual ha de seguirse el proceso, es 
decir, fija el tema del proceso. El juez en el auto de formal 
prisión puede cambiar la clasificación del delito que hizo el 
Mlnlaterio Público en la consignación, siempre que se trate de 
los ml1mos hechos. Por regla general no se puede realizar 
el cambio durante la instrucción, con excepción del delito de 
lesiones a homicidio, en caso de que el lesionado fallezca 
dentro de los sesenta días a que se refiere el artículo 303 
fracción 11 del Código Penal, debiendo dictar auto

1
8¿asificatorio, 

comprobando el cuerpo del delito de homicidio. 

101 fltrez de Palma, Ralaal, Ofl. e", p. 238. 
102 Atilla llH, Fernando, El Procedllllleftto 1'9Ml en M611Co, Editorial Editores Mexicanos 

Unielol, Mtxlco, 1972, pp. 90 v 91. 



"El delito se señala genéricamente, sin que sea nece­
sario expresar las circunstancias modificativas o califi­
cativas que puedan concurrir ni el grado de ejecu­
ción del delito o de culpabilidad o participación del 
proceso. 11103 
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No es posible dictar sentencia por delito diferente del 
se"alado en el auto de formal prisión, lo anterior tiene como 
fundamento el articulo 160 de la Ley de Amparo, ya que de 
ser sentenciado por delito diverso, se considerarán violadas 
las leyes del procedimiento y privado de defensa al quejoso. 

"Art. 160.- No se considerará que el delito es diverso 
cuando el que se expresa en la sentencia sólo 
difiera en grado del que haya sido materia del 
proceso, ni cuando se refiera a los mismos hechos 
materiales que fueron objeto de la averiguación, 
siempre que, en este caso, el Ministerio Público 
haya formulado conclusiones acusatorias cambiando 
la clasificación del delito en el auto de formal prisión 
o de sujeción a proceso y el quejoso hubiese sido 
o/do en defensa sobre la nueva clasificación durante 
el juicio propiamente tar'. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación a sustentado: 

"1545. Formel pr181ón, euto de. Por mandato constitu­
cional, todo proceso se seguim precisamente por el 
delito señalado en aquel auto, que, por lo mismo, es 
el soporte ineludible de toda condena. De manera 
que se violan garantlas al pronunciarse ésta por tres 
delitos cuando en el repetido auto de formal prisión 
solamente se alude a dos de ellos, pero respecto al 
tercero hay omisión total en cuanto a elementos 
constitutivos del mismo y circunstancias de ejecución, 
así como a los datos de comprobación del cuerpo 

101 Alilla 811, Fernando, p. llO. 



del delito y la probable responsabilidad del acusado, 
datos que ,Jtmbién son constitucionalmente 
Imperativos." 

"1546. FonMI Prlel6n y Sentencie. Si en un proceso 
se decreta auto de formal prisión por delito de robo 
exclusivamente, subsumiéndose indebidamente a él 
un daño en propiedad ajena por imprudencia doloso, 
con la Imposible licencia de considerar a ambas 
figuras como un solo tipo delictivo, es indudable que 
al dictar sentencia sólo debió tomar en cuenta al 
primero y no al segundo delito, por imp~e¿rselo 
terminantemente el artículo 19 constitucional." 
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El auto de formal prisión así como el de sujeción a 
proceso se dietarán en relación con el delito confirmado, 
aunque se cambie con ello la apreciación dada en resoluciones 
anteriores, cabe aclarar que no es el acusador el que define 
la pretensión acusatoria, ya que es el Ministerio ,&úblico el 
que precisa el delito por el que se acusa al reo. 

"Todo el maltrlltamlento an la aprehensión o en lea 
pr181onae; toda molntla qua u Inflara aln motivo 
legal¡ toda gabela o contribución en laa circelea, 
eonabuaoequeHr6ncorregldoporlaalayeay reprlmi· 
do por laa autorld8daa." 

Este último párrafo establece medidas de seguridad tanto 
para los que se encuentran en prisión preventiva, como para 
los que están cumpliendo sentencia, tratando de evitar con 
ello los constantes abusos que se cometen en las ordenes 
de aprehensión y en las cárceles, desvirtuando el tratamiento 
humano a que tiene derecho todo delincuente, tutelando de 
esa manera la Integridad flsica y garantizando las condiciones 
de vida y trato Individual dentro de las cárceles. Ahora bien, 

104 Ellnjullllllllerlto "9nal Muleano. Bri .. ~o Sierra Humberto, Editorial Trillas, México, 
1 ... p.81. 

105 ldem. p. 112. 
106 ICMm, p. 191. 
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esta disposición se encuentra relacionada con el artículo 22 
de nuestra Constitución, que prohibe la existencia jurídica de 
penas infamantes, inusitadas y trascendentales. 

E) Comentarlo y Jurisprudencia del artículo 
20 antes de I•• reformas de 1993 

El constituyente de 1917 dividió el artículo en diez 
fracciones, las cuales contienen los principales derechos del 
inculpado sujeto a un proceso criminal, al respecto el maestro 
Burgoa señala: "las garantías individuales que están 
involucradas en este precepto de nuestra ley Fundamental 
se refieren al procedimiento penal comprendido desde el 
auto judicial inicial hasta 1ft,

7
sentencia definitiva que recaiga 

en el proceso respectivo." 

los derechos y garantías contenidas en las fracciones 
111, IV, VII y IX, fueron tomadas de la Constitución de 1857, 
en cambio las otorgadas en las fracciones I, 11, V, VI, VIII 
y X, derivan del Proyecto de Constitución de Don Venustiano 
Carranza. 

El texto original del artículo 20 de 1917, se transcribe a 
continuación, así como las reformas que ha sufrido hasta antes 
de 1993. con sus respectivos comentarios. 

"En todo ¡ulclo del orden crimina! tandri al acuaado 
la• algulentee garantíae: 

"1.lnmedlatamentequeloaollclteeeripueatoenllbertad, 
bajo la fianza haata de diez mil pe1oa, aegún aua 
clrcunatanclH peraonalea y la gravedad del delito 
que u le Impute, 1lempre que dicho delito no merezca 
aer castigado con una pena mayor de cinco añoa 

107 Burgoa Orihu1la, Ignacio, Liia .. r1111laa lndlvldualff, Vig6simouguncla Edición, 
Editori•I Porrúa, S.A., Mtxico, 1919, p. &40. 



de priel6n y aln ma requlaltoa que poner I• auma 
de dlMro reepectlv• • dlepOllcl6n de I• •utorlde, 
u otorpr caución hlpotecltrl• o peraon•I, bast•nt• 
para aaegurart•:" 
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En esta fracción se garantiza la libertad personal del 
ciudadano, al darle el derecho de obtener su libertad provisional, 
siempre y cuando el delito que se le impute no merezca una 
pena mayor de cinco aflos de prisión, debiendo además otorgar 
una fianza. 

El Código de Procedimientos Penales para el Distrito y 
Territorios Federales de 1931, en su artículo 556, disponía: 
"Todo acusado tendrá derecho a ser puesto en libertad bajo 
caución, siempre que el máximo de la sanción corporal 
correspondiente al delito imputado no exceda de cinco años 
de prisión. En caso de acumulación deberá atender al máximo 
de la pena del delito más grave." 

No obstante lo seflalado en el artículo que antecede, la 
Corte declaró dicho precepto inconstitucional y afirmó que la 
libertad bajo fianza a la que se refiere la fracción 1 de la 
norma 20 constitucional deberla concederse atendiendo el 
término medio aritmético de la p~na y no el máximo de la 
pena correspondiente al delito imputado, misma que fue con­
firmada por varias ejecutorias y constituyó finalmente la tesis 
333 de jurisprudencia definida, publicada en el tomo LXIV del 
Semanario Judicial de la Federación. 

A partir de la jurisprudencia citada, el texto constitucional 
era ya interpretado en ese sentido, lo que provocó que en 
1948 sufriera una reforma, misma que fue publicada el 2 de 
diciembre del mismo año, para quedar así: 

•t. Inmediatamente que lo solicite será puesto en 
libertad b•Jo fianza que flj•r• et juez tomando 
en cuenta aua clrcunatanclH peraonales y la 
gravedad del delito que ae te Impute, siempre 
que dicho delito merezca aer cHtlg•do con pena 
cuyo 1'rmlno medio arltmttlco no aea mayor de 
cinco ai\oa de prlalón, aln máa requlaltoa que poner 



I• •umtt de dinero rHpeetlva, • dl..,aeicl6n de I• 
•utorld•d u otorgar c•ucl6n hlpotec.,I• o 
per•on•I b••tante p•r• aeegur.,la, balo I• 
r•eponublllded del fuu en •u acepl•cl6n.• 

"En ningún c .. o I• tl•nze o caución ••ri m•yor 
d• tll0,000.00, • no Hr que •• trate de un d•llto 
que repre•ent• p•r• eu •utor un beneficio 
económico o c•u•e • I• vfctlm• un d•ño 
patrlmonl•I, puH en ••toe c .. oa I• g•r•ntf• .. ,,, 
cu•ndo menoa, tre• vece• m•yor al beneficio 
obtenido o al dafto ocHlon•do. 
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Guillermo Cotln S6nchez considera que: "La libertad bajo 
caución es el derecho otorgado por la Constitución Polltica 
de loa Estados Unidos Mexicanos • todo sujeto objeto de un 
procesamiento, para que. previa satisfacción ele ciertos requi­
sitos especificados por la Ley, pueda obtener el goce de au 
libertad, siempre y cuando el término medi~ofrltmético de la 
pena no exceda de cinco anos de prisión." 

Es Importante indicar la definición de prisión preventiva, 
de la que Rafael Pérez Palm• dice que es " ... una medida 
precautoria, necesaria, no solamente par• asegurar la persona 
del imputado, y p•ra evitar que pueda substraerse a la acción 
de la justicia, sin "'"ª presencia la aplicación del derecho 
resultaría imposible." 

tos Colín SAnchez. Guillermo. DltMllO ......_ * ProaMllRl•lllOe ,....,_, Editorilll 
Porrú•. S.A., MiKICO, D.F .. 11175, p.422. 

109 Nr•z P•lm1, Raf .. I, Qufe •Derea!IO Pr-' Penal. C4rden11 Editor~ Distribuidor, 
Mt•ICO, D.F., 11175, p. 422. 
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Aaf también, el doctor Sergio Garcla Ramlrez entiende que 
la prisión •preventiva sirva para Impedir la fuga y poner al 
Inculpado a disposición del juez, evitando que haga desaparecer 
las pruebas, advierta a sus cómplices, soborne o Influencie a 
lol t~'IJ'89• eat6riles lu pesquisas y oculte el producto 
del delHo." 

En virtud de ser inmediata la concesión de la libertad 
provisional, no admite la formación de Incidentes, puesto que 
debe ser otorgad• en la misma pieza de autos, tal como lo 
seflala el artfculo 558 del Código de Procedimientos Penales 
para el Distrito Federal que dice: 

"Mlculo 558. Cuando proceda la libertad caucional, 
reunidos los requisitos legales, el juez la decretará 
Inmediatamente en la misma pieza de autos." 

No obstante, el sistema de nuestros códigos procesales 
es contrario al telCto constitucional, por cuanto a que la libertad 
cauciona! procede hasta el momento en que el inculpado ha 
rendido su declaración preparatoria, tal como lo establece el 
Mfculo 290 fracción 11 del ordenamiento procesal del Distrito 
Federal. 

La declaración preparatoria puede ser tomada hasta 48 
horas después de que al procesado quede a disposición del 
juez, durante ese lapso se ve Impedido para obtener el beneficio 
de la garantla constitucional; y en la práctica se ha observado 
que se atiende mú al ordenamiento procesal que al contenido 
del artfculo 20 fracción 1 de nuestra Carta Magna. 

110 Garcla Rllmirtr, Sergio, Cur• 11• Defacho Pr-1 Penal. Editorial Porrúa, S.A., 
Mt•lco, D.F., 1177. P. 409. 
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Como podemos apreciar se estableció el principio de que 
la libertad procede siempre que el delito merezca ser castigado 
con pena cuyo término medio aritmético no sea mayor de 
cinco años, llevando el monto de la fianza o caucl6n a 
$250,000.00 como méxlmo, salvo que se trate de delitos 
patrimoniales, caso en el cual la garantla seré, cuando men1~l tres veces mayor al beneficio obtenido o al daño causado. 

Se consideró que la cantidad de $250,000.00 deberla ser 
establecida como méximo cauciona!, ya que asl se garantizaba 
efectivamente el arraigo del procesado. 

Se crearon asl dos categorías de cauciones o garantías, 
relativas a los delitos que tienen el beneficio de la libertad 
bajo caución. Por un lado donde se encuentran todos los 
delitos cuya pena media no exceda de cinco años; estos 
delitos, siempre y cuando no sean patrimoniales deberén 
garantizarse con un méxlmo de $250,000.00. Los delitos no 
patrimoniales son aquellos que no afectan directamente el 
patrimonio, si no a la Pf/fOna humana, a la sociedad, a la 
nación o a su gobierno. 

Y la otra categoría, se refiere a los delitos patrimoniales, 
para los cuales hay que cumplir con la pena cuyo término 
medio aritmético no sea superior a cinco años, casos en los 
que debe cubrir una garantla por lo menos tres veces mayor 
al beneficio obtenido por el autor del delito o el daño causado. 
Los delitos considerados patrimoniales son el robo, fraude, 
abuso de confianza, despojo, daño en propiedad ajena, los 
cometidos por comerciantes sujetos a concurso, el cohecho, 
el p~culadfh la concusión y los dem6s que sean apreciables 
en dinero. 

111 Zamor• Pierce, Je1ú1, GerMtl.n r Pr- ,....,, Cu1rta Edición, Ediloriel P111rú1, 
S.A. Mtxlco. 1990, pp. 118-117. 

112 Nrez P•lm•. R.lfffi, Op. cN .. p. 275. 
113 P6rez P.,ma, R.lfffl, Op. cN .. p. 274. 
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En el Diario Oficial de la Federación del 14 de enero de 
1985, se publica una nueva reforma a la fracción en estudio, 
para quedar como sigue: 

"l. lnrnecll8tamente que lo aollclte 1er6 punto en 
libertad provlalonal b•Jo c.uclón, que fljar6 el 
Juzgador, tom•ndo en cuenta 1u1 clrcunatancia• 
peraon1lea y I• gr1vedad del delito que ae le 
Impute, alempre que dicho delito, Incluyendo aua 
mod1lld1de1, merezca aer Hnclon1do con pena 
cuyo t6rmlno medio arltm6tlco no aea mayor de 
cinco aftoa da prlal6n, •In m61 requl1lto1 que poner 
la aum1 de dinero reapectlva, a dlapo1lcl6n de 
la autorld•d judlcl1I, u otorgar otra caución 
baatante para aaagurarl•, bajo I• reaponHbllldad 
del Juzgador en au aceptación.• 

Antes de las reformas se utilizaba el término fianza, 
mismo que se modificó por el de caución; ambos términos 
se h1n identificado siempre con el concepto dinero, que es 
11 g1rantía que se otorga para obtener la libertad provisional 
y, por tanto, ese valor substituye a la prisión preventiva, 
cimblándose por la libertad provisional que se obtiene y 
que se considera otro bien preciado. 

Guillermo Colln Sánchez nos explica el sentido de estos 
dos términos asl: "A las palabras "caución" y "fianza", común­
mente se les atribuye el mismo significado. No obstante, 
caución denota garantla, y fianza una forma de aquella; por 
ende, caución es el género y fianza una especie. En los 
tribun1les, al emplear la palabra "caución" se quiere significar 
que 11 g1rantla debe ser "dinero en efectivo", y '1ianza" la 
póliza expedida por p,~a institución de crédito capacitada 
legalmente para eso." 1 

Asimismo, Pérez Palma dice: "Terminología. En el Texto 
del precepto se emplean los términos "fianza" y "c1ucl6n". 

114 Colín 5'nchez, Guillermo, Op, e" .. p. 539. 
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Gramaticalmente la caución es la garantla que alguien otorga 
para dejar a otro exento de alguna obligación legal, la seguridad 
que se da para que se cumpla con lo pactado, con lo 
prevenido o con lo mandado. Y la fianza, es simplemente una 
de tantas maneras de otorgar una caución. De aqul que con 
razón se haya dicho que, en tanto la caución es el género, 
la fianza es la especie. En nuestros tribunales es costumbre 
ya establecida la de llamar caución a los depósitos hechos 
en dinero en efectivo para garantizar una libertad bajo de 
fianza; en cambio, por fianza se entiende aquella que otorgan 
las compa~~s afianzadoras u otras personas con el mismo 
propósito." 

En la exposición de motivos dada por el Ejecutivo, misma 
que fue presentada ante la Cámara de Senadores (cámara 
de origen), la Comisiones Unidas Segunda de Puntos 
Constitucionales, Primera de Justicia y Segunda Sección 
de Estudios Legislativos, seflalaron lo siguiente: 

-Coinciden en la conveniencia de cambiar el término 
flanze por el de caución, ya que la primera es la 
especie y la segunda el género. 

-Al incluir las modalidades del delito para otorgar la 
libertad provisional, se debe tomar en cuenta el delito 
efectivamente cometido y no sólo el llamado tipo 
básico o fundamental, esto es. que realmente se 
tipifique de acuerdo a la conducta lllcita atribuida al 
sujeto y no a una hipótesis penal abstracta. 

-Consideran conveniente cambiar el término de juez o 
tribunal por el de Juzgador. por ser un concepto 
genérico que abarca tanto al juez de primera instancia 
como al tribunal de segunda instancia. 

llS Colln S6nchez, Guillermo, Op. en., p. 425. 
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-Por no corresponder a la realidad social, además de 
eer bijas las garantfas económicas, se sustituye por 
m61tiplos del salarlo mlnimo, razón por la que 
propusieron como !Imite máximo de la caución el 
correspondiente a la percepción del salario minimo 
vigente durante dos anos, considerándose desde luego 
el vigente en el lugar en que se cometió el delito. 

•u ceucl6n no exceder6 de la cantidad equivalente 
a la percepcl6n durante doa al'kla del ularlo mfnlmo 
...,...,. .. vfgente en el lugar en que H cometió el 
delfto. Sin embargo, la Autoridad Judicial, en virtud 
de la eapeclal gravedad del delito, la• pertlcularea 
clrcunetancla• peraonatu del Imputado o de la 
vfctlma, mediante reaoluclón motivada, podr6 
Incrementar el monto de la caución haata ta 
cantidad equivalente a la percepción durante 
cuatro aftoa de MIMD mfnlmo vtgantee en el lugar 
en que .. cometió et delfto. • 

Existen casos en que la caución resulta insuficiente, debido 
a la gravedad del delito, de sus características, de las condiciones 
personales del inculpado y de la víctima, situación ésta por 
la que propusieron se duplicara la cantidad citada, al respecto 
las comisiones consideraron más adecuado hablar del equiva­
lente a la percepción de cuatro anos del salario mínimo y no 
del doble, teniendo asi el órgano jurisdiccional facultad para 
hacer ese incremento en los casos concretos, sin que exista 
duda alguna con respecto a la cantidad expresada. 

Por cuanto a quién debe solicitar el incremento, las comi­
siones expresan que de darse esa facultad al Ministerio Público 
darla margen a que dicha autoridad prejuzgara respecto a la 
g111vedad del delito o a las particulares circunstancias del 
imputado o de la victima, por lo que consideran que la facultad 
de Incrementar la caución únicamente debe corresponder a la 
autoridad judicial. 



"81 el delHo .. 1ntenclonal y repr...m. fNlr• eu eutor 
un beneficio econ6rnlco o ceuu • le victime un deito 
y perjuicio petrlmonllll, I• prentfe aer6 cuendo meno• 
tru veces mayor •I beneficio obtenido o• loe dMoe 
y perjulcloa pMrlmonllllee, y ae Mter6 • lo dlepuuto 
en loa p6rrafoa enterlorn. • 

110 

Se Indica claramente que la sanción sólo se aplicaré 
cuando se refiera a delitos Intencionales, lo anterior para evitar 
injusticias cuando se trate de delitos lmprudenciales. 

El Código Penal no utilizaba el término dolo sino Intención, 
pero de las reformas que sufrió en 1984 y concretamente en 
el articulo 9, en el que se define el dolo expresando que "obra 
Intencionalmente el que, conociendo las circunstancias del he­
cho tlplco, quiera o acepte el resultado prohibido por la ley''. 
De lo cual se desprende que el sujeto se halla en dolo cuando 
sabe o conoce lo que realmente ejecuta, es decir

11
¡uando 

tiene el propósito o intención de cometer el delito. 

"81elde1Honpreterlntenclonelolmprudenclel,bea1er6 
queaepr•ntlce lareperecl6ndeloedeftoa y perjuicio• 
petrlmonleln, y ae nter6 • lo di.pueato en loe doe 
p6rr.toe •nterlorn. • 

Las Comisiones manifiestan que el hecho de incluir los 
delitos preterintencionales, tiene como propósito estar acorde 
con la reforma hecha al artículo octavo del Código Penal 
Federal que ha incluido ese tipo de delitos al igual que otras 
entidades federativas. 

''.An. 8.- Obra preterintencionalmente el que cause un 
resultado típico mayor al querido o aceptado, si aquél 
se produce por imprudencia." 

116 Instituto de lnve1tig1clanes Jurídic11, Dlccklnlrlo Jurllllco ~. Editari1I Porrú1, 
Mt•ICO, 1991, Cu1rt1 EdicíOn, p. 1203. 
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Se Incluye el término patrimoniales con el fin de no dejar 
duda llguna por cuanto a otro tipo de daños que no son de 
f6cll cuantificación en el momento procesal en que se concede 
el beneficio de la libertad provisional bajo caución. 

Cabe mencionar, un tremendo error que se presentó en 
el Decreto Promulgatorlo en el Diario Oficial de la Federación, 
el 14 de enero de 1985, en donde Indebidamente crearon el 
cuarto p6rrafo, ya que el párrafo tercero y cuarto formaban 
uno 1610 y en donde empieza el último, correspondía a un 
punto y seguido. 

Al crear este cuarto párrafo posiblemente por un error 
mecanográfico, se provocó una incongruencia, al señalar que 
"le estar6 a lo dispuesto en los dos párrafos anteriores", ya 
que se piensa se refiere al segundo y tercero; sin embargo 
se esta hablando de los párrafos primero y segundo. 

La tracción 11 del artículo establece: 

•11. No podr6 .., compelido • declarar en au contra, 
por lo cual queda rlguroaamente prohibid• toda 
lncamunlcacl6n o cualquler otro medio que tienda 
a aquel objeto;• 

Dicha fracción contiene dos garantías a saber: la primera 
es que nadie puede ser coaccionado a declarar en su contra 
y en la segunda se prohibe la incomunicación que impide la 
correcta defensa de un acusado. 

111. Se le h•rl Nhr en •udlencl• públic• y dentro 
de 1 .. cua,.nt. y ocho hor .. algulentea • au conal11· 
necldn • I• Ju•tlcla, el nomb,. de au acu .. dor y I• 
netu,.lezaycauNdelaacuucl6n, eflndequeconozc• 
IJlen el hecho punible que ae le atribuya y puede 
contestar el cergo, rindiendo en eate acto au decl•· 
racldn prepemoria;• 
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En esta fracción se indican los datos que deben ponerse 
en conocimiento del acusado, a efecto de que pueda defenderse; 
adem6s dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la 
consignación hecha al juez del proceso, éste último deberé 
tomar su declaración preparatoria; ahora bien, dicho término 
deberfa estar comprendido dentro de las setenta y dos horas 
que contempla el artículo 19 Constitucional, sin embar~~7 en la pr6ctica se lleva a cabo después del citado término. 

"IV. a...t c:arHdo con loe tMtlgoe que depOnpn en 
eu contra, toe que dlclararlln en su prnencla 11 
estuvleMnen el tugardetJutcto, .-.quepuedahecer· 
I• todaa I• preguntH conducentn a eu defenu;• 

A continuación daremos el concepto de careo "es un acto 
procesal, cuyo objeto es aclarar los aspectos contradictorios 
de las declaraciones del procesado o procesados, del ofendido 
y de los testigos, o de éstos entre si, para, con ello, estar 
en poaibilldad de valorar esos,medios de prueba y alcanzar 
el conocimiento de la verdad.• 

El careo constitucional es un acto procesal a cargo del 
juez y de los sujetos principales de la relación procesal. El 
Ministerio Público y los peritos nunca serlln careados; el careo 
procesal se lleva a caiw9cuando al menos existen dos declara­
ciones contradictorias. 

117 C.1tro, Juventino V., Ge!lllllM y Antp9f0. Editorial Porrúa, Mbico, 11183, Cuarta 
Edici6n. p. 252. 

11s Colln UncflQ, oum.rmo, o,. en., p. 367. 
119 ...... ,p. 3811. 
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El careo es una garantía que la Constitución otorga al 
acuudo para que vea y conozca a las personas que declaren 
en 1u contra, tratando de evitar con ello testimonios falsos, 
ulmlsmo tendr6 la oportunidad de formular las preguntas que 
etttme necesaria; también se refiere al careo que consiste 
en enfrentar a aquellas personas cuyas declaraciones no 
concuerdan, pretendie~~,O se pongan de acuerdo sobre los 
hechos controvertidos. 

De los careos la Suprema Corte de Justicia a pronunciado 
lu siguientes tesis: 

"C•reo1, dlllgencl.. de. La diligencia de careo 
/leva implfcita la legitimidad de que alguien abdique 
de su primitiva postura, adoptando ot~~1aceptando y reparando cualquier daño cometido." 

• C•reoa, eu omlal6n no reault• vlolatorla de 
gar•ntlaa cuando no existen verelonea 
contr8dlctorl• Es Importante advertir que resulta 
ebsurdo practicar careos cuando el acusado 
y los testigos declaran en términos similares 
y cuando por ende, no existe base para 
considerar que la simple práctica de diligencia 
sea necesaria. Por lo demás, no hay que 
olvidar que la diligencia de careo persigue 
fines de investigación respecto a la verdad 
histórica por cuanto que es presidida por el 
Juez Instructor, quien indica a los careados 
los puntos de contradicción de suspensiones 
lnvltlndolos de hecho a que cada uno de ellos 
descubra al falsario, y es obvio considerar en 
tal supuesto, que seria por completo contrario 
al principio de rapidez que consigna el artículo 
17 constitucional, efectuar diligencias de careo 

120 ArUla Ba1 Femando, El l'rocedlmlanto Penal an Méllloo, Editores Mexicanos Unidos. 
M6xleo, D.F., 11172, p. 122. 

121 Nru Palma, Ral•I. CJtt. cit., p. 290 



si no 8Jtisten versiones contradictor/as y si no hay 
base para ello, para pensar que alguq¡ de los 
testigos a el acusado faltó a la verdad." 

Fraccl6n quinta del artlculo 20 Constitucional: 

"V. Se le reclblrin loa teatlgoa y demM pruebaa que 
ofrezca, concectl6ndaule el tiempo que I• ley eatlme 
neceurlo •I efecto y •uxlllindoHle PI'• obtener I• 
comp•recenci. de laa peraonae cuyo teatlmonlo 
aollclte, atempre que .. encuentren en el IUQ9r del 
procMOi" 

114 

Testigo "ea toda persona flsica que manifiesta ante loa 
6rganos de la justicia lo que le consta (por haberlo percibido 
a través de los s~9ydo1), en relación con la conducta o hecho 
que se investiga." El acusado no solamente puede presentar 
testigos para su defensa, asi como otras pruebas que crea 
convenientes, sino que también puede solicitar •I Juez preste 
auxilio al acusado, con el objeto de que éste pueda ºtJJlner 
la comparecencia de personas cuyo testimonio solicite. 

"VI. Ser6 fuzpdo en audiencia pública por un fuez 
o furado de ciudadano• que ...-n '"' ., ncrlblr, 
vectnoa del lugar ., partido en que H cometiera 
el dellto, •!empre que Ht• pueda aer cutlgado 
con una pen• mayor de un afto de pr1816n. En 
todo cuo aertn ¡uzgadoa por un Jura loe delltoa 
cometldo9 por medio de la prenu contra el orden 
públlco o I• aegurldad exterior o Interior de I• 
necl6n;" 

Conforme lo preceptuado se opone al secreto durante el 
procesamiento, razón ésta por la que se ordena la publicidad 
de las audiencias. 

122 pjrez Palma. Rafael, Op. clt ,dem, p. 291. 
123 ldem., p. 352. 
124 Ca1tro, Juventino V., Op.clt., p. 253. 
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"El Jurado Popular tiene como objeto resolver por medio 
de un veredicto, las cuestiones de hecho que, con arreglo a 
la ley, le somete el Juez respectivo. No es propiamente un 
órgano jurisdiccional, toda vez que el veredicto no constituye 
una declaración de derecho, sino de hecho." Quien finalmente 
dicta la sentencia, aplicando el derecho a los ht¡hos contenidos 
en las respuestas del veredicto es el Juez. 1 

El Jurado tiene el carácter de facultativo cuando conoce 
de aquellos delitos que puedan ser castigados por más de 
un afio, y obligatorio en los delitos cometidos por la prensa 
contra el orden público, así como de los delitos o faltas 
oficiales cometidos por todos los funcionarios y empleados de 
la Federación y del Distrito Federal, lo anterior conforme 

1
j¡ 

artículo 111 • párrafo antepenúltimo de nuestra Carta Magna. 

"1153 JURADO POPULAR. Del contexto de la fracción 
VI del artículo 20 constitucional, se deduce de manera 
clara que no es forzoso que todos los delitos que 
se castiguen con pena de más de un año de prisión, 
se juzguen por el jurado popular, sino que la Constitución 
ampliamente concede a los Estados, la facultad de 
elegir entre un juez de derecho o un tribunal de 
hecho." 

Quinta Época: Págs. Tomo '¡IJI - Colín Angel 706. Tomo 
XXVIII - Maytorena José María 843 Tomo XXIX - Hinojosa 
Pedro 652 Tomo XXX - Cuevas Miguel Félix Meza Pablo 
2017. JURISPRUDENCIA 162 (Quinta Época), Pág. 330, 
Volumen 1 a. SALA Segunda Apéndice 1917-1975; anterior 
Apéndice 1917-1965, JURISPRUDENCIA 157, Pág. 305; 
en el Apéndice de fallos 1917-1954, JURISPRUDENCIA 
613, Pág. 1093 (En nuf/J'ª ACTUALIZACIÓN I PENAL, 
tesis t 111, Pág. 462). 

125 Arilla Bas, Fernando, Op. Cl1 .. p. 44. 
126 ldem. p. 46. 

127 JURISPRUDENCIA V TESIS SOIRESALIENTES tt74·t971, Actualización IV Penal, 
Sustentadas por la ta. Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Segunda 
Edición. Ediciones Mayo, M6•ico, t985, p. 629 y 630. 
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"VII. &.e eeÑn ,.clllf•doa todo• loe d•toa que 1ollclte 
para au defensa y que consten en el proceso;" 
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Durante el proceso ningún dato o constancia puede ser 
secreto, ya que de ser asi, implicarla una limitación en el 
derecho de defensa, razón por la que deben ser del conocimiento 
del acusado y de su defensor para que esté en aplituq ~e 
combatirlos si arrojan elementos contrarios a la defensa. 2 

"VIII. S.lli /uzt•do anta• d• cu•tro mHH, 1# •• ,,.. 
tire d• delttoa cuy• pena mlxlm• no excede d• do• 
•ños de prlsl6n; y ante• de un año al I• pena m•xlm• 
excedl•,. d• ese tiempo.• 

Los términos que establece esta fracción son una garantía 
de brevedad y se computan desde la fecha del auto de formal 
prlsiól'.1, si una vez transcurrido el término señalado no se ha 
cerrado la instrucción, con fundamento en el citado precepto 
puede solicitarse el cierre de la misma: beneficios éstos a los 
que puede renunciar el procesado, si lo considera conveniente 
para su defensa. 

"1692. PROCESOS. A QUIENES SE REFIERE LA 
GARANTfA DE SU TÉRMINO, DENTRO DEL PLAZO 
CONSTITUCIONAL. La garantía que establece la frac­
ción VIII del artículo 20 constitucional, sobre el término 
en que deben fallarse los procesos, se refiere al 
acusado y no a tos simples indiciados, y los expedientes 
instruidos a efectos de recibir todas las pruebas que 
pueden servir para la persecución de un hecho delic­
tuoso, mientras no pasen de simple averiguación, 
esto es, en tanto no haya acusación contra determinada 
persona, sujeción a proceso y restricción de la libertad, 
no tienen término constitucional para su conclusión." 
Tomo IV - Míreles Alberto 573 Arias Jesús y Coags. 
885 Romero Ernesto1239 Tomo V - Espinosa Pablo 
43 Figueroa Romo y Coags. 997 JURISPRUDENCIA 

1?8 Perez Palma. Rafael. Op. Cit., p 307. 



242 (Quinta Época), P~. 529, Valumen 1 SAlA Segunda 
PatteApéndice 1917-1965, JURISPRUDENCIA 228, Pág. 
468; en el Apéndice de fallas 1917-1954, JURISPRU­
DENCIA 818, Pdg. 1494 (En nueNt* ACTUALIZACIÓN 
1 PENAL, teais 1552, P,g, 634). 

"IX. S. le olri .n defenu por al o por per.ona de 
IU confllnu, o por emble, Mgún IU voluntad. En 
c..o de no tener q&ll9n lo cteflenü, .. le pr...mar• 
lllta de loe ...,_.. de oficio para que ellja el 
o loe que le convengan. 81 el Kuudo no qulalere 
nombrer dereneoree, clapute de .. r requerido pare 
hllcerlo, 81 rendir eu declsecl6n preparetorle el juez 
nombrar6 uno de Oficio. El ecuudo podri nombrar 
defeMoree dHcle el momento en que Ma aprehen· 
clclo, y tendr6 derecho • que tete .. halle prnente 
en tocloe loa actoe del jUlclo; pero tendr6 obltpcl6n 
de hllcet1o comparecer cuent• vecee M necMlte;• 
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El acto de defensa encuentra un medio muy amplio en 
la etapa del proceso, ya que ésta puede ser a través del 
su¡eto activo del delito, por persona o personas de su confianza, 
de lo cual se desprende que no es necesario tener el titulo 
de abogado para poder defender al acusado; por ambos o 
por el defensor de olicio, que es quién patrocina a todos los 
procesados que carezcan de defensor particular, por no contar 
con recursos económicos para pagar, o porque no quieran 
dnignarto. 

El momento procesal en que se debe designar defensor 
es en la diligencia en que se vaya a tomar la declaración 
preparatoria; sin embargo, no existe impedimento legal para 
designar defensor desde la averiguación previa. 

12'J ..IURllPRUDEHCIA y TESIS SOBRESALIENTES, Op. en., p. 905. 



"730. DEFENSA, GARANTfA DE. La obligación impuesta 
a /a autoridad de Instancia por la fracción ne del 
articulo 20 Constitucional, surte efectos a partir de 
que e/ Indiciado es puesto a disposición de la autoridad 
judicial, y ésta al recibir la deal1118Clón pff1P8ratoria 
del presunto responsable tiene la obligación Ineludible 
de designar/e defensor si es que aqucJI no lo ha 
hecho; mas la facultad de asistirse de defensor a 
partir de la detención del acusado, concierne única 
y exclusivamente a éste, por lo que si no lo tuvo 
desde el momento en que fue detenido, esa omisión 
es imputable al propio acusado y no a/ Juez Instructor." 

A.O. 4942/1971. Ella Payán Alcaltl 5 votos. Séptima 
Época, Vol. 39. segunda Parte, Pttg. 51. A. D. 5925/19 71. 
Julio Carba/al Reséndiz. Unanimidad de 4 votos. 
Séptima Época, Vol. 48. Segunda Parte, Pttg. 33. 
A.O. 5934/1973. Vlctor Manuel Santiago Rodrlguez 
y Antonio Martlnez Alba. Unanimidad de 4 votos. 
Séptima Época, Vol. tS7. Segunda Parte, Pdg. 19. 
A. D. 1194/1974 Francisco Hernttndez Ruiz. 5 votos. 
Séptima Época, Vol. 68. Segunda Parte, Pttg. 21. A.O. 
5770/1974. lgnaclo Garcla Coronado. 5 votos. Séptima 
Época, Vol. 72. Segunda Parte, Pttg. 27. JURIS­
PRUDENCIA 106 (Séptima Época), Pdg. 236, VolU1fln 
1a SALA Segunda Parte Apéndice 1917-1975. 

·x. En ningún c .. o podr6 protong•ra• I• prlel6n 
o detencl6n, por f•H• d• p•go d• honorario• de 
defen1or•• o por cu•lquler otra prHtecl6n de 
dinero, por ceuH de re1ponHblllded clvll o elgún 
otro motivo en61ogo. 

"Tampoco potll'I prolongara• la ptlel6n prenntlv• por 
mi• tiempo del que como mlJt/mo flJe la ley al delito 
que motlvaÑ el proceao. 

118 

UO .IUltllPltUDt:NCIA Y THll IOeltHALlt:NTH 1174·1171, Op. cit., p. 391. 



En ..,. ,,.,,. de ptl8l6n que lmponp un• ••ntencl• 
• compcaÑ •I U.mpo de la def9ncl6n. • 
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En esta última fracción tenemos la garantla de prisión 
preventiva múima, conailtente en que la medida cautelar no 
pueda exceder de los !Imites que como méximo fije la ley 
pata el delito que motiva la causa, debiendo computarse 
siempre, para efectos de la condena, el tiempo que al acusado 
se le hubiera privado de su libertad; asimismo se ordena que 
la prisión cautelar no se prolongue por falta de pago de 
honorarios; ni por mis tiempo del que com~3féximo fije la 
ley del delito por el que se siga el proceso. 

131 V.leTl'ftifto, Sergio, Mllcel6nff'9tllll, Primera Edición, Editorial Trillas, M6•ico, 1990, 
pp.4111. 



CAPÍTULO V 

COMENTARIOS DE LAS REFORMAS A 1.0S 
AllTlcULOS TI, 1t Y 20 DE LA CONSTITUCIÓN 
POLITICA DE 1.0S fSTADOS UNIDOS 
llPICANOS IEN lfELACION CON EL CÓDIGO 
PINAL FfDIERAL, CÓDIGO DE PROCEDI· 
lllJNTOS PENAi.ES PARA El. DISTRITO FEDERAL, 
CODIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS 
~S Y LA INTERVENCIÓN DEL MINISTERIO 
PU8UCO. 
AJ COMENTARIOS A LAS REFORMAS DEL 
ARTICULO 78. 
aJ COMENTARIOS A LAS REFORMAS DEL 
AitrlCULO !t. 
CJ COMENTARIOS A LAS REFORMAS DEL 
ARTICULO 20. 
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COMENTARIOS DE LAS REFORMAS A LOS ARTf­
CULOS 18, 19 V 20 DE LA CONSTITUCIÓN POLf­
TICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS,. 
EN RELACIÓN CON EL CÓDIGO PENAL FEDE· 
RAL, EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENA· 
LES PARA EL DISTRITO FEDERAL, EL CÓDIGO 
FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES V LA 
INTERVENCIÓN DEL MINISTERIO PÚBLICO 

Los diputados federales presentaron dos iniciativas, la 
primera de ellas contiene un proyecto de decreto que reforma 
toa articulas 16, 20 y 119 de nuestra Constitución y la segunda 
un proyecto de decreto que reforma el artículo t 9 y deroga 
ta fracción XVIII del articulo 107 constitucional, documentos 
que fueron turnados a las Comisiones Unidas de Gobernación 
y Puntos Constitucionales y de Justicia. 

En la exposición de motivos de ambas Iniciativas. senalan 
la necesidad de tutelar y proteger a los particulares respecto 
de ros actos de las autoridades encargadas de impartir justicia, 
tratando de ajustarse a ras necesidades reales de nuestra 
sociedad y pretendiendo equilibrar el goce de ras libertades 
del ser humano con el deber estatal de procurar y administrar 
justicia. 

Finalmente, las reformas fueron aprobadas y se publicaron 
el 3 de septiembre de 1993, entrando en vigor al día siguiente 
de su publicación con excepción de la fracción 1 del artlculo 
20 que entraré en vigor al afio, contado a partir de su 
publicación. 
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Debido a las reformas que sufrió la constitución Polltica 
de los Estados Unidos Mexicanos. se creó la necesidad de 
reformar las legislaciones secundarias tales como el Código 
Penal Federal, Código de Procedimientos Penales para el 
Distrito Federal y ocho leyes m6s relacionadas, mismas que 
fueron publicadas en el Diario Oficial de la Federación del 1 O 
de enero de 1994 y entraron en vigor el 1 de febrero del 
mismo ª"º· Asimismo el 22 de julio de 1994 se publicaron 
nuevas modificaciones. 

A) COMENTARIOS A LAS REFORMAS DEL 
ARTICULO 18 

Con las reformas se propone dar mayor claridad al 
artículo 16 constttucional, creándose siete párrafos más, por 
lo que actualmente cuenta el articulo referido de once 
párrafos. 

Del contenido del precepto en vigor, podemos considerar 
que existen tres mandamientos de privación de la libertad 
por delitos sancionados con pena corporal que son: ta orden 
judlclal de aprehen116n; la orden admlnletratlva de deten­
ción que puede dictar el Ministerio Público; y el mandato 
de retención, que también compete al Ministerio Público, 
respecto de los presentados por motivo de delitos flagrantes, 
cabe resanar que con ello se otorga nuevas facuttades al 
Ministerio Público. 

"Artfcuto 19.· Nadie puede Hr moleatado en au per· 
aona, famfffa, domlcHlo, papelu o poeeslonee, llno 
envlrtuddemandlltoncrltodelaautorfdadcompetente, 
que funde y motive I• cauu legal del procedimiento.• 

El primer párrafo no sufrió modificación alguna, continúa 
previendo los requisitos de competencia, fundamentación y 
motivación acordes al principio de legalidad que rige a tOda 
autoridad que infiera molestia a los derechos de las personas, 
separándose de éste párrafo lo correspondiente al área penal, 
para quedar de la siguiente forma: 



"No podr6 llbreru orden de •prehenel6n elno por 
I• •utorklMI Judlcl•I y eln que preced• denuncl•, 
11CUUCl6n o quer•ll• de un hechO delermlnedo qu• 
l• ley..,.... como delito, unclonlldo cU81'1do menoe 
con pena prlv.UV• de llbertMI y exfetlln d8toe que 
11Cl'8Cllten 108 elementoa del tipo pen•I y I• prob•ble 
r•ponNbllkl•d del Indiciado." 
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Antes de la reformas se establecía " ... No podrá librarse 
orden de •prehenslón o detención", con las reformas se suprime 
la expresión d9tenclón, lo cual obedece a que se reafirma 
como regla general que la orden de aprehensión sólo podré 
ser decret•da por un juez, exceptuándose los casos de flagrancia 
y urgencia de los que hablaremos más adelante. 

Para poder afectar la libertad del inculpado es necesario 
acreditar los elementos que integran el tipo penal y la presunta 
re1pon1abilidad del indiciado, con lo anterior se trata de 
equiparar los extremos de prueba que se exigen para dictar 
un auto de formal prisión. 

Como ya mencionamos, la orden de aprehensión es un 
mandamiento exclusivo del juez, en tanto que ta orden de 
detención es emitida únicamente por el Ministerio Público, 
expresiones que se encuentran incluidas en los artículos 1 
fracción 111, 4, 36, 132, 133, 134 y 268 del Código de 
Procedimientos Penates para el Distrito Federal. 

Los artículos del referido código adjetivo para el Distrito 
Federal relativos a la orden de detención, aprehensión v 
comparecencia que se ajustan a la reforma constitucional son 
el 132, 133 y 134 párrafo segundo. 

''Artículo 132.- Para que un juez pueda librar orden 
de aprehensión, se requiere: 

l.- Que el Ministerio Público la haya solicitado, y 

11.- Que se reúnan los requisitos fijados por el artículo 
16 de la Constitución Federal." 



"Artículo 133.- En los casos a que se refiere e/ tercer 
párrafo del articulo 271 de este código, y en todos 
aquellos en que e/ delito no dé lugar a aprehensión, 
a pedimento del Ministerio Público se librará la orden 
de comparecencia en contra del Inculpado para que 
rinda su declaración preparatoria, siempre que estén 
acreditados tos elementos del tipo y la probable 
responsabilidad del inculpado. 

La orden de comparecencia y la de aprehensión se 
entregarán al Ministerio Público." 
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Se confirma el requisito de procedencia de la denuncia, 
acusación o querella, las cuales deberán consistir en hechos 
que la ley sancione como delitos, garantizando asl que la ley 
sólo castigue conductas humanas de carácter antisocial y no 
aspectos de la personalidad del inculpado. 

Se sustituye el término pen11 corporal por el de cuando 
menoa pen11 prlvatlvll de libertad, tomándose como base 
dicha sanción para asl posibilitar la orden de aprehensión, 
además tiene como finalidad abarcar la pena de muerte 

Se mmbill'on lol t6!minoa ampo dal dlllo por tpo .... y 
preaunte reaponaabllldad por probable rapon .. blllded, expre­
siones que se mencionan en los artlculos 9, 28, 97, 119, 122. 
123 bis, 124, '2S7 fraccioneS 111 y PI, 304 bis A y 547 fracciones 1 
y 11 del Código de Procedimientos Penales para el Distrito 
Federal. 

El Código Federal de Procedimientos Penales en sus 
artlculos 168 y 180 se"alan con claridad los elementos que 
integran el tipo penal y la presunta responsabilidad, asl como 
su comprobación, mismos que se encuentran relacionados con 
los artlculos 122 y 124 del Código de Procedimientos Penales 
para el Distrito Federal. 



•Mfculo 168.- El Ministerio Público acreditará los 
elementos del tipo penal del delito de que se trate 
y la probable responsabilidad del inculpado, como 
bese del ejercicio de la acción; y la autoridad judicial, 
a su wz, examinará si ambos requisitos están acre­
ditados en autos. Dichos elementos son los siguientes: 

l. La existencia de la correspondiente acción u omisión 
y de la lesión o, en su caso, el peligro a que f1a 
sido expuesto el bien jurídico protegido; 

11. La forma de Intervención de los sujetos activos, y 

111. La realización dolosa o culposa de la acción u 
omisión 

Asimismo, se acreditarán, si el tipo lo requiere: a) 
las calidades del sujeto activo y del pasivo; b) el 
resultado y su atribulbl/ldad a la acción u omisión; 
c) el objeto materia/; d) los medios utilizados; e) las 
circunstancias de lugar, tiempo, modo y ocasión; f) 
los elementos normativos; g) los elementos subjetivos 
espec{flcos y h) las demás circunstancias que la ley 
pteVfNI. 

Para resolver sobre la probable responsabilidad del 
Inculpado, la autoridad deberá constatar si no existe 
acAKllttda en favor de aquél alguna causa de licitud 
y que obren datos suficientes para acreditar su probable 
culpabilidad. 

Los elementos del tipo penal de que se trate y la 
probable responsabilidad se acreditara por cualquier 
medio probatorio que señale la ley." 
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"Artículo 180.- Para Ja comprobación de los elementos 
del tipo penal y de la probable responsabilidad del 
inculpado, el Ministerio Público y los tribunales gozarán 
de la acción más amplia para emplear los medios 
de investigación que estimen conducentes según su 
criterio, aunque no sean de los que menciona la ley, 
siempre que estos medios no sean contrarios a 
derecho." 

"La autoridad que ejecute una orden de 1prehenslón 
deberá poner al Inculpado a disposición del juez, 
aln dilación alguna y bajo su mis estricta 
reaponubllld1d. La contravención a lo anterior será 
Nnclonad• por la ley penal." 
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Además de las reformas constitucionales se derogó la 
fracción XVIII del artículo 107 de la misma ley, la cual establecía 
en uno de sus párrafos lo siguiente: 

"También será consignado a la autoridad o agente de 
ella, el que, realizada una aprehensión, no pusiere al 
detenido a disposición de su juez, dentro de las 
veinticuatro horas siguientes." 

De lo anterior se desprende el término GUe tenía la 
autoridad ejecutora de una orden de aprehensión, para poner 
al detenido a disposición del juez, lo que con las reformas 
provocó que la disposición del inculpado ante el Juez sea sin 
dilación alguna. 

Con las reformas de septiembre de 1993 la citada disposición 
se colocó en el párrafo tercero del artículo 16, estableciendo 
así claramente la puesta a disposición del detenido ante el 
juez y no a otros plazos como lo son la detención administrativa 
o el término del juez para resolver la procedencia de la formal 
prisión. Es conveniente agregar que el artículo 107 en todas 
sus fracciones se refiere a la materia de amparo. por lo que 
no correspondía a dicho precepto la fracción XVIII. 

La modificación constitucional provocó la reforma al artículo 
225 fracción XX del Código Penal para ol Distrito Federal en 
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Materia de Fuero Común y para toda la República en Materia 
de Fuero Federal, misma que antes de tas reformas de enero 
de 1994 tipificaba como delito contra ta administración de 
justicia, cometido por servidor público lo dispuesto en ta 
fracción XVIII del articulo 107 constitucional. 

El artículo 134, párrafo primero del Código de Procedimientos 
Penales para el Distrito Federal reglamenta el párrafo constitucional 
que se comenta y estipula: 

"Artículo 134.- Siempre que se lleve a cabo una 
aprehensión en vinud de orden judicial, quien la 
hubiere ejecutado deberá poner al aprehendido, sin 
dilación a disposición del juez respectivo, informando 
a éste acerca de la fecha, hora y lugar en que se 
efectuó, y dando a conocer al aprehendido el derecho 
que tiene para designar defensor." 

"En loa caaoa da delito flagrante, cualquier peraona 
puede detener al Indiciado poniéndolo aln demora 
a dlapoalcl6n de la autoridad lnmedl81a y 6818, con 
la mlama prontitud, a la del Mlnlaterlo Público." 

En tos casos de delito flagrante cualquier persona puede 
detener al inculpado debiendo ponerlo sin demora a la autoridad 
inmediata y ésta a su vez a disposición del Ministerio Público, 
lo anterior con ta finalidad de evitar que otras autoridades 
distintas al Ministerio Público realicen actosfuerade su competencia, 
que darian lugar a detenciones ilegítimas. 

El Ministerio Público debe tener presente que la detención 
del indiciado para efectos investigatorios no podrá exceder de 
cuarenta y ocho horas, conforme lo prevé et párrafo séptimo 
del artículo 16 de la Constitución, mismo que comentaremos 
más adelante. 

El párrafo que se estudia se relaciona con los artículos 
123, 126 y 193 del Código Federal de Procedimientos Penales, 
siendo este último el que establece los casos en que hay 
delito flagrante, en concordancia con et artículo 267 del Código 
de Procedimientos Penales para el Distrito Federal. 



''Articulo 193.- En tos casos de delito flagrante, cualquier 
persona puade detener al indiciado ponlénctolo sin 
demora a disposición de la autoridad inmediata y ésta, 
con la misma prontitud, a la del Ministerio Público. 

Se considerará que hay delito flagrante cuando el 
Indiciado es detenido en el momento de estarlo come­
tiendo, o si, inmediatamente después de ejecutado el 
hecho dellctuoso: a) aquél es perseguido material­
mente; o b) alguien lo señala como responsable y 
se encuentra en su poder el objeto del delito, el 
insttumento con que aparezca cometido, o huellas o 
Indicios que hagan presumir fundadamente su inter­
vención en la comisión del delito. 

En esos casos el Ministerio Público iniciará desde luego 
ta averiguación previa y bajo su responsabilidad, según 
procedlete, decretani la retención del indiciado si el 
delito es persegu/ble de oficio o persegulble pfflllia 
querella u otro tequislto equivalente, que ya se encuentre 
satisfecho, o bien ordenará ta libenad del detenido. 

La violación de esta disposición hllrd penalmente 
responsable al Ministerio Público o funcionario que 
decrete indebidamente la retención y la persona asf 
detenida será puesta en inmediata libenad." 

"8610 en c•ao• urgentu, cuendo H trate de delito 
grave ••f cellflcedo por I• ley y ne el ringo fundado 
de que el lndlcllldo pueda • ...,..,.. • I• acción de 
11 juatlcta, atempre y cuando no H pueda ocurrir 
ante la autoridad judicial por ru6n de I• hor•, lugar 
o clrcunatancla, el Mlnlaterlo Público podr6, bejo au 
re1ponHbllldad, ordenar au detención, fundando y 
expreNndo loa lndlcloa que motiven au proceder." 
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Se otorga al Ministerio Público la facuhad para dictar 
órdenn de detención en c..ae urgentn, cuando se trate de 
dllllo Ql'llV8 asl calificado por la ley reglamentaria; exista 
ademú el temor fundado de fuga; y la imposibilidad para 
acudir oportunamente 1nte la autoridad judicial para solicitar 
la orden de aprehensión. 

El Ministerio Público debe dejar perfectamente determinado 
en la averiguación previa las circunstancias conducentes para 
establecer la urgencia, precisando en forma clara la hora, lugar 
o circunstancias que justifiquen la imposibilidad para acudir 
ante la autoridad judicial. La orden de de~enci6n se dictará 
bajo la responsabilidad del propio Ministerio Público, el cual 
debe fundar y expresar por escrito las presunciones que 
motiven su parecer. 

Uno de los motivos de esta reforma consiste en precisar 
loa términos de la autorización vigente para la detención en 
casos urgentes a fin de proteger la libertad de los gobernados, 
misma que sólo podré llevar a cabo el Ministerio Público, no 
permitiendo que lo haga la autoridad administrativa, esto en 
congruencia con lo que establece el artículo 21 de la Constitución. 

El articulo 194 del Código Federal de Procedimientos 
Penales reglamenta los casos urgentes y delitos graves, así 
como el 268 del Código de Procedimientos Penales para el 
Distrito Federal, los cuales se transcriben a continuación: 

"Aniculo 194.· En casos urgentes el Ministerio Público 
podrá, bajo su responsabilidad, ordenar por escrito 
/a detención de una persona, fundando y expresando 
los indicios que acrediten: 

a) Que el indiciado haya intervenido en la comisión 
de alguno de los delitos señalados como graves en 
este artículo; 

b) Que exista riesgo fundado de que el indiciado 
pueda sustraerse a la acción de la justicia, y 



e) Que por razón de la hora, lugar o cualquier otra 
circunstancia, no pueda ocurrir ante autoridad judicial 
para solicitar la orden de aprehensión. 

La violación de esta disposición hará penalmente 
responsable al Ministerio Público o funcionario que 
decrete indebidamente la detención y el sujeto será 
puesto en inmediata libertad. 

Se califican como delitos graves, para todos los efectos 
legales, por afectar de manera importante valores 
fundamentales de la sociedad, los previstos en los 
siguientes artfculos del Código Penal para el Distrito 
Federal en Materia de Fuero Común y para toda la 
República en Materia de Fuero Federal: homicidio por 
culpa grave previsto en el artículo 60 tercer párrafo; 
traición a la Patria previsto en los artículos 123, 124, 
125, 126; espionaje previsto en los artículos 127, 128; 
terrorismo previsto en el artfculo 139 párrafo primero; 
sabotaje previsto en el articulo 140 párrafo primero, 
as/ como los previstos en los artlculos 142 párrafo 
segundo y 145; piraterla previsto en los artículos 146 
y 147; genocidio previsto en el artfculo 149 bis; 
evasión de presos previsto en los artículos 150 y 
152; ataques a la vfas de comunicación previsto en 
los artículos 168 y 170; uso ilícito de instalaciones 
destinadas al tránsito aéreo previsto en el artículo 172 
bis párrafo tercero; contra la salud previstos en los 
artículos 194, 195 párrafo primero, 195 bis, excepto 
cuando se trate de los casos previstos en las dos 
primeras líneas horizontales de las tablas contenidas 
en el apendice 1, 196 bis, 197 párrafo primero y 198 
parte primera del párrafo tercero; corrupción de menores 
previsto en el artículo 201; trata de personas previsto 
en el artículo 205 segundo párrafo; explotación del 
cuerpo de un menor de edad por medio del comercio 
carnal previsto en el artículo 208; falsificación y altera­
ción de moneda previsto en los artículos 234, 236 y 
237; de violación previsto en los artículos 265, 266 
y 266 bis; asalto en carreteras o caminos previstos 
en el artículo 286 segundo párrafo; homicidio previsto 
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en los anlculos 302 con relación al 307, 313, 315, 
315 bis, 320 y 323; de secuestro previsto en el 
articulo 366 exceptuando los párrafos antepeúltimo y 
penúltimo; robo calificado previsto en el artículo 367 
en ta/ación con el 370 párrafos segundo y tercero, 
cuando se realice en cualquiera de las circunstancias 
señaladas en los articulas 312, 381 fracciones VIII, IX 
y X 381 bis y 9"tors/6n previsto en el articulo 390; 
así como los previstos en el articulo 84 de la Ley 
Fedetal de Armas de Fuego y Explosivos; tortura 
previsto en los artlculos 3° y 5° de la Ley Federal 
para Prevenir y Sancionar la Tortura; el de tráfico de 
indocumentados previsto en el articulo 138 de la Ley 
General de Población, y los previstos en los artículos 
104 ftacciones 11 y 111, último párrafo, 105 fracción N 
y 115 bis del Código Fiscal de la Federación." 

"Arl/culo 268.- Habrá caso urgente cuando: 

a) Se ttate de delito grave, así calificado por la ley; 

b) Que exista riesgo fundado de que el indiciado 
pueda sustraerse a la acción de la justicia, y 

c) Que el Ministerio Público no pueda ocurrir ante la 
autoridad judicial por razón de la hora, lugar u otras 
circunstancias. 

El Ministerio Público al emitir la orden de detención 
en caso urgente deberá hacerlo por escrito, fundando 
y expresando los indicios que acrediten los requisitos 
mencionados en los incisos anteriores. 

La orden mencionada será ejecutada por la Policía 
Judicial, quien deberá sin dilación alguna poner al 
detenido a disposición del Ministerio Público que la 
haya librado. 
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p.,. todos los efectos legales, por afectar valores 
fundamentales de /a sociedad, se clasifican como 
delitos gf8ves, los siguientes: Homicidio por culpa 
gl'IV8 previsto en e/ articulo 60 pinato tercero; terrorismo 
plfNlsto en el aJtlculo 139 p4rrafo primero; saboteje 
previsto en e/ articulo t«J párrafo primero; evasión 
de p18sos previsto en los attículos t 50 y t 52; ataques 
a las 11/as comunlcacldn previsto en los anlculos ttJB 
y 110; cor1Upcidn de menotes p1811lsto en el anlculo 
20t; trata de personas p1811isto en el anlculo 205 
segundo párrafo; explotación del cuerpo de un menor 
de edad por medio del comen:lo camal previsto en 
el anfculo 208; vlolacldn previsto en los artlculos 265, 
2M y 26e bis; asalto previsto en los anlculos 286 
{Mrrafo segundo y 281; homicidio previsto en los 
articulas 302 con te/ación al 307, 313, 315 bis, 320 
y 323; secuestro pteVisto en el articulo 36e exceptuando 
los p4rrafos antepenúltimo y penúltimo; robo calificado 
previsto en los articulas 367 en relación con el 370 
{Mrrafos segundo y tercero, cuando se realice en 
cualquiera de las circunstancias señaladas en los 
en/culos 372, 381 ftaccidn VIII, IX y X y 381 bis; 
81ttorsi6n pteVisto en el anlculo 390 y despojo previsto 
en el anlculo 3115 último plnafo; todos del Código 
Penal para el Distrito Federal en Materia de Fuero 
Común y para toda la República en Matarla de Fuero 
Federal; as/ como el de tortura previsto en los attfculos 
3° y 5° de la Ley para Prevenir y Sancionar la Tortura." 

"En e.a de urgencia o hgrMCle, el juez que reciba 
I• conelgr111cl6n del detenido deberi lnmed!Mllmente 
rtltltlcar I• detencl6n o decret• I• llbert8d con I• 
NHfV• de ley.• 
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Una vez realizada la consignación y puesto el detenido 
a disposición del juez, éste deberá calificar la legalidad o 
ilegalidad de la detención, de no ser legal se le pondr6 
inmediatamente en libertad, pretendiendo restituir de esa manera 
la garantra que le fue violada, lo anterior es aplicable en los 
casos de urgencia y flagrancia. 
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En cuanto a la consignación que hace el Ministerio Público 
ante loa Tribunales, se precisa la distlncl6n del ejercicio de 
la acción penal con detenido que menciona el articulo 134 
del Código Federal de Procedimientos Penales v que concre­
tamente en 1u p6rrafo tercero reglamenta la parte con1tltu· 
clona! que se ntudla; asl como el artlculo 142 regula las 
conlignaclonn 1in detenido, además de establecer las obliga­
clonel del Tribunal que recibe la consignación por lo que 
hace a determinar la legalidad de la detención; los anlculos 
que M citan se relacionan con el 264 bis del Código de 
Procedimientos Penalel para el Distrito Federal. 

"Attículo 134.- En cuanto aparezca de ta all8riguación 
fJfflllla que se han acreditado los elementos del tipo 
penal del delito y 111 ptObable tesponsabllldad del 
lnd/cltdo, en los Mnnlnos del aftlculo 168, el Ministerio 
Público ejercita,; la acción penal ante los tribunales; 
los que para el libramiento de orden de aptehensión, 
n .pJstalán a lo pffN/sto en et párrafo segundo del 
artlc:ulo 16 constituclon•I y en et 195 del presente 
Código. 

Si el ejercicio de /1 acción penal es con detenido, 
el tribuna/ que rec:iba la consignación radicaré de 
Inmediato el asunto, y se entenderé que el inculpado 
queda a disposición del Juzgador, para los efeetos 
constitucionales y legales correspondientes, desde et 
momento en que el Ministerio Público lo interne en 
el f9Clusorio o c:entto de salud correspondiente. El 
Ministerio Público dejaré constancia de que et detenido 
quedó a dlsposic:idn de la autoridad judicial y entregará 
copla de aqujlla al encargado del reclusorio o del 
c:entto de salud, quien asentaré el día y la hora de 
la rec:epci6n. 

El juez que rec:iba la consignación con detenido 
procederé de inmediato a determinar si ta detención 
fue apegada a la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos o no; en el primer caso ratificará 
ta detención y en el segundo decretará la libertad 
con las teUMIS de ley. 



En el pliego de consignación, el Ministerio Público 
hará expteSo señalamiento de los datos reunidos 
durante la averiguación previa que, a su juicio, puedan 
ser considerados para tos efectos p18vistos en el 
atllculo 20 fricción I, de la Constitución Polltica de 
los Estados Unidos Mexicanos, y en los preceptos 
de este Código 18lstivos a la libertad provisional bajo 
caución, tanto en lo refelfJnte a la determinación del 
tipo penal, como por lo que respecta a los elementos 
que deban tomarse en cuenta para fijar el monto de 
la garantía." 

"Ningún lndlcledo podrt.., retenido por el Mlnlaterlo 
Pilbllco por mú de cuarent• y ocho hor••· pluo 
en que cleber6 ordenarM au llbertlld o pon6reele 
• dlepoelcl6n de 111utorkhld Judlclll; uta cao podr6 
dupllclru en lqWfloe caoe que 11 ley preve• como 
dellncuencla orpnlzeda. Todo tlbuao • lo Interior­
mente dllpuelto ur6 unclonlldo por I• ley peMI. • 
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En este pirrafo encontramos una de las reformas mis 
importantes respecto al plazo de retención del cual puede 
disponer el Ministerio Público, ya que anteriormente no existla 
plazo alguno, aún cuando algunos tratadistas consideraban 
que el de veinticuatro horas establecido en el artículo 107 
fracción XVIII, actualmente derogado, era aplicable al caso, sin 
embargo ese lapso se referfa al cumplimiento de la orden da 
aprehensión de carácter judicial. 

En el caso de ser detenida un1 persona en flagrante 
delito o en urgencia, el Ministerio Público tendrá un término 
perfectamente limitado que será de cuarenta y ocho horas, 
para poner en libertad al indiciado o en su caso lo pondrá 
a disposición de la autoridad judicial, tutelando debidamente 
con dicho término la garantía de seguridad jurídica del indiciado, 
quien no podrá ser detenido por tiempo indefinido. 
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La Idea del legislador es que con dicho término se de 
oportunidad a la autoridad para cumplir con el deber que la 
ley le impone, asl como para que el inculpado haga valer sus 
derechos de defensa, esta p6rrafo tiene congruencia con el 
artfculo 20 de nueatra carta magna, ya que no podrá estar 
sujeto a presión alguna y sólo en caso de que el inculpado 
lo desee se le podrá tomar declaración, teniendo derecho a 
estar asistido de su defensor. 

El plazo puede ser duplicado en aquellos casos de 
delincuencia organizada, debido a la dificultad que implica la 
Investigación de este tipo de criminalidad. 

Sin embargo, considero que el término de cuarenta y 
ocho horas no es adecuado, ya que el Ministerio Público debe 
contar con tiempo suficiente para la debida integración de la 
averiguación previa, en la que tiene la obligación de recabar 
los medios de prueba suficientes, asl como todas aquellas 
diligencias que sean necesarias para la acreditación de los 
elementos del tipo penal y la presunta responsabilidad, en 
tanto que al Juez se le conceden setenta y dos horas para 
revisar el expediente y determinar la libertad o en su caso 
dictar el auto de formal prisión, de lo que se desprende un 
Inadecuado equilibrio en la administración de justicia. 

Lo correspondiente al pirrafo que se estudia se encuentra 
reglamentado en los artículos 134, párrafo cuarto y 194 bis 
del Código Federal de Procedimientos Penales en relación con 
el articulo 268 bis del Código de Procedimientos Penales para 
el Distrito Federal. 

''Articulo 194 bis.- En los casos de delito flagrante y 
en los urgentes, ningún indiciado podrá ser retenido 
por el Ministerio Público por más de cuarenta y ocho 
horas, plazo en el que deberá ordenar su libertad o 
ponerlo a disposición de autoridad judicial. Este plazo 
podrá duplicarse en los casos de delincuencia orga­
nizada, que serln aquellos en los que tres o más 
personas se organizan bajo las reglas de disciplina 
v Jererquía para cometer de modo violento o reiterado 
o con fines predominantemente lucrativos algunos de 



los delitos previstos en los siguientes anlculos del 
Código Penal paffl el Distrito Federal en Materia de 
Fuero Común y ptJffl toda la República en Materia de 
Fuero Fedeffll: terrorismo previsto en el anlculo 139 
párrafo primero; sabotaje pnwlsto en el artículo 140 
párrafo primero; piratería previsto en los artlculos 146 
y 147; evasión de pt8sos previsto en los artículos 
150 y 152; ataque a las vfas de comunicación previsto 
en los artlculos 168 y 170; uso ilfclto de instalaciones 
destinadas al tránsito aéreo previsto en el articulo 172 
bis párrafo tercero; contra la salud previstos en los 
artfculos 194, 195 pátr1Jfo primero, 196 bis, 198 parte 
primera de su párrafo tercero; trata de personas 
previsto en el artfculo 205 segundo párrafo; explotación 
del cuerpo de un menor de edad por medio del 
comercio carnal previsto en el articulo 208; falsifica­
ción y alteración de moneda previsto en los artfculos 
234, 236 y 237; de vio/ación pt8vistos en los anfculos 
265, 266, 266 bis; asalto en carreteras o caminos 
previsto en el articulo 286 segundo párrafo; homicidio 
previsto en el articulo 302 con relación al 307, 313, 
315, 315 bis, 320 y 323; de secuestro previsto en el 
artfculo 368, exceptuando los párrafos antepenúltimo 
y penúltimo; robo calificado previsto en el artículo 
367 en relación con el 370 párrafos segundo y tercero, 
cuando se realice en cualquiera de las circunstancias 
señaladas en los artfculos 372, 381 fracciones VIII, IX 
y -" 381 bis y eJCtorsión previsto en el articulo 390; 
asf como los pt8vistos en los artículo 83, fmcclón 111, 
83 bis, exceptuando sables, bayonetas y lanzas, y 84 
de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos; 
el de tráfico de indocumentados previsto en ef artículo 
138 de la Ley General de Población; y los previstos 
en los artículos 104 fracciones 11 y 111, último párrafo 
y 115 bis del Código Fiscal de la Federación. 

Si la integración de la averiguación previa requiriera 
mayor tiempo del señalado en el párrafo anterior, el 
detenido será puesto en libertad, sin perjuicio de lo 
previsto por el artículo 133 bis." 
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El p6rrafo que se menciona a continuación pertenece al 
artrculo 134 párrafo cuarto: 

"En caso de que la detención de una persona exceda 
loa plazos señalados en el articulo 16 de la Constitución 
Polltlca citada, se presumirá que estuvo incomunicada, 
y las declaraciones que haya emitido el Indiciado no 
tendrdn validez." 

''Artículo 268 bis.- En los casos de delito flagrante y 
en los urgentes, ningún indiciado podrá ser retenido 
por el Ministerio Público por más de cuarenta y ocho 
horas, plazo en el que deberd ordenar su libertad o 
ponerlo a disposición de autoridad judicial. Este plazo 
podrdduplicarseenloscasosdedelincuenciaorganizada, 
que serdn aquellos en los que tres o más personas 
se organizan bajo reglas de disciplina y jerarquía 
pata cometer de modo violento o reiterado o con fines 
predominantemente lucrativos alguno de los delitos 
previstos en los siguientes articulos del Código Penal 
para el Distrito Federal en Materia de Fuero Común 
y para toda la República en Materia de Fuero Federal: 
terrorismo previsto en el articulo 139 párrafo primero; 
ubotaje previsto en el artfculo 140 párrafo primero; 
evasión de presos previsto en los artículos 150 y 152; 
ataque a las vfas de comunicación previsto en los 
en/culos 168 y 170; trata de personas prevista en 
el artfculo 205 segundo párrafo; explotación del cuerpo 
de un menor de edad por medio del comercio carnal 
previsto en el anfculo 208; violación previsto en el 
articulo 265, 266, 266 bis; homicidio doloso previsto 
en el artículo 302 con relación al 307, 315 y 320; 
secuestro previsto en el artículo 366 fracciones I a VI, 
exceptuando los párrafos antepenúltimo y penúltimo; 
robo calificado previsto en el artículo 370 párrafos segundo 
y teroero, cuando se realice en cualquiera de las circuns­
tancias señaladas en los artículos 372, 381 fracciones 
ne y X 381 bis; extorsión previsto en el artículo 390; 
despojo previsto en el artículo 395 último párrafo; así 
como el de la tortura previsto en /os artículos 3° y 5° 
de la Ley Federal para Prevenir y Sancionar la Tortura. 



Si para integrar la averiguación previa fuese necesario 
mayor tiempo del señalado en el pártalo anterior, el 
detenido será puesto en libertad, sin petjuicio de que 
la indagación continúe sin detenido. 

El juez que recibe la consignación con detenido 
procederá de Inmediato a determinar si la detención 
fue apegada a la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos o no; en el ptimer caso ratificará 
la detención y en el segundo decretará la libertad 
con las rese1Vas de ley." 
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El párrafo octavo y subsecuentes no sufrieron modificación 
alguna, únicamente se separaron para facilitar su comprensión, 
no.. se hace comentarios de los mismos ya que estos se 
efectuaron en el capitulo cuarto del presente trabajo. 

"En toda orden de cateo, que sólo la autoridad podrá 
expedir y que será escrita, se expresará el lugar que 
ha de inspecclonatSe, la persona o personas que 
hayan de aprehenderse y los objetos que se buscan, 
a lo que únicamente debe limitarse la diligencia, 
levantándose al concluirla, un acta circunstanciada, 
en presencia de dos testigos propuestos por el ocupante 
del lugar cateado o en su ausencia o negativa, por 
la autoridad que practique la diligencia." 

"La autoridad administrativa podrá practicar visitas 
domiciliarias únicamente para cerciorarse de que se 
han cumplido los reglamentos sanitarios y de policfa; 
y exigir la eKhibición de los libros y papeles indispensa­
bles para comprobar que se han acatado las disposi­
ciones fiscales, sujetándose en estos casos a las 
leyes respectivas y a las formalidades prescritas para 
los careos." 

"La correspondencia que bajo cubierta circule por las 
estafetas estará libre de todo registro, y su violación 
será penada por la ley." 



"En tiempo de paz ningún miembro del Ejército podrá 
alojarse en casa particular contra la voluntad del 
dueño, ni Imponer prestación alguna. En tiempo de 
f1U8"ª los militares podrén eKlglr alojamiento, bagajes, 
alimentos y otras ptestaciones, en los términos que 
establezca la ley marcial correspondiente." 

8) COMENTARIOS A LAS REFORMAS DEL 
ARTICULO 19 
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Fue reformado, con e>ecepción del último párrafo, el día 
2 de septiembre de 1993, quedando en los siguientes términos: 

"Ninguna detención ante autoridad judicial podrá exce­
der del término de setenta y dos horas, a panir de 
que el Indiciado sea puesto a su disposición, sin que 
se justifique con auto de formal prisión y siempre 
que de lo actuado aparezcan datos suficientes que 
actediten los elementos del tipo penal del delito que 
se Impute al detenido y hagan probable la respon­
sabllldad de éste. La prolongación de la detención 
en perjuicio del inculpado será sancionada por la ley 
penal. Los custodios que no reciban copia autorizada 
del auto de formal prisión dentro del plazo antes 
señalado, deberán llamar la atención del juez sobre 
dicho particular en el acto mismo de concluir el 
término, y si no reciben la constancia mencionada 
dentro de las tres horas siguientes pondrán al inculpado 
en libertad." 

Se cambió la expresión de tres dlaa por setenta y dos 
hora, siendo clara la disposición en cuanto a que el término 
sólo corre para el juez a partir de la puesta a disposición del 
consignado, dicha reforma obedece a que se trasladó la 
fracción XVIII, párrafo primero del artículo 107 constitucional, 
lo anterior como ya se ha señalado es debido a que este 
último precepto regula los lineamientos del juicio de amparo. 
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Al establecer que "... La prolongación de la detención en 
perjuicio del inculpado será sancionada por la ley penal", se 
desprende que dicha sanción va dirigida a la autoridad judicial 
y no al Ministerio Público. 

Existe concordancia entre el articulo 19 y 20 fracción 1 
de nuestra Ley Fundamental, pues acorde a lo previsto en el 
(lftimo ordenamiento, el Inculpado podrá solicitar por si o por 
conducto de su defensor que el t6rmlno de setenta y dos 
horas se duplique con el objeto de recabar elementos que 
deba someter al conocimiento del juez, ya que la garantla de 
plazo siempre es en beneficio del Inculpado, a la cual puede 
renunciar si lo desea. 

Las pruebas que se requieren para la orden de aprehensión 
serán las mismas al decretar el auto de formal prisión; ae 
sustituye el término cuerpo del delito por el de Kr9dbc:l6n 
de loa elementoe que Integran el tipo penel, requisitos que 
debe considerar el juez tanto en ta orden de aprehensión 
como en el auto de formal prisión; por to que la obligación 
de la autoridad es verificar la existencia del hecho dellctuoso 
y ta probable responsabilidad del Inculpado. 

La (lltlma parte del párrafo que se comenta correspondla 
antes de las reformas al primer párrafo de la fracción XVIII 
del articulo 107 constitucional, respecto a la obligación que 
tenlan los alcaides y carceleros en caso de no recibir el auto 
de formal prisión de un detenido en un plazo de setenta y 
dos horas. 

En caso de que el Inculpado solicite la duplicación del 
término de setenta y dos horas, deberá el juzgador hacer del 
conocimiento al Director o encargado del Centro de Readaptación 
social en que se encuentre el indiciado. 
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Se auatltuye el término de alcaides o carceleros por el 
de cuMoclloe, no obstante, creo que serla m6s adecuado 
referirse al Director General de Reclusorios y Centros de 
Readlptación SOclal, ya que tos primeros se encuentran subor­
d1Mdo8 a ti y puede darte et caso de recibir una orden 
superior contraria a la norma y que por temor a perder el 
empleo la cumplan, con el evidente riesgo de sufrir una 
unción. 

El Código de Procedimientos Penales para el Distrito 
Federal en su articulo 297, establece los requisitos que debe 
contener el auto de formal prili6n, mismo que se relaciona con 
el articulo 161 del C6digo Federal de Procedimientos Penales. 

"Attlcu/o 297.- Todo auto de formal prisión debertl 
reunir los siguientes requisitos: 

l. - Se dlcltl1' dentro del plazo de setenta y dos horas, 
a pattlr de que el Indiciado sea puesto a disposición 
de la autoridad judicial; 

11.· Que se fe haya tomado la declaración preparatoria 
al Inculpado en los términos de ley, o bien, conste 
en el expediente que se negó a emitirla; 

111.· Que de fo actuado aparezcan datos suficientes 
que acrediten los elementos del tipo penal del delito 
por el cual deba seguirse el proceso; 

IV.· Que el delito sea sancionado con pena privativa 
de fibettad; 

V.· Que no esté acreditada alguna causa de licitud; 

VI. - Que de lo actuado aparezcan datos suficientes 
que hagan ptobable Is responsabilidad el indiciado; y 



El plazo a que se refiere la fracción I de este anfculo, 
se duplicará cuando lo solicite el inculpado por si, 
o por su defensor, al rendir su declaración prepara­
toria, siempre que dicha ampliación sea con la finalidad 
de aponar y desahogar pruebas para que el juez 
resuelva su situación jurldica. 

El Ministerio Publico no podrá solicitar dicha amplia­
ción ni el juez resolverla de oficio; el Ministerio Publico 
en ese plazo puede sdlo en relación con las pruebas 
o alegatos que propusiere el inculpado o su defensor, 
hacer las promociones correspondientes al interés 
social que representa. 

La ampliación del plazo se debetá notificar al Director 
del f8Clusorio preWJntivo, en donde en su caso, se 
encuentre internado el inculpado, para los efectos a 
que se refiere la ultima pane del primer párrafo del 
anlculo 19." 

"Todo pracno M eegulr6 torzoumente par el delito 
o dllltoe HMllldoe en el muto de form•I prlal6n o 
de euJec16n • proceeo. 81 en I• ucuel• de un pracno 
•pereciere que M hit cometido un delito dlatlnto del 
que H peNlgue, deber6 Hr objeto de 11Verlguecl6n 
•ep•r•d•, 1ln perjuicio de que dHpu61 pued• 
decret•r•e ecumulaclón, •I fuere conducente.• 
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Se cambi6 la palabra acuucl6n por 11Verlguecl6n; el 
presente p6rrafo se relaciona con el articulo 304 bis A del 
Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal. 

"Artículo 304 bis A.- El auto de formal prisión o el 
auto de sujeción a proceso se dictarán por el delito 
que realmente aparezca comprobado, tomando en 
cuenta sdlo los hechos materia de la consignación, 
y considerando los elementos del tipo y la probable 
responsabilidad correspondientes aun cuando con ello 
se modifique la clasificación hecha en promociones 
o resoluciones anteriores." 



'Todo me11r....mento que en I• •prehenal6n o en 
lu prlelones, tocht moteetlll que .. lnfter• aln motivo 
tepl; tocht pbel• o contrlbucl6n, en I•• c•rcelea, 
8CHt llbuaoa que Hrlln corregido. por I• ley" y 
'9pr'.mtdoa por ·- .utorfd9Cln.• 
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Los comentarlos relacionados con este párrafo se hicieron 
en el capitulo IV. 

C) COMENTARIOS A LAS REFORMAS DEL 
ARTICULO 20 

De las novedades importantes que contiene el actual 
artrculo 20 de la Constituci6n, tenemos la relativa a la averiguación 
previa, ya que durante la investigación el inculpado tiene 
dereeho ~ recibir testigos, ofrecer las pruebas que estime 
necesarias; que se le proporcionen los datos que solicite para 
su defensa y que obren en el expediente. 

Lo anterior motivó que las reformas del Código Federal 
de Procedimientos Penales establecieran las 9arantlas del incul-
pado a nivel de averiguación previa, para a11 dar cumplimiento • 
a lo preceptuado en el articulo 20 de la '.:onstltución, ya que 
el primer ordenamiento legal mencionado en su artículo 128, 
establece la obligaciones del Ministerio Público para los casos 
en que el inculpado fuere detenido o se presentare voluntaria­
mente. Asimismo el articulo 128 fracción 111 nos da la posibilidad 
de que durante la averiguación previa se otorge la libertad 
provisional bajo caución; en tanto que el artículo 135 bis nos 
permite que el Inculpado obtenga su libertad sin caución 
alguna, siempre y cuando el término medio aritmético de la 
pena de prisión no exceda de tres años y se cumplan con 
los dem6s requisitos que señala. 

Con el artículo 20 constitucional se establece que el 
concepto de juicio corresponde a la fase jurisdiccional así 
como a la fase previa. 



"Todo meltrat•mlento que en I• aprehenal6n o en 
lu pr181onee, todll moleatla que H lnfler• •In motivo 
legal; tode pbel• o contribución, en In c6rcelea, 
aon ...,. que Mrin corregldoa por laa ••vn v 
Nprlmldoe por •• Mllorldadff.• 
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Los comentarlos relacionados con este párrafo se hicieron 
en el cepftulo IV. 

C) COMENTARIOS A LAS REFORMAS DEL 
ARTfCULO 20 

De I•• noved•des importantes que contiene el actual 
artículo 20 de 18 Constitución, tenemos la relativa a la averiguación 
previ•, ya que dur•nte la investigación el inculpado tiene 
derecho e recibir testigos, ofrecer las pruebas que estime 
MCftlrlu; que se le proporcionen los datos que solicite para 
su defensa y que obren en el expediente. 

Lo anterior motivó que las reformas del Código Federal 
de Procedimientos Penales establecieran las qarantras del incul­
pado a nivel de averiguación previa, para as1 dar cumplimiento 
e lo preceptuado en el artículo 20 de la i::onstltución, ya que 
el primer ordenamiento legal mencionado en su artículo 128, 
"tableee la obligaciones del Ministerio Público para los casos 
en que el inculpado fuere detenido o se presentare voluntaria­
mente. Alimlamo el artículo 128 fracción 111 nos da la posibilidad 
de que durante la averiguación previa se otorge la libertad 
provisional bajo caución; en tanto que el artículo 135 bis nos 
permite que el inculpado obtenga su libertad sin caución 
alguna, siempre y cuando el término medio aritmético de la 
pene de prisión no exceda de tres años y se cumplan con 
loa dem61 requisitos que señala. 

Con el artículo 20 constitucional se establece que el 
concepto de juicio corresponde a la fase jurisdiccional así 
como a la fase previa. 
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Se hicieron cambios en el Código Penal para el Distrito 
Federal en Materia de Fuero Común y para toda la República 
en Materia de Fuero Federal, entre los cuales podemos men· 
clonar los relacionados con la reparecl6n del d81'1o, con la 
finalidad de dar una mejor atención a las víctimas, previendo 
adem6s la rnponubllld8d aollürla del Estado en los delitos 
dolosos que cometan sus servidores públicos con motivo de 
sus funciones, asl como la rnponublllü 9Ubeldlarla cuando 
los delitos sean culposos. 

"Articulo 20.. En todo proceso de orden penal, 
tendr• el Inculpado In algulentn garantfu:• 

Se sustituye el término juicio por el de proceso, ya que 
la primera expresión se reserva hasta que se han recibido 
conclusiones acusatorias del Ministerio Público, asl como las 
de la defensa, pasando a la audiencia final hasta dictar 
sentencia, ya que antes de las conclusiones no se puede 
considerar que existe propiamente un juicio, por lo que es 
preferible utilizar el vocablo procno. 

Se cambia la expresión criminal por penal; asl como 
acUlado por Inculpado, en este último caso las razones que 
motivaron dicha reforma es que no se puede considerar a 
una persona como acusada hasta que se hayan formulado 
conclusiones acusatorias. 

"l.· Inmediatamente que lo aollctte, el Juez deber6 
otorgarle la libertad provlelonal bejo caución, alempre 
ycuandoMgarantlceelmontofftlmadodelareparacl6n 
del dal\o v da laa Hnclones pecuniario que en au 
cuo puedan lmponerM al Inculpado y no ae trate 
de delttoa en que por au gravedad ta ley expreaamente 
prohiba conceder eate beneficio." 

De las modificaciones que se introdujeron al artículo 20 
de la Carta Federal, en el cual se establece el conjunto de 
derechos que se atribuyen a los Inculpados en el procedimiento 
penal, se destacan dos innovaciones esenciales; la primera se 
refiere a los requisitos y condiciones para la procedencia de 
la llbertad cauciona!, pues se cambiaron en forma esencial 
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estos presupuestos, ya que actualmente no están sujetos a 
una valoraeión rlgida, al suprimirse ta referencia de las modali­
dades del delito y el término medio aritmético, sino que 
actualmente se apoya en el pago de ta reper11elón def dai\o, 
con fa poaibllldad de au moderaci6n por et juez de ta causa, 
ulvo en el e.o de delltoe en loe que por au grevedac:I la 
ley e.,,,...mente prohibe conceder ... beneficio. 

La segunda innovaei6n es que se amplía la garantía de 
ta libertad caucionll a que tienen derecho tos inculpados, ya 
que el juzgador podrá otorgarla siempre y cuando el inculpado 
la solicite; garantice el monto estimado de. la reparación del 
dal\o y tas saneiones pecuniarias que en su caso puedan 
lmpon6raete: con excepción de aquellos delitos que la ley asf 
lo prevea y que estará previsto en la ley secundaria. El 
propósito de esta medida es ampliar el margen de libertades 
y restringir a lo necesario el uso de la prisión preventiva. 

Con la reforma se pretende garantizar a la victima el 
monto estimado de la reparación del daflo conciliándolo con 
et derecho del Inculpado; en caso de haber conflicto entre 
estos dos intereses, se deberá preferir el de la libertad del 
inculpado que aun no ha sido declarado culpable, sobre el 
Interés que protege a la victima. 

La revocación de la libertad cauciona!, procede cuando 
el procesado incumpla en forma grave con las obligaciones 
que la ley secundaria establece. 

El articulo 399 del Código Federal de Procedimientos 
Penales establece los requisitos que deberá cubrir el inculpado 
para obtener la libertad provisional, misma que se puede 
solicitar durante la averiguación previa o en el proceso. 

"Altfculo 399.- Todo inculpado tendrá derecho durante 
la averiguación previa o el proceso a ser puesto en 
llbenad provisional, inmediatamente que lo solicite, si 
se reúnen los siguientes requisitos: 

l.- Que garantice el monto estimado de la reparación 
del daño; 



Tratándose de delitos que afecten la vida o la integridad 
corporal, el monto de la reparación no podrá ser 
menor del que resulte aplicándose las disposiciones 
relativas de la Ley Federal del Trabajo; 

11. - Que garantice las sanciones pecuniarias que en 
su caso puedan imponérsele; 

111. • Que caucione el cumplimiento de las obligaciones 
a su cargo, que la ley establece en razón del proceso; 
y 

N. - Que no se trate de alguno de tos delitos señalados 
como graves en el párrafo antepenúltimo del artfculo 
194. 
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La caución a que se refiere la fracción 111 y las garantlas 
a que se refieren las fracciones 1 y 11, podrán consistir en 
depósito en efectivo, fianza, prenda, hipoteca o fideicomiso 
formalmente constituido. 

El párrafo cuarto del articulo 35 del Código Penal establece 
que: 

"Los depósitos que garanticen la libertad cauciona/ 
se aplicarán como pago preventivo a la reparación 
del daño cuando el inculpado se sustraiga a la acción 
de la justicia." 

El articulo 133 bis del Código de Procedimientos Penales 
para el Distrito Federal, señala los casos en que se concede 
al Inculpado la libertad sin caución. 

"Artículo 133 Bis.- Se concederá al inculpado la libertad 
sin caución alguna, por el Ministerio Público, o por 
el Juez, cuando el término medio aritmético de la 
pena de prisión no exceda de tres años, siempre 
que: 

l. No exista riesgo fundado de que pueda sustraerse 
a la acción de la justicia; 



11. Tenga domicilio fijo en el Distrito Federal o en la 
zona conuroada con antelación no menor de un año; 

111. Tenga un trabajo lícito, y 

IV. Que el inculpado no haya sido condenado por 
delito intencional. 

La presente disposición no será aplicabla cuando se 
trate de los delitos graves señalados en este Código." 
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El Código Penal para el Distrito Federal en materia de 
Fuero Común y para toda la República en Materia de Fuero 
Federal, en su articulo 30 senala: 

"Articulo 30.- La reparación del daño comprende: 

l.- La restitución de la cosa obtenida por el delito, y 
si no fuere posible, el pago del precio de la misma; 
y 

11. - La indemnización del daño material y moral causa­
do, incluyendo el pago de los tratamientos curativos 
que, como consecuencia del delito, sean necesarios 
para la recuperación de la salud de la victima. 

111.- El fesarcimíento de los perjuicios ocasionados. 

"El monto y la forma de caución que H fijen deberán 
de..,. uequlblH para el Inculpado. Enclrcunatanclas 
que la ley determine, la autoridad judlclal podr6 di•· 
mlnulr el monto de la caución Inicial;" 

El juez tiene ta facultad de analizar las condiciones perso­
nales del inculpado tales como ta profesión u oficio, educación, 
economla, cuestiones familiares entre otros, en base a las 
cuales podrá disminuir el monto de ta caución inicial, además 
de tomar en consideración lo que al respecto reglamenta ta 
ley secundaria. 



148 

loa artlculoa 400 y 402 del Código Federal de Procedi-
mientos Penales sel'lala: 

''Artículo 400.- A petición del procesado o su defensor, 
la caución que garantice el cumplimiento de las 
obligaciones que la ley establece a cargo del primero 
en razón del proceso, se lflducinl en la proporción 
que el juez estime fusta y equitativa, por cualquiera 
de las circunstancias siguientes: 

l. - El tiempo que el procesado lleve privado de su 
libertad. 

11. - La disminución acteditada de las consecuencias 
o efectos del delito. 

///.-La imposlblfidad económica demostrada para otorgar 
/a caución señalada inicialmente, aun con pagos 
parcia/es. 

N.- El buen comportamiento obsetvado en e/ centro 
de reclusión de acuerdo con el Informe que rinda el 
Consejo Técnico lnterdlsciplinario. 

V. - Otras que racionalmente conduzcan a crear seguridad 
de que no procurará substraerse a la acción de la 
justicia. 

La petición de reducción se tramitanl en incidente 
que se substancianl conforme a las reglas señaladas 
en el artículo 494. 

Las garantías a que se refieren las fracciones I y 11 
del artículo 399 sólo podrán ser reducidas en los 
términos expuestos en el primer párrafo del presente 
artículo, cuando se verifique la circunstancia señalada 
en la fracción 111 de este artículo. En este caso, si 
se llegare a acreditar que para obtener la reducción 
el inculpado simuló su insolvencia, o bien, que con 
posterioridad a la reducción de la caución recuperó 
su capacidad económica para cubrir los montos de 



las gamntfas inicialmente señaladas, de no restituir 
ástaa en el plazo que el juez señale para ese efecto, 
se /e revocará la libertad provisional que tenga con­
cedida." 

"Artículo 402.- El monto de la caución relacionada 
con la fracción tercera del anlculo 399, deberá ser 
asequible para el inculpado y se fijará tomando en 
cuenta: 

l. - Los antecedentes del inculpado; 

11.- La gravedad y circunstancias del delito imputado; 

111. - El mayor o menor interés que pueda tener el 
inculpado en substraerse a la acción de la justicia; 

IV.- Las condiciones económicas del inculpado; y 

V.- La naturaleza de la garantla que se ofrezca." 

•11 •• No podrt .. , obllg•do • decl•rar. Qued• 
prohibida y uri unclon•dll por I• ley pen•I, tod• 
incomunlc.cl6n, Intimidación o tortura. Lll confe116n 
rendldlt Mte calquler autoridad diltlnt• del Mlnlaterlo 
P6bllco o del Juez, o •nte 6etos aln I• ••latencia 
de au defenaor c•recer• de todo v•lor probatorio;" 
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a.. fracción que se comenta sefiala que "no podrá ser 
oblig•do a declarar'', omitiendo el término "en su contr•", 
tratando de evitar que la autoridad considere que hasta no 
conocer la declaración no se podrá saber si es autoincriminatoria 
o no, además de evitar que se interprete el silencio del 
inculpado como autoincriminación. 

Con el objeto de proteger los derechos humanos, la 
reforma prohíbe la incomunicación, intimidación o tortura del 
inculpado, elevando a rango constitucional la sanción que se 
comete al realizar los actos ya mencionados. 
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Toda declaración que sea rendida ante autoridad distinta 
del Ministerio Público o juez, o ante estos pero sin la presencia 
de su defensor carece de todo valor probatorio; pretendiendo 
con ello utilizar otros medtos Idóneos de prueba distintos al 
de la confesión, garantizando asl los requisitos de libertad y 
conciencia del Inculpado. De lo anterior se desprende que tas 
declaraciones que se rindan ante la Policla Judicial carecen 
de validez. 

La averiguación previa no podré ser consignada cuando 
la única prueba sea la confesión, conforme to prevé el articulo 
249 del Código de Procedimientos Penales para el Distrito 
Federal. 

"Artículo 249. - La confesión ante el Ministerio Público 
y ante el juez deberá reunir los siguientes requisitos: 

l.- Se deroga. 

11.- Que se haga por persona mayor de catoroe años, 
en su contra, con pleno conocimiento, y sin coacción 
ni violencia; 

111.- Que sea de hecho propio; 

N.- Que sea hecha ante el Ministerio Público, juez o 
tribunal de /a causa, asistido por su defensor o 
persona de su confianza, y que esté el Inculpado 
debidamente enterado del procedimiento; y 

V. - Que no vaya acompañada de otras pruebas o 
presunciones que la hagan inverosímil, a juicio del 
Ministerio Público o del juez." 

"111.· Se le hllr6 Hber en audiencia pública, y dentro 
de cuarenta y ocho horaa elgutentea a tu conalg· 
nación a la justlcl8, el nombre de au acusador y 
ta Nlturaleza y cauaa de la acuaaclón, a fin de 
que conozca bien el hecho punible que ae atribuye 
y puada contnhlr el cargo, rindiendo en eate ecto 
au declar11c:lón prep9ratorla;" 
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No ae hacen comentarlos a la fracción 111, ya que la 
misma no fue objeto de modificación alguna y nos referimos 
1 ella en el capítulo que antecede. 

"IV.•liemprequeloeollclte, eer6 careado en prnencla 
del Juez con qulenff depongan en au contra;• 

Con la finalidad de agilizar los procedimientos penales, 
loa careos serán efectuados siempre a solicitud del inculpado 
y en presencia del juez, evitando así los llamados careos 
supletorios. Se suprime la referencia a que los testigos se 
hallen presentes en el lugar del juicio, ya que 11 carga de la 
prueba en el proceao es a cargo del Ministerio Público y no 
de circunatanclas fortuita. 

Ahora bien, cuando el juez de la causa considere necesario 
para el debido establecimiento de la verdad, la práctica de 
careos, podrá ordenarlo con base en las facuttadea que tiene 
para mejor proveer, pero no lo hará por sistema, ya que ello 
provoca dilatación en el procedimiento, además de ser contrario 
a la norma. 

La regulación del careo la tenemos en el artículo 265 del 
Código Federal de Procedimientos Penales, asimismo con la 
nuevas reformas se desecha la idea de que la confesión haga 
prueba plena en los casos que se"alaba el artículo 279, razón 
por la que se derogó; se precisa en el artículo 287 del mismo 
ordenamiento que la confesión ante el Ministerio Público o el 
Tribunal debe aer con la asistencia del defensor y que lo 
asentado en las diligencias practicadas por la Policía Judicial 
en ningún caso se podrán tomar como confesión. 

"Anículo 265.- Con eKcepción de tos mencionados en 
la fracción IV del artículo 20 de la Constitución, que 
sólo se celebrarán si el procesado o su defensor to 
solicita, los careos se practicarán cuando eKista 
contradicción sustancial en tas declaraciones de dos 
personas, pudiendo repetirse cuando el tribunal lo 
estime oportuno o cuando surjan nuevos puntos de 
contradicción." 



''Articulo 287.- La confesión deberá reunir los requi­
sitos siguientes: 

l. - Que sea hecha por persona mayor de dieciocho 
años, con pleno conocimiento y sin coacción ni 
violencia: 

11. - Que sea hecha ante el Ministerio Público o el 
tribunal de la causa, con la asistencia de su defensor 
o persona de su confianza, y que el inculpado esté 
debidamente informado del procedimiento y del proceso;" 

111.- Que sea de hecho propio; y 

IV.- Que existan datos, que a juicio del tribunal, la 
hagan verosímil. 

Las diligencias practicadas por agentes de la Palie/a 
Judicial Federal o local, tendnin valor de teatimonlo 
que deberán complementarse con otras diligencias de 
pruebe que practique el Ministerio Público, para aten­
detSe en e/ acto de la consignación, pero en ningún 
caso se podnin tomar como confesión lo asentado 
en aquéllas." 

"V.· Se le reclblr6n loa testigos y demu prueblle 
que ofrezca, concedl6ndonle el tiempo que la ley 
••time nec ... rlo •I efecto y auxlllindoMle pare 
obtener I• comparecencia de I• pereonu cuyo 
testimonio llOllCRe, alempre que .. encuentren en 
el lugar del proceso¡" 

"VI.• Ser6 Juzgado en audiencia pública por un juez 
o jurado de cludedanoa que aepen leer y escribir, 
veclnoa del lugar y partido en que ee cometiere 
el delHo, alempre que éate puede Hr caetigedo 
por una pene mayor de un ª"° de prlalón. En 
todo cuo aer6n Juzpdoa por un jur9do loa delltoa 
cometidos por medio de le prenu contra el orden 
público o le eegurlded exterior o Interior de la 
Nación;" 
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"VII.· Le .. r6n f11CllllHoe tod08 IOll Atoe que eollclte 
f)9r• au .,...... y que conat• en el procno;• 
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Las fracciones V, VI y VII no sufrieron reforma alguna, 
fueron comentadas en el capitulo VI del presente trabajo. 

"VIII.· SeÑ Juzpdo •nfet d• CIMlro ntetet ti te frafaÑ 
de dellfoa cup pena mlldma no ••ceda d• doa año• 
de pritldn, y ante• de un año •I la pena excediere 
de ••• tiempo, ulvo que •ollctt• mayor plazo pare 
eu detenu;• 

Define los plazos en que debe de concluir un proceso 
penal, sin embtlrgo queda subordinado al derecho de defensa 
del procesado, ya que los términos constitucionales son a 
f8VOr de 61, m6xime si son para acreditar su inocencia. Además 
se protege el Interés de la sociedad para que los procesos 
no se prOlonguen Innecesariamente. 

El Ministerio Público no podré solicitar mayor plazo para 
el desahogo de las probanzas por él ofrecidas. Tendrá el 
derecho de oponerse a la ampliación del plazo cuando no 
exista justificación alguna que lo motive o cuando se solicite 
con la finalidad de alargar el proceso para obstruir la administración 
de la justicia. 

"IX.· Desde el Inicio de su proceso aer• Informado 
de loe derechos que en su f•vor consigna eata 
Conatltucl6n y tendr6 derecho a uM defensa ade· 
cuadll, por ar, por •boglldo, o por persona de au 
conflanzm. SI no quiere o no puede nombrar defensor, 
deepu6a de haber aldo requerido para hecerlo, el 
Juez le dHlgnar• un defensor de oficio. Tambi6ntendr• 
derecho a que su defensor comparezca en todos 
IOll actos del proceso y éste tendr• obligación de 
hacerlo cuantas veces se le requiera; y'' 
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Como podemos apreciar se agrega el término abogado, 
incorporando asl a las personas que en términos de la ley 
estén autorizadas para abogar, es decir para actuar por otros 
en la causa penal, con ello se establece el derecho a una 
defensa adecuada desde la detención del Inculpado por parte 
de los profesionales del derecho si asi lo quiere y sin detrimento 
de la persona de su confianza. 

El artículo 128 del Código Federal de Procedimientos 
Penales, reglamenta el párrafo que se comenta. 

Articulo 128.- Cuando el Inculpado fuese detenido o 
se presentare voluntariamente ante el Ministerio Públi­
co Federal, se procederlJ de inmediato en la siguiente 
forma: 

l. Se harlJ constar por quien haya realizado la detención 
o ante quien aquél haya comparecido, el dls. hora y 
lugar de la detención o de /a comparecencia, as/ 
como, en su caso, el nombre y cargo de quien /a 
haya ordenado. Cuando la detención se hubiese 
practicado por una autoridad no dependiente del 
Ministerio Público, se asentara o se agregara, en su 
caso, /a información circunstanciada suscrita por quien 
la haya rea/izado o haya recibido al detenido; 

11. - Se le hará saber la imputación que existe en su 
contra y el nombre del denunciante o querellante; 

///.- Se le harán saber los derechos que le otorga la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
y, particularmente en la averiguación previa, de los 
siguientes: 

a) No declarar si así lo desea, o en caso contrario, 
a declarar asistido por su defensor; 

b) Tener una defensa adecuada por sí, por abogado 
o por persona de su confianza, o si no quisiere o 
no pudiere designar defensor, se le designará desde 
luego un defensor de oficio; 



c) Que su defensor comparezca en todos los actos 
de desahogo de pruebas dentro de la averiguación; 

d) Que se le faciliten todos los datos que solicite 
pera su defensa y consten en la averiguación, para 
lo cual se permitirá a él y su defensor consultar en 
la oficina del Ministerio Público y en presencia del 
personal, el expediente de la averiguación previa; 

&) .............. . 

Para efectos de los incisos b) y c) se le permitirá 
al indiciado comunicarse con las personas que él 
solicite, utilizando el teléfono o cualquier otro medio 
de comunicación del que se pueda disponer, o 
personalmente, si ellas se hallaren presentes. 

De la Información al inculpado sobre los derechos 
antes mencionados, se dejará constancia en las 
actuaciones; 

N.-

V.- ................ . 
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La siguiente fracción no sufrió modificación y ya fue 
comentada en el capftulo anterior. 

"X.- En ningún C890 podr6 prolongarse la prisión 
o detención por faHa de pago de honorarios de 
defeneor• o por cualquiera otra prestación de 
dinero, por cauN de reaponsabilldad civil o algún 
otro motivo anilogo." 

Tempoco podri prolongarse la prisión preventiva 
por mú tiempo del que como múimo fije la ley 
al delito que motlvar6 el proceso. 



En tod• pen• d• pt1116n que lmpong1 un• .. ntenc,., 
•• comput•tl •I llempo de la detencldn. 

Se crearon con las nuevas reformas dos párrafos: 

"La garantf• prwlatn en I• fracclonn V, VII y 
IX tanibh\n ..,., obMrvllCIM durente •• •verlgUKl6n 
previa, en 108 t6rmlnol y con 108 requfeltoe y lfrnltM 
queln leyn estlblezcan; loprwletoenl•fracclonff 
1 y 11 no ....,, eujeto • condición llgunl." 
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Con las modificaciones al articulo 20 Constitucional se 
otorgaron nuevos derechos a los inculpados durante la averiguación 
previa, tales como la recepci6n de testigos: facllitaci6n de 
datos para su defensa; y la designación de abogado; de no 
cumplir el Ministerio Público con estas reglas, se consideraré 
nulo todo lo actuado. Por lo que hace a la libertad provisional, 
asl como al monto y la forma de la caución, no se encuentra 
sujeta a condición alguna. 

"En todo procelO penal, la victima o el ofendido por 
algún d.tlto, tendr6 derecho• recibir MHoriaJurktlctl, 
a que H le Mtllfep la rep11racl6n del d•l'\o cuando 
proceda, a coadyuv• con el Mlnleterlo Público, a 
que .. ,. prnt• atención IMdlca de urgencia cuando 
la reqular1y, toedemúqueHl\alenlaaleyee penal•.• 

Se eleva a nivel de garantla constitucional ta protección 
de los derechos de la victima u ofendido, con la finalidad de 
que sea restituido en el ejercicio de tos derechos violados 
por el delincuente, razón por la que acorde con ta reforma 
constitucional se modificó el artículo9del Código de Procedimientos 
Penales p~ra el Distrito Federal, en concordancia con el 141 
del Código Federal de Procedimientos Penales, de los cuales 
se transcribe el primero de los mencionados: 

"Articulo 9.- En todo proceso penal fa vfctima o el 
ofendido por algún delito tendrá derecho a recibir 
asesoría jurídica, a que se /e satisfaga la reparación 
del daño cuando proceda, a coadyuvar con el Minis­
terio Público, a que se le preste atención médica de 



urgencia cuando la requiera y, los demds que señalan 
las leyes,· por lo tanto podrdn poner a disposición 
del Ministerio Público y del juez Instructor todos los 
datos conducentes a acreditar los elementos del tipo 
penal, la probable y plena responsabilidad del Inculpado 
según el caso, y a justificar la reparación del daño. 

El sistema de auxilio a la victima del delito dependerd 
de la Procuradurla General de Justicia del Distrito 
Federe/." 
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Podemoa apreciar que la Idea del legislador es tratar de 
proteger a la vfctlma u ofendido, garantizando la restitución 
de loa derechoa que le fueron violados, sin embargo en la 
reforma al Código Federal de Procedimientos Penales, concre­
tamente en su articulo 135 bis seflala lo siguiente: 

':Att. 135 Bis.- Se concederl al inculpado Is libenad 
sin caucl6n alguna, por el Ministerio Público o por 
el juez, cuando el término medio aritmético de /a 
pena de prisión no exceda de tres años, siempre 
que: 

l. No exista riesgo fundado de que pueda sustraerse 
a la acción de ta jusiticia; 

11. Tenga domicilio fijo con antelación na menor de 
un año, en el lugar de Is residencia de la autoridad 
que conozca del caso; 

111. Tenga un trabaja lícito; y 

IV. Que el inculpado na haya sida condenada par 
delito intencional. 

La presente disposición na será aplicable cuando se 
trate de las delitos graves señaladas en este Código." 
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Ahora bien, la libertad sin caución vino a sustituir a la 
libertad bajo protesta; asimismo apreciamos que la idea del 
legislador resulta contraria a la ley fundamental, ya que habrá 

· casos en que al otorgar tal libertad al Inculpado, éste se 
encuentre en aptitud de sustraerse de la acción de la justicia, 
ya que a pesar de haber cometido un hecho delictivo no se 
le está comprometiendo a nada, dejando a la victima u ofendido 
sin protección alguna, por lo que considero deberla ser derogado 
el articulo 135 bis del Código Federal de Procedimientos 
Penales, asr como el 133 bis del Código de Procedimientos 
Penales para el Distrito Federal. 

A continuación meclonaremos algunos de los delitos 
contemplados en el Código Penal para el Distrito Federal 
en Materia de Fuero Común y para toda la Rep(.ibllca en 
Materia de Fuero federal, en los que se puede conceder al 
indiciado la libertad sin caución: Robo simple, previsto en el 
artículo 370, p6rraro primero; tentativa de robo, previsto en el 
articulo 371, párrafo segundo; abuso de confianza, previsto 
articulo 382. párrafo primero; fraude, previsto en el articulo 
386 fracción 11. 



CONCLUSIONES 

PRIM•RA: A través de la historia obseNamos diversos 
antecedentes de los artículos 16, 19 y 20 de la Constitu­
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, mismos 
que contenlan garantlas individuales para los gobernados, 
tal es el caso de la Constitución Política de la Monarqufa 
Española de 1812, en ella se ínclufan la garantía de 
audiencia, Inviolabilidad de domicilio, protección a la 
propiedad privada, la libertad individual, garantías al 
procesado y se establee/a la libertad bajo fianza. 

SEGUNDA: En Inglaterra encontramos la Magna Charta de 
1215, en la que se incluyen por primera vez las garantías 
constitucionales de libertad, propiedad, audiencia, 
legalidad y legitimidad del tribunal. En 1679 se establece 
el Habeas Corpus, en el que se contemplaban las 
garantías del detenido. 
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TERCERA: Uno de los documentos jurldico-pollticos más 
importantes a nivel mundial es la Declaración de los 
Derechos del Hombre y del Ciudadano, mismo que fue 
creado en Francia, en el se prevé un marcado respeto 
a la libeftlld, propiedad, seguridad y resistencia a la 
opresión. Debemos tomar en cuenta que Francia fue 
cuna de grandes pensadores, quienes proponfan mejOres 
formas de gobierno, además de igualdad jurfdica y 
política a los gobernados. 

CUARTA: Al surgir Estados Unidos de América como nación 
independiente, se expide en 1787 la Constitución Federal, 
a la que posteriormente le incluyeron doce enmiendas, 
referentes todas ellas a las garantlas individuales, dicha 
Ley Fundamental ha sido fuente de inspiración para 
muchos países incluyendo el nuestro, en ella se regula 
la inviolabilidad de domicilio, las garantías de libertad, 
propiedad, procesales, además se autoriza la libertad 
bajo fianza. 

QUINTA: El Decreto Constitucional para la Libertad de la 
América Mexicana de 1814, tuvo el carácter de provisional, 
en el se preceptuaban las garantlas de libertad, audiencia, 
inviolabilidad de domicilio y, al igual que nuestro actual 
artículo 16 Constitucional establecía el término de 48 
horas para remitir al detenido al Tribunal competente. 

SEXTA: La Constitución Federal de los Estados Unidos Mexica­
nos de 1824, no establece una consagración definitiva 
de las garantías individuales, sin embaigo incluye la 
garantía de libertad, asimismo establece el término de 
48 horas para poner a disposición del Tribunal o Juez 
al arrestado, prohibe el tormento y la inviolabilidad del 
domicilio. 
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SIPTIMA: Las Siete Leyes Constitucionales de 1836, en la 
primera ley se plasman los derechos y obligaciones del 
mexicano, establece la garantfa de libertad, las detenciones 
en caso de delito flagrante, el término de tres dfas para 
que en caso de detención de una persona por autoridad 
politfca, sea puesto a disposición de la autoridad judicial, 
prescribe ta inviolabilidad de domicilio. En la quinta 
1f11 se prevén tas garantías del procesado y se prohíbe 
el tormento. 

OCTAVA: Bases Orgánicas de la República Mexicana de 1843, 
contiene importantes garantías para el gobernado, tales 
como la de libertad, la inviolabilidad de domicilio; 
preceptuaba que ninguna detención por autoridad polltica 
podrla durar más de tres días, dentro de los cuales 
deberla ser entregado al Juez, quien a su vez tenía 
cinco dfas para poder declararlo bien preso u otorgarle 
la libertad. 

NOVENA: La Constitución de 1857, en su titulo primero com­
prendla la mayor parte de las garantías de libertad, 
igualdad, propiedad y seguridad, concretamente en el 
artfculo 16 señalaba la Inviolabilidad del domicilio, los 
actos de violencia y los casos de delito in fraganti; et 
artículo 19 expresaba que ninguna detención podría 
exceder de tres días sin que estuviera justificada con 
un auto de formal prisión, prohibía el maltratamiento en 
las cárceles; finalmente el artfculo 20 se refería a tas 
garantfas del acusado. 

DICIMA: Antes de las reformas de 1993, el artículo 16 de 
nuestra Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos solamente una vez fue objeto de adición en 
sus dos útlimos párrafos, relativos uno al manejo de la 
correspondencia y el otro sobre los impedimentos que 
tiene en ejército para exigir alojamiento en casa particular 
en tiempos de paz contra la voluntad del propietario o 
para imponer a cualquier persona alguna prestación. 
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El artículo 19 desde la Constitución de 1917 hasta antes 
de las reformas de 1993, no habla sido reformado. 

El articulo 20 fracción 1, fue reformado por Decreto 
publicado el 2 de diciembre de 1948, se refería a la 
cuantía de la fianza estableciendo como máximo cauciona/ 
ta cantidad de 250,000.00 pesos, con lo que se garantizaba 
el arraigo del procesado; la otra reforma importante fue 
que para establecer la procedencia de la libartad provisional 
bajo caución se debla estar al término medio aritmético 
de la pena. 

El 2 de enero de 1985 se volvió a reformar la fracción 
I del articulo 20, se cambia el término fianza por caución; 
se incluyen las modalidades del delito para el otorgamiento 
de la libertad provisional; se sustituyen las cantidades 
por múltiplos del salario mlnlmo proponiendo que et 
limite máximo de 111 caución sea el correspondiente al 
salario mlnimo vigente en dos años, cantidad que podrá 
ser duplicada conforme a la gravedad del delito y si el 
delito realizado reporta para su autor un beneficio 
económico o c11usa daños y perjuicios patrimoniales a 
/a victima, la garantfa será tres veces mayor al beneficio 
obtenido. 

DÉCIMA PRIMERA: Para el debido cumplimiento de la norma 
constitucional hubo necesidad de adecuar las leyes 
secundarias tales como el Código Penal para el Distrito 
Federal en Materia de Fuero Común y para toda la 
República en Materia de Fuero Federal, el Código Federal 
de Procedimientos Penales y del Código de Procedimientos 
Penales para el Distrito Federal, mismas que fueron 
publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 10 
de enero y 22 de julio de 1994. 
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HClllA SEGUNDA: El actual attlculo 16 de la Constitución 
Polltica de los Estados Unidos Mexicanos establece en 
su p4rrafo séptimo: "Ningún indiciado podrá ser retenido 
por el Ministerio Público por nllis de cuarenta y ocho 
horas, plazo en que deberá ordenarse su libertad o 
ponérsele a disposición de la autoridad judicial; este 
plazo podrá duplicarse en aquellos casos que la ley 
prevea como delincuencia organizada ... ". 

Propongo que el plazo fijado para el Ministerio Público 
sea de Htenta y doa horu. con la finalidad de que 
pueda obtener lo datos, pruebas, testimonios y todo 
aquello que ayude para lograr una adecuada integración 
de la averiguación previa, de lo contrario se estará ante 
una Inadecuada Investigación provocando que al llegar 
el expediente ante e/ Juez de la causa, éste dicte auto 
de llbettad por falta de elementos. 

HClllA TERCERA: Asimismo, el artículo 19 de nuestra Ley 
Fundamental señala: "... Los custodios que no reciban 
copla autorizada del auto de formal prisión dentro del 
plazo antes señalado (72 horas), deberán llamar la 
atención del juez sobre dicho particular en el acto mismo 
de concluir el término, y si no reciben la constancia 
mencionada dentro de las tres horas siguientes pondrán 
al inculpado en libertad ... ". 

Considero que el término "CU9todloe" no es el adecuado 
ya que debe referirse al Director General de Recluaorlos 
y Centroa de Aeapmaclón Social, lo anterior con 
el objeto de determinar con claridad la resposabilidad 
del sef'lidor público que se encuentra al mando de los 
Reclusorios y no de sus subalternos, quienes se encuentran 
sujetos a recibir ordenes de sus superiores. 
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DÉCIMA CUARTA: El articulo 20 en su último P'rrafo menciona: 
"En todo proceso penal, la victima o el ofendido por 
algún delito, tendrá derecho a recibir asesor/a jurldlca, 
a que se /e satisfaga la reparación del daño cuando 
proceda, a coadyuvar con e/ Mlniatelfo 1'11bllco, a que 
se le preste atención médica de urgencia cuando la 
requiera y, los del1Ws que señalen las leyes penates.", 
lo que representa Indiscutiblemente una garantía 
constitucional para la victima u ofendido, no obstante 
resulta contradictor/a la Idea del legislador al adicionar 
los attlculos t 35 bis del Código Federal de Procedimientos 
Penales y 133 bis del Código de Procedimientos Penates 
pera el Distrito Federal, mismos que se refieren a los 
casos en que puede ototgatse la libettad sin caución, 
quedando as! la victima u ofendido sin la restitución de 
sus derechos violados. 

Se propone la derogación de los attlcufo 135 bis del 
Código Federal de Procedimientos Penales y 133 bis 
del Código de Procedimientos Penales para el Distrito 
Federal. 
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